
Ley Nº 25.675, Ley General del Ambiente. 

Ley 25.675 

 

 

Presupuestos mínimos para el logro de una gestión sustentable y adecuada del ambiente, 
la preservación y protección de la diversidad biológica y la implementación del desarrollo 
sustentable. Principios de la política ambiental. Presupuesto mínimo. Competencia 
judicial. Instrumentos de política y gestión. Ordenamiento ambiental. Evaluación de 
impacto ambiental. Educación e información. Participación ciudadana. Seguro ambiental y 
fondo de restauración. Sistema Federal Ambiental. Ratificación de acuerdos federales. 
Autogestión. Daño ambiental. Fondo de Compensación Ambiental. 

 

Sancionada: Noviembre 6 de 2002  

Promulgada parcialmente: Noviembre 27 de 2002  

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. 
sancionan con fuerza de Ley: 

 

LEY GENERAL DEL AMBIENTE  

Bien jurídicamente protegido 

 

Artículo 1º - La presente ley establece los presupuestos mínimos para el logro de una 
gestión sustentable y adecuada del ambiente, la preservación y protección de la 
diversidad biológica y la implementación del desarrollo sustentable. 

 

Artículo 2º - La política ambiental nacional deberá cumplir los siguientes objetivos: 

 

a) Asegurar la preservación, conservación, recuperación y mejoramiento de la calidad de 
los recursos ambientales, tanto naturales como culturales, en la realización de las 
diferentes actividades antrópicas;  

b) Promover el mejoramiento de la calidad de vida de las generaciones presentes y 
futuras, en forma prioritaria;  



c) Fomentar la participación social en los procesos de toma de decisión;  

d) Promover el uso racional y sustentable de los recursos naturales;  

e) Mantener el equilibrio y dinámica de los sistemas ecológicos;  

f) Asegurar la conservación de la diversidad biológica;  

g) Prevenir los efectos nocivos o peligrosos que las actividades antrópicas generan sobre 
el ambiente para posibilitar la sustentabilidad ecológica, económica y social del desarrollo;  

h) Promover cambios en los valores y conductas sociales que posibiliten el desarrollo 
sustentable, a través de una educación ambiental, tanto en el sistema formal como en el 
no formal;  

i) Organizar e integrar la información ambiental y asegurar el libre acceso de la población 
a la misma;  

j) Establecer un sistema federal de coordinación interjurisdiccional, para la 
implementación de políticas ambientales de escala nacional y regional  

k) Establecer procedimientos y mecanismos adecuados para la minimización de riesgos 
ambientales, para la prevención y mitigación de emergencias ambientales y para la 
recomposición de los daños causados por la contaminación ambiental. 

 

Artículo 3º - La presente ley regirá en todo el territorio de la Nación, sus disposiciones son 
de orden público, operativas y se utilizarán para la interpretación y aplicación de la 
legislación específica sobre la materia, la cual mantendrá su vigencia en cuanto no se 
oponga a los principios y disposiciones contenidas en ésta. 

 

Principios de la política ambiental 

 

Artículo 4º - La interpretación y aplicación de la presente ley, y de toda otra norma a 
través de la cual se ejecute la política Ambiental, estarán sujetas al cumplimiento de los 
siguientes principios:  

Principio de congruencia: La legislación provincial y municipal referida a lo ambiental 
deberá ser adecuada a los principios y normas fijadas en la presente ley; en caso de que 
así no fuere, éste prevalecerá sobre toda otra norma que se le oponga.  

Principio de prevención: Las causas y las fuentes de los problemas ambientales se 
atenderán en forma prioritaria e integrada, tratando de prevenir los efectos negativos que 
sobre el ambiente se pueden producir.  



Principio precautorio: Cuando haya peligro de daño grave o irreversible la ausencia de 
información o certeza científica no deberá utilizarse como razón para postergar la 
adopción de medidas eficaces, en función de los costos, para impedir la degradación del 
medio ambiente. .  

Principio de equidad intergeneracional: Los responsables de la protección ambiental 
deberán velar por el uso y goce apropiado del ambiente por parte de las generaciones 
presentes y futuras.  

Principio de progresividad: Los objetivos ambientales deberán ser logrados en forma 
gradual, a través de metas interinas y finales, proyectadas en un cronograma temporal 
que facilite la adecuación correspondiente a las actividades relacionadas con esos 
objetivos.  

Principio de responsabilidad: El generador de efectos degradantes del ambiente, actuales 
o futuros, es responsable de los costos de las acciones preventivas y correctivas de 
recomposición, sin perjuicio de la vigencia de los sistemas de responsabilidad ambiental 
que correspondan.  

Principio de subsidiariedad: El Estado nacional, a través de las distintas instancias de la 
administración pública, tiene la obligación de colaborar y, de ser necesario, participar en 
forma complementaria en el accionar de los particulares en la preservación y protección 
ambientales.  

Principio de sustentabilidad: El desarrollo económico y social y el aprovechamiento de los 
recursos naturales deberán realizarse a través de una gestión apropiada del ambiente, de 
manera tal, que no comprometa las posibilidades de las generaciones presentes y futuras.  

Principio de solidaridad: La Nación y los Estados provinciales serán responsables de la 
prevención y mitigación de los efectos ambientales transfronterizos adversos de su propio 
accionar, así como de la minimización de los riesgos ambientales sobre los sistemas 
ecológicos compartidos.  

Principio de cooperación: Los recursos naturales y los sistemas ecológicos compartidos 
serán utilizados en forma equitativa y racional, El tratamiento y mitigación de las 
emergencias ambientales de efectos transfronterizos serán desarrollados en forma 
conjunta. 

 

Artículo 5º - Los distintos niveles de gobierno integrarán en todas sus decisiones y 
actividades previsiones de carácter ambiental, tendientes a asegurar el cumplimiento de 
los principios enunciados en la presente ley. 

 

Presupuesto mínimo 



 

Artículo 6º - Se entiende por presupuesto mínimo, establecido en el artículo 41 de la 
Constitución Nacional, a toda norma que concede una tutela ambiental uniforme o común 
para todo el territorio nacional, y tiene por objeto imponer condiciones necesarias para 
asegurar la protección ambiental. En su contenido, debe prever las condiciones 
necesarias para garantizar la dinámica de los sistemas ecológicos, mantener su 
capacidad de carga y, en general, asegurar la preservación ambiental y el desarrollo 
sustentable.  

Competencia judicial 

 

Artículo 7º - La aplicación de esta ley corresponde a los tribunales ordinarios según 
corresponda por el territorio, la materia, o las personas.  

En los casos que el acto, omisión o situación generada provoque efectivamente 
degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales, la 
competencia será federal. 

 

Instrumentos de la política y la gestión ambiental 

 

Artículo 8º - Los instrumentos de la política y la gestión ambiental serán los siguientes: 

 

1. El ordenamiento ambiental del territorio  

2. La evaluación de impacto ambiental.  

3. El sistema de control sobre el desarrollo de las actividades antrópicas.  

4. La educación ambiental.  

5. El sistema de diagnóstico e información ambiental.  

6. El régimen económico de promoción del desarrollo sustentable. 

 

Ordenamiento ambiental 

 

Artículo 9º - El ordenamiento ambiental desarrollará la estructura de funcionamiento global 
del territorio de la Nación y se generan mediante la coordinación interjurisdiccional entre 



los municipios y las provincias, y de éstas y la ciudad de Buenos Aires con la Nación, a 
través del Consejo Federal de Medio Ambiente (COFEMA); el mismo deberá considerar la 
concertación de intereses de los distintos sectores de la sociedad entre sí, y de éstos con 
la administración pública. 

 

Artículo 10. - El proceso de ordenamiento ambiental, teniendo en cuenta los aspectos 
políticos, físicos, sociales, tecnológicos, culturales, económicos, jurídicos y ecológicos de 
la realidad local, regional y nacional, deberá asegurar el uso ambientalmente adecuado de 
los recursos ambientales, posibilitar la máxima producción y utilización de los diferentes 
ecosistemas, garantizar la mínima degradación y desaprovechamiento y promover la 
participación social, en las decisiones fundamentales del desarrollo sustentable.  

Asimismo, en la localización de las distintas actividades antrópicas y en el desarrollo de 
asentamientos humanos, se deberá considerar, en forma prioritaria: 

 

a) La vocación de cada zona o región, en función de los recursos ambientales y la 
sustentabilidad social, económica y ecológica;  

b) La distribución de la población y sus características particulares;  

c) La naturaleza y las características particulares de los diferentes biomas;  

d) Las alteraciones existentes en los biomas por efecto de los asentamientos humanos, 
de las actividades económicas o de otras actividades humanas o fenómenos naturales;  

e) La conservación y protección de ecosistemas significativos. 

 

Evaluación de impacto ambiental 

 

Artículo 11. - Toda obra o actividad que, en el territorio de la Nación, sea susceptible de 
degradar el ambiente, alguno de sus componentes, o afectar la calidad de vida de la 
población, en forma significativa, estará sujeta a un procedimiento de evaluación de 
impacto ambiental, previo a su ejecución. 

 

Artículo 12. - Las personas físicas o jurídicas darán inicio al procedimiento con la 
presentación de una declaración jurada, en la que se manifieste si las obras o actividades 
afectarán el ambiente. Las autoridades competentes determinarán la presentación de un 
estudio de impacto ambiental, cuyos requerimientos estarán detallados en ley particular y, 
en consecuencia, deberán realizar una evaluación de impacto ambiental y emitir una 



declaración de impacto ambiental en la que se manifieste la aprobación o rechazo de los 
estudios presentados. 

 

Artículo 13. - Los estudios de impacto ambiental deberán contener, como mínimo, una 
descripción detallada del proyecto de la obra o actividad a realizar, la identificación de las 
consecuencias sobre el ambiente, y las acciones destinadas a mitigar los efectos 
negativos. 

 

Educación ambiental 

 

Artículo 14. - La educación ambiental constituye el instrumento básico para generar en los 
ciudadanos, valores, comportamientos y actitudes que sean acordes con un ambiente 
equilibrado, propendan a la preservación de los recursos naturales y su utilización 
sostenible, y mejoren la calidad de vida de la población. 

 

Artículo 15. - La educación ambiental constituirá un proceso continuo y permanente, 
sometido a constante actualización que, como resultado de la orientación y articulación de 
las diversas disciplinas y experiencias educativas, deberá facilitar la percepción integral 
del ambiente y el desarrollo de una conciencia ambiental,  

Las autoridades competentes deberán coordinar con los consejos federales de Medio 
Ambiente (COFEMA) y de Cultura y Educación, la implementación de planes y programas 
en los sistemas de educación, formal y no formal.  

Las jurisdicciones, en función de los contenidos básicos determinados, instrumentarán los 
respectivos programas o currículos a través de las normas pertinentes. 

 

Información ambiental 

 

Artículo 16. - Las personas físicas y jurídicas, públicas o privadas, deberán proporcionar la 
información que esté relacionada con la calidad ambiental y referida a las actividades que 
desarrollan. Todo habitante podrá obtener de las autoridades la información ambiental 
que administren y que no se encuentre contemplada legalmente como reservada. 

 



Artículo 17. - La autoridad de aplicación deberá desarrollar un sistema nacional integrado 
de información que administre los datos significativos y relevantes del ambiente, y evalúe 
la información ambiental disponible; asimismo, deberá proyectar y mantener un sistema 
de toma de datos sobre los parámetros ambientales básicos, estableciendo los 
mecanismos necesarios para la instrumentación efectiva a través del Consejo Federal de 
Medio Ambiente (COFEMA). 

 

Artículo 18. - Las autoridades serán responsables de informar sobre el estado del 
ambiente y los posibles efectos que sobre él puedan provocar las actividades antrópicas 
actuales y proyectadas.  

El Poder Ejecutivo, a través de los organismos competentes, elaborará un informe anual 
sobre la situación ambiental del país que presentará al Congreso de la Nación. El referido 
informe contendrá un análisis y evaluación sobre el estado de la sustentabilidad ambiental 
en lo ecológico, económico, social y cultural de todo el territorio nacional. 

 

Participación ciudadana 

 

Artículo 19. - Toda persona tiene derecho a ser consultada y a opinar en procedimientos 
administrativos que se relacionen con la preservación y protección del ambiente, que sean 
de incidencia general o particular, y de alcance general. 

 

Artículo 20. - Las autoridades deberán institucionalizar procedimientos de consultas o 
audiencias públicas como instancias obligatorias para la autorización de aquellas 
actividades que puedan generar efectos negativos y significativos sobre el ambiente.  

La opinión u objeción de los participantes no será vinculante para las autoridades 
convocantes; pero en caso de que éstas presenten opinión contraria a los resultados 
alcanzados en la audiencia o consulta pública deberán fundamentarla y hacerla pública. 

 

Artículo 21. - La participación ciudadana deberá asegurarse, principalmente, en los 
procedimientos de evaluación de impacto ambiental y en los planes y programas de 
ordenamiento ambiental del territorio, en particular, en las etapas de planificación y 
evaluación de resultados. 

 

Seguro ambiental y fondo de restauración 



 

Artículo 22. - Toda persona física o jurídica, pública o privada, que realice actividades 
riesgosas para el ambiente, los ecosistemas y sus elementos constitutivos, deberá 
contratar un seguro de cobertura con entidad suficiente para garantizar el financiamiento 
de la recomposición del daño que en su tipo pudiere producir; asimismo, según el caso y 
las posibilidades, podrá integrar un fondo de restauración ambiental que posibilite la 
instrumentación de acciones de reparación. 

 

Sistema Federal Ambiental 

 

Artículo 23. - Se establece el Sistema Federal Ambiental con el objeto de desarrollar la 
coordinación de la política ambiental, tendiente al logro del desarrollo sustentable, entre el 
gobierno nacional, los gobiernos provinciales y el de la Ciudad de Buenos Aires. El mismo 
será instrumentado a través del Consejo Federal de Medio Ambiente (COFEMA). 

 

Artículo 24. - El Poder Ejecutivo propondrá a la Asamblea del Consejo Federal de Medio 
Ambiente el dictado de recomendaciones o de resoluciones, según corresponda, de 
conformidad con el Acta Constitutiva de ese organismo federal, para la adecuada vigencia 
y aplicación efectiva de las leyes de presupuestos mínimos, las complementarias 
provinciales, y sus reglamentaciones en las distintas jurisdicciones. 

 

Ratificación de acuerdos federales 

 

Artículo 25. - Se ratifican los siguientes acuerdos federales: 

 

1. Acta Constitutiva del Consejo Federal de Medio Ambiente (COFEMA), suscrita el 31 de 
agosto de 1990, en la ciudad de La Rioja, cuyo texto integra la presente ley como anexo I.  

2. Pacto Federal Ambiental, suscrito el 5 de junio de 1993, en la ciudad de Buenos Aires, 
cuyo texto integra la presente ley como anexo II. 

 

Autogestión 

 



Artículo 26. - Las autoridades competentes establecerán medidas tendientes a: 

 

a) La instrumentación de sistemas de protección de la calidad ambiental que estén 
elaborados por los responsables de actividades productivas riesgosas;  

b) La implementación de compromisos voluntarios y la autorregulación que se ejecuta a 
través de políticas y programas de gestión ambiental;  

c) La adopción de medidas de promoción e incentivos. Además, se deberán tener en 
cuenta los mecanismos de certificación realizados por organismos independientes, 
debidamente acreditados y autorizados. 

 

Daño ambiental 

 

Artículo 27. - El presente capítulo establece las normas que regirán los hechos o actos 
jurídicos, lícitos o ilícitos que, por acción u omisión, causen daño ambiental de incidencia 
colectiva. Se define el daño ambiental como toda alteración relevante que modifique 
negativamente el ambiente, sus recursos, el equilibrio de los ecosistemas, o los bienes o 
valores colectivos. 

 

Artículo 28. - El que cause el daño ambiental será objetivamente responsable de su 
restablecimiento al estado anterior a su producción. En caso de que no sea técnicamente 
factible, la indemnización sustitutiva que determine la justicia ordinaria interviniente, 
deberá depositarse en el Fondo de Compensación Ambiental que se crea por la presente, 
el cual será administrado por la autoridad de aplicación, sin perjuicio de otras acciones 
judiciales que pudieran corresponder. 

 

Artículo 29. - La exención de responsabilidad sólo se producirá acreditando que, a pesar 
de haberse adoptado todas las medidas destinadas a evitarlo y sin mediar culpa 
concurrente del responsable, los daños se produjeron por culpa exclusiva de la víctima o 
de un tercero por quien no debe responder.  

La responsabilidad civil o penal, por daño ambiental, es independiente de la 
administrativa. Se presume iuris tantum la responsabilidad del autor del daño ambiental, si 
existen infracciones a las normas ambientales administrativas. 

 



Artículo 30. - Producido el daño ambiental colectivo, tendrán legitimación para obtener la 
recomposición del ambiente dañado, el afectado, el Defensor del Pueblo y las 
asociaciones no gubernamentales de defensa ambiental, conforme lo prevé el artículo 43 
de la Constitución Nacional, y el Estado nacional, provincial o municipal; asimismo, 
quedará legitimado para la acción de recomposición o de indemnización pertinente, la 
persona directamente damnificada por el hecho dañoso acaecido en su jurisdicción.  

Deducida demanda de daño ambiental colectivo por alguno de los titulares señalados, no 
podrán interponerla los restantes, lo que no obsta a su derecho a intervenir como 
terceros.  

Sin perjuicio de lo indicado precedentemente toda persona podrá solicitar, mediante 
acción de amparo, la cesación de actividades generadoras de daño ambiental colectivo. 

 

Artículo 31. - Si en la comisión del daño ambiental colectivo, hubieren participado dos o 
más personas, o no fuere posible la determinación precisa de la medida del daño 
aportado por cada responsable, todos serán responsables solidariamente de la reparación 
frente a la sociedad, sin perjuicio, en su caso, del derecho de repetición entre sí para lo 
que el juez interviniente podrá determinar el grado de responsabilidad de cada persona 
responsable.  

En el caso de que el daño sea producido por personas jurídicas la responsabilidad se 
haga extensiva a sus autoridades y profesionales, en la medida de su participación. 

 

Artículo 32. - La competencia judicial ambiental será la que corresponda a las reglas 
ordinarias de la competencia. El acceso a la jurisdicción por cuestiones ambientales no 
admitirá restricciones de ningún tipo o especie. El juez interviniente podrá disponer todas 
las medidas necesarias para ordenar, conducir o probar los hechos dañosos en el 
proceso, a fin de proteger efectivamente el interés general. Asimismo, en su Sentencia, de 
acuerdo a las reglas de la sana crítica, el juez podrá extender su fallo a cuestiones no 
sometidas expresamente su consideración por las partes.  

En cualquier estado del proceso, aun con carácter de medida precautoria, podrán 
solicitarse medidas de urgencia, aun sin audiencia de la parte contraria, prestando debida 
caución por los daños y perjuicios que pudieran producirse. El juez podrá, asimismo, 
disponerlas, sin petición de parte. 

 

Artículo 33. - Los dictámenes emitidos por organismos del Estado sobre daño ambiental, 
agregados al proceso, tendrán la fuerza probatoria de los informes periciales, sin perjuicio 
del derecho de las partes a su impugnación.  



La sentencia hará cosa juzgada y tendrá efecto erga omnes, a excepción de que la acción 
sea rechazada, aunque sea parcialmente, por cuestiones probatorias. 

 

Del Fondo de Compensación Ambiental 

 

Artículo 34. - Créase el Fondo de Compensación Ambiental que será administrado por la 
autoridad competente de cada jurisdicción y estará destinado a garantizar la calidad 
ambiental, la prevención y mitigación de efectos nocivos o peligrosos sobre el ambiente, 
la atención de emergencias ambientales; asimismo, a la protección, preservación, 
conservación o compensación de los sistemas ecológicos y el ambiente.  

Las autoridades podrán determinar que dicho fondo contribuya a sustentar los costos de 
las acciones de restauración que puedan minimizar el daño generado.  

La integración, composición, administración y destino de dicho fondo serán tratados por 
ley especial. 

 

Artículo 35. - Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

 

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS 
AIRES, A LOS SEIS DIAS DEL MES DE NOVIEMBRE DEL AÑO DOS MIL DOS. 

 

· REGISTRADA BAJO EL Nº 25.675 -  

· EDUARDO O. CAMAÑO.-JUAN C. MAQUEDA. - Eduardo D. Rollano.- Juan C. Oyarzún.  

 

NOTA: los textos en negrita fueron observados. 

 

ANEXO I 

 

Acta Constitutiva del Consejo Federal de Medio Ambiente  

Las altas partes signatarias:  

Declaran:  



Reconociendo: Que la preservación y conservación del ambiente en el territorio del país 
requiere para el mejoramiento de la calidad de vida una política coordinada y participativa, 
en virtud de que el sistema ambiental es una complejidad que trasciende las fronteras 
políticas provinciales.  

Que el federalismo es un sistema político de distribución territorial de las competencias 
que puede resolver con eficacia la administración local de los problemas ambientales.  

Que resulta igualmente apto para generar una política ambiental de integración entre las 
provincias y el gobierno federal.  

Que nos hallamos frente a un problema de carácter universal que constituye uno de los 
grandes desafíos que enfrenta la comunidad internacional.  

Considerando: Que el ambiente es un patrimonio común de la sociedad y que de su 
equilibrio depende la vida y las posibilidades de desarrollo del país.  

Que la coordinación entre los distintos niveles gubernativos y sociales son indispensables 
para la eficacia de las acciones ambientales.  

Que los recursos ambientales deben ser aprovechados de manera que se asegure una 
productividad óptima y sostenida, con equilibrio e integridad.  

Que la difusión de tecnologías apropiadas para el manejo del medio ambiente, la 
información ambiental y la formación de una conciencia pública sobre la preservación del 
entorno son esenciales en la formulación de la política ambiental.  

Por ello los estados signatarios acuerdan lo siguiente: 

 

Creación, objeto y constitución 

 

Artículo 1º: Créase el Consejo Federal de Medio Ambiente (COFEMA) como organismo 
permanente para la concertación y elaboración de una política ambiental coordinada entre 
los Estados miembros. 

 

Artículo 2º: El COFEMA tendrá los siguientes objetivos: 

 

1. Formular una política ambiental integral, tanto en lo preventivo como en lo correctivo, 
en base a los diagnósticos correspondientes, teniendo en consideración las escales 
locales, provinciales, regionales, nacionales e internacionales.  



2. Coordinar estrategias y programas de gestión regionales en el medio ambiente, 
propiciando políticas de concertación como modo permanente de accionar, con todos los 
sectores de la Nación involucrados en la problemática ambiental.  

3. Formular políticas de utilización conservante de los recursos del medio ambiente.  

4. Promover la planificación del crecimiento y desarrollo económico con equidad social en 
armonía con el medio ambiente.  

5. Difundir el concepto de que la responsabilidad en la protección y/o preservación del 
ambiente debe ser compartida entre la comunidad y el Estado.  

6. Promover el ordenamiento administrativo para la estrategia y gestión ambiental en la 
Nación, provincias y municipios.  

7. Exigir y controlar la realización de estudios de impacto ambiental, en emprendimientos 
de efectos interjurisdiccionales, nacionales e internacionales.  

8. Propiciar programas y acciones de educación ambiental, tanto en el sistema educativo 
formal como en el informal, tendientes a elevar la calidad de vida de la población.  

9. Fijar y actualizar los niveles exigidos de calidad ambiental y realizar estudios 
comparativos, propiciando la unificación de variables y metodologías para el monitoreo de 
los recursos ambientales en todo el territorio nacional.  

10. Constituir un banco de datos y proyectos ambientales.  

11. Gestionar el financiamiento internacional de proyectos ambientales. 

 

Artículo 3º: El COFEMA será una persona jurídica de derecho público constituida por los 
Estados que lo ratifiquen, el Gobierno federal y las Provincias que adhieran con 
posterioridad y la Ciudad de Buenos Aires. 

 

Artículo 4º: Los estados partes se obligan a adoptar a través del poder que corresponda 
las reglamentaciones y normas generales que resuelva la Asamblea cuando se expida en 
forma de resolución.  

En caso de incumplimiento o de negatoria expresa, la Asamblea en la reunión ordinaria 
inmediata, considerará las alternativas de adecuación al régimen general que presentare 
el estado miembro o la Secretaría Ejecutiva. 

 

Composición del COFEMA 

 



Artículo 5º: El COFEMA estará integrado por la Asamblea. La Secretaría Ejecutiva y la 
Secretaría Administrativa. 

 

De la Asamblea 

 

Artículo 6º: La Asamblea es el órgano superior del Consejo con facultad de decisión, y 
como tal, es la encargada de fijar la política general y la acción que éste debe seguir.  

Estará integrada por un ministro o funcionario representante titular o por su suplente, 
designados expresamente por el Poder o Departamento o Ejecutivo de los Estados 
miembros. 

 

Artículo 7º: La Asamblea elegirá entre sus miembros presentes por una mayoría de dos 
tercios de sus votos, un presidente que durará en sus funciones hasta la sesión de la 
próxima Asamblea Ordinaria. 

 

Artículo 8º: Las Asambleas serán ordinarias y extraordinarias. 

 

Las ordinarias se reunirán dos veces al año en el lugar y fecha que indique la Asamblea 
anterior.  

Las extraordinarias se convocarán a pedido de una tercera parte de los miembros del 
Consejo o por la Secretaría Ejecutiva. 

 

Artículo 9º: La Asamblea se expedirá en forma de: 

 

a) Recomendación: determinación que no tendrá efecto vinculante para los estados 
miembros.  

b) Resolución: decisión con efecto vinculante para los estados miembros.  

Atribuciones de la Asamblea  

Artículo 10º: Serán atribuciones de la Asamblea:  

a) Dictar el reglamento de funcionamiento del Consejo.  



b) Establecer y adoptar todas las medidas y normas generales para el cumplimiento de 
los objetivos establecidos en el artículo 2º.  

c) Proponer los aportes que deberán realizar los estados miembros para el sostenimiento 
del organismo.  

d) Aprobar el proyecto de presupuesto anual del consejo que deberá presentar la 
Secretaría Ejecutiva.  

e) Dictar las normas para la designación del personal.  

f) Crear las comisiones y consejos asesores necesarios para el cumplimiento de sus fines.  

g) Aprobar anualmente un informe ambiental elaborado por la Secretaría Ejecutiva y que 
será difundido en los Estados miembros.  

h) Evaluar la gestión de la Secretaría Ejecutiva. 

 

Quórum y votación 

 

Artículo 11º: La Asamblea deberá sesionar con un quórum formado por la mitad de los 
miembros del Consejo. 

 

Artículo 12º: Cada miembro de la Asamblea tendrá derecho a un voto. 

 

Artículo 13º: Las decisiones de la Asamblea serán tomadas por el voto de la mitad más 
uno de sus miembros presentes, salvo cuando se estipule una mayoría superior. 

 

Artículo 14º: La Secretaría Ejecutiva presidida por el presidente de la asamblea será el 
órgano ejecutivo y de control. Expedirá las instrucciones necesarias para el cumplimiento 
de estas resoluciones, indicando en el informe pertinente, que elevará a la asamblea 
ordinaria, las dificultades y alternativas que crea oportunas. 

 

Artículo 15º: La Secretaría Ejecutiva estará formada por un delegado de cada una de las 
regiones en que la Asamblea resuelva dividir el país.  

La representación será anual y rotativa entre los miembros que formen cada región. 

 



Artículo 16º: La Secretaría Ejecutiva comunicará fehacientemente la convocatoria a 
asamblea, con una antelación de no menos de diez días y debiendo incluirse el orden del 
día de la misma. 

 

Artículo 17º: La Secretaría Ejecutiva promoverá la concertación de acuerdos entre los 
Estados miembros a fin de integrar las jurisdicciones. 

 

De la Secretaría Administrativa 

 

Artículo 18º: La Secretaría Administrativa será designada y organizada por la Asamblea 
Ordinaria. 

 

Artículo 19º: Sus funciones serán la gestión administrativa y presupuestaria del 
organismo. 

 

Disposiciones complementarias 

 

Artículo 20º: El presente acuerdo será ratificado por los miembros de conformidad con sus 
respectivos procedimientos legales.  

No se adquirirá la calidad de miembro hasta que este procedimiento se haya concluido. 

 

Artículo 21º: La ratificación y adhesiones posteriores deberán contener la aceptación o 
rechazo liso y llano del mismo, sin introducir modificaciones. 

 

Artículo 22º: Las ratificaciones y adhesiones serán entregadas a la Secretaría 
Administrativa, la cual notificará su recepción a todos los miembros. 

 

Artículo 23º: La sede del COFEMA estará constituida en la jurisdicción que representa el 
presidente de la Asamblea. 

 



Artículo 24º: Para la modificación de la presente acta se requerirá el voto de las dos 
terceras partes de los Estados miembros. 

 

Artículo 25º: El presente Acuerdo podrá ser denunciado por los miembros del COFEMA 
con un aviso previo de noventa días y será comunicado, en forma fehaciente, al 
presidente de la Asamblea, quedando excluido, desde entonces, de los alcances del 
mismo. 

 

Disposiciones transitorias 

 

Artículo 26º: La Secretaría Administrativa corresponderá hasta su constitución definitiva al 
representante de la Provincia de La Rioja. 

 

Artículo 27º: EL COFEMA comenzará a funcionar a los noventa días corridos, contados 
desde la fecha de la Asamblea constitutiva, siempre que durante ese lapso haya sido 
ratificado este acuerdo, o han adherido, al menos siete jurisdicciones, o después de esa 
fecha, si este número de miembros se alcanzase. 

 

Artículo 28º: Los firmantes de la presente acta, quienes actúan a referéndum de los 
Poderes Provinciales representan a las siguientes jurisdicciones: Buenos Aires, 
Catamarca, Córdoba, Formosa, La Rioja, Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, 
Neuquén, Salta, San Juan, Santa Fe y Tucumán. Firmado: Doctora Cristina Maiztegui, 
asesora de la Comisión Interministerial de Política Ambiental, Asesoría General de 
Gobierno, Provincia de Buenos Aires: Arquitecta Julia Mercedes Corpacci, Directora de 
Medio Ambiente, Provincia de Catamarca; Ingeniero Daniel Esteban Di Giusto, 
Subsecretario de Gestión Ambiental, Provincia de Córdoba, Señor Emilio Eduardo Díaz, 
Subsecretario de Recursos Naturales y Ecología, provincia de Formosa; Arquitecto Mauro 
Nicolás Bazán, Director General de Gestión Ambiental, Provincia de La Rioja; Arquitecto 
Ricardo Jílek, Director General de Medio Ambiente, Provincia de Mendoza; Licenciado 
Alberto Morán, Subsecretario de Medio Ambiente, Municipalidad de la Ciudad de Buenos 
Aires; Licenciada Janett S. De Yankelevich, Directora General de Gestión Ambiental, 
Provincia del Neuquén; Arquitecto Sergio Perota, miembro del Consejo Provincial de 
Medio Ambiente, Provincia de Salta; Licenciado Federico Ozollo, Asesor del Ministerio de 
Acción Social y Salud Pública, Provincia de San Juan; Ingeniero Jorge Alberto Hammerly, 
Director General de Saneamiento Ambiental; Ingeniero Julio Oscar Graieb, Director 
General de Saneamiento Ambiental, Provincia de Tucumán. Previa lectura y ratificación 



se firman doce (12) ejemplares de un mismo tenor a sus efectos, en la ciudad de La Rioja 
a los treinta y un (31) días del mes de agosto de 1990. 

 

ANEXO II 

 

Pacto Federal Ambiental  

En la ciudad de Buenos Aires, capital de la República Argentina, a los cinco días del mes 
de julio del año mil novecientos noventa y tres.  

En presencia del señor Presidente de la Nación, Doctor Carlos Saúl Menem, señor 
Ministro del Interior, Doctor Gustavo Beliz, la señora Secretaria de Estado de Recursos 
Naturales y Ambiente Humano y señores Gobernadores de las Provincias de Buenos 
Aires, Catamarca, Córdoba, Corrientes, Chaco, Chubut, Entre Ríos Formosa, Jujuy, La 
Pampa, La Rioja, Mendoza, Misiones, Neuquén, Río Negro, Salta, San Juan, San Luis, 
Santa Cruz, Santa Fe, Santiago del Estero, Tierra del Fuego, Tucumán, y el señor 
Intendente de la Ciudad de Buenos Aires.  

Las autoridades signatarias declaran:  

Considerando:  

Que la preservación, conservación mejoramiento y recuperación del ambiente son 
objetivos de acciones inminentes que han adquirido dramática actualidad, desde el 
momento en que se ha tomado conciencia de que el desarrollo económico no puede estar 
desligado de la protección ambiental.  

Que esta situación compromete, no solo a todos los estratos gubernamentales de la 
República, sino también, a cada uno de los ciudadanos, cualquiera sea su condición 
social o función.  

Que la voluntad reflejada en el Pacto Federal firmado en la ciudad de Luján, el 24 de 
mayo de 1990, y los compromisos contraídos ante el mundo en la CNUMAD '92, hace 
indispensable crear los mecanismos federales que La Constitución Nacional contempla y, 
en cumplimiento de ese compromiso, resulta oportuno reafirmar el espíritu y la acción 
federal en materia de recursos naturales y medio ambiente.  

En consecuencia:  

La Nación y las Provincias aquí representadas acuerdan:  

I. - El objetivo del presente acuerdo es promover políticas ambientalmente adecuadas en 
todo el territorio nacional, estableciendo Acuerdos Marcos entre los Estados Federales y 
entre estos y la nación, que agilicen y den mayor eficiencia a la preservación del ambiente 
teniendo como referencia a los postulados del Programa 21 aprobado en la CNUMAD '92.  



II. - Promover a nivel provincial la unificación y/o coordinación de todos los organismos 
que se relacionen con la temática ambiental, concentrando en el máximo nivel posible la 
fijación de las políticas de recursos naturales y medio ambiente.  

III. - Los Estados signatarios reconocen al Consejo Federal de Medio Ambiente como un 
instrumento válido para la coordinación de la política ambiental en la República Argentina.  

IV. - Los Estados signatarios se comprometen a compatibilizar e instrumentar en sus 
jurisdicciones la legislación ambiental.  

V. - En materia de desarrollo de una conciencia ambiental, los Estados signatarios se 
comprometen a impulsar y adoptar políticas de educación, investigación científico-
tecnológica, capacitación, formación y participación comunitaria que conduzcan a la 
protección y preservación del ambiente.  

VI. - Los señores gobernadores propondrán ante sus respectivas legislaturas provinciales 
la ratificación por ley del presente acuerdo, si correspondiere.  

VII. - El Estado Nacional designa ante el Consejo Federal de Medio Ambiente, para la 
implementación de las acciones a desarrollarse a efectos de cumplimentar los principios 
contenidos en este Acuerdo, a la Secretaría de Recursos Naturales y Ambiente Humano 
de la Nación. 
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Buenos Aires, 26 de marzo de 2009.

Autos y Vistos; Considerando:

1°) Que esta Corte, en su pronunciamiento del 29 de

diciembre de 2008, dispuso el cese provisional de los desmon-

tes y talas de bosques nativos en los departamentos de San

Martín, Orán, Rivadavia y Santa Victoria, autorizados por la

Provincia de Salta durante el último trimestre del año 2007.

Que el Estado provincial (fs. 91/93) solicitó que se

deje sin efecto la medida cautelar decretada, sobre la base de

lo dispuesto por los artículos 5, 7 y concordantes de la

Constitución Nacional, toda vez que por intermedio de la

referida cautelar Csegún afirmaC se habrían alterado los

efectos normales de los actos que, en virtud de su naturaleza

gozan de presunción de legitimidad, la cual los inviste de una

particular validez que obliga a quien los impugna a acreditar

de modo preciso, concreto y detallado, las razones en que

funda su pretensión de privarlos del status jurídico que el

ordenamiento legal les otorga con el fin de permitir al Estado

el cumplimiento de sus cometidos.

2°) Que la medida adoptada por esta Corte se funda en

el principio precautorio contemplado en la Ley General del

Ambiente 25.675 (art. 4) que dispone: "Cuando haya peligro de

daño grave o irreversible la ausencia de información o certeza

científica no deberá utilizarse como razón para postergar la

adopción de medidas eficaces, en función de los costos, para

impedir la degradación del medio ambiente".

En el presente caso se ha demostrado claramente que

se otorgaron autorizaciones para la tala y desmonte tomando en

consideración el impacto ambiental de cada una de ellas, pero

no se ha efectuado ningún estudio relativo al efecto

acumulativo de todas las autorizaciones. La tala y desmonte de

aproximadamente un millón de hectáreas tendrá un efecto sobre
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el ambiente que no se puede ignorar y que, en palabras

expresadas por el representante de la Secretaría de Ambiente y

Desarrollo Sustentable de la Nación en la audiencia pública

del día 18 de febrero del corriente año, seguramente será

negativo.

Por otra parte, los representantes del Estado pro-

vincial reconocieron, en la misma oportunidad, que muchas de

las áreas en las que se autorizaron desmontes o aprovecha-

mientos forestales, pueden ser ahora categorizadas como de

alto valor de conservación en virtud de las disposiciones de

los artículos 8 y 10 de la ley 7543 cuya reglamentación debía

ser dictada a los 60 días de su promulgación el 18/12/08.

Interrogados que fueron por el Tribunal acerca de qué ocurri-

ría en tal caso, señalaron que podrían revocarse las autori-

zaciones, y eventualmente reparar o mitigar los perjuicios

sufridos por quienes las hubieran obtenido, recurriendo para

ello a aportes provenientes del "Fondo Nacional para el Enri-

quecimiento y la Conservación de los Bosques Nativos" creado

por la ley 26.331 Creglamentada recientemente mediante el

decreto 91/2009 del 13 de febrero de 2009C.

Se configura entonces, una situación clara de peli-

gro de daño grave porque podría cambiar sustancialmente el

régimen de todo el clima en la región, afectando no sólo a los

actuales habitantes, sino a las generaciones futuras. Este

perjuicio, de producirse, sería además irreversible, porque no

habría manera alguna de volver las cosas a su estado anterior.

Existe, entonces, un peligro claro de daño irrever-

sible y una ausencia de información relativa a dicho perjui-

cio.

El principio precautorio produce una obligación de

previsión extendida y anticipatoria a cargo del funcionario

público. Por lo tanto, no se cumple con la ley si se otorgan
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autorizaciones sin conocer el efecto, con el propósito de

actuar una vez que esos daños se manifiesten. Por el contra-

rio, el administrador que tiene ante sí dos opciones fundadas

sobre el riesgo, debe actuar precautoriamente, y obtener pre-

viamente la suficiente información a efectos de adoptar una

decisión basada en un adecuado balance de riesgos y benefi-

cios.

La aplicación de este principio implica armonizar la

tutela del ambiente y el desarrollo, mediante un juicio de

ponderación razonable. Por esta razón, no debe buscarse opo-

sición entre ambos, sino complementariedad, ya que la tutela

del ambiente no significa detener el progreso, sino por el

contrario, hacerlo más perdurable en el tiempo de manera que

puedan disfrutarlo las generaciones futuras.

3°) Que la aplicación del principio precautorio en

este caso, obliga a suspender las autorizaciones de tala y

desmonte y su ejecución en los cuatro departamentos menciona-

dos hasta tanto se efectúe un estudio del impacto acumulativo

de dichos procesos.

El estudio referido deberá ser realizado por la

Provincia de Salta, en forma conjunta con la Secretaría de

Ambiente y Desarrollo Sustentable de la Nación, la que deberá

resguardar el respeto de los presupuestos mínimos en la mate-

ria. Asimismo, se deberá dar amplia participación a las comu-

nidades que habitan en la zona afectada.

Dicho estudio deberá concentrarse en el análisis del

impacto ambiental acumulativo de la tala y desmonte señalados,

sobre el clima, el paisaje, y el ambiente en general, así como

en las condiciones de vida de los habitantes. Deberá proponer

asimismo una solución que armonice la protección de los bienes

ambientales con el desarrollo en función de los costos y

beneficios involucrados. En tal sentido, deberá identificar
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márgenes de probabilidades para las tendencias que señale,

valorar los beneficios relativos para las partes relevantes

involucradas y las generaciones futuras.

El estudio deberá ser realizado en un plazo máximo

de noventa días.

Esta decisión encuentra su fundamento en la Ley

General del Ambiente en cuanto dispone que "el juez podrá

extender su fallo a cuestiones no sometidas expresamente a su

consideración por las partes" (art. 32, ley 25.675).

4°) Que por las razones apuntadas, el Tribunal ha

justificado suficientemente la intervención tomada en la cau-

sa, como así también la adopción de las medidas allí dispues-

tas y ha señalado expresamente que no debe verse en ello una

intromisión indebida en las atribuciones de otros poderes del

Estado, cuando lo único que ha hecho, como custodio de las

garantías constitucionales, es tender a tutelar derechos de la

índole de los invocados, o suplir omisiones en la medida en

que dichos derechos puedan estar lesionados (arg. Fallos:

328:1146; 330:111).

En estas condiciones, y sin perjuicio de la decisión

que en definitiva pueda recaer acerca de la competencia de

esta Corte para entender en el caso por vía de la instancia

prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional, no se

advierte que el temperamento adoptado en el caso conlleve un

supuesto de gravedad institucional con afectación del régimen

federal y del reparto de competencias que los constituyentes

de 1853 diseñaron para preservarlo; ello es así toda vez que

la provincia demandada no puede ver afectada su autonomía por

la intervención asumida en la causa, desde que la competencia

originaria constituye una garantía de obtener un Tribunal

imparcial.

Cabe poner de resalto que el Tribunal adoptó este
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mismo criterio por vía de su instancia originaria en las cau-

sas L.733.XLII "Lavado, Diego Jorge y otros c/ Mendoza, Pro-

vincia de y otro s/ acción declarativa de certeza" (Fallos:

330:111), la que es demostrativa de los pasos dados en la

modificación del estado de cosas que dio lugar a su promoción,

como así también del cuidado observado por el Tribunal en el

marco de una de sus primeras cargas y obligaciones, en la

búsqueda de caminos de superación del conflicto y en el

mantenimiento de su imparcialidad.

5°) Que, por otra parte, cabe tener en cuenta que la

propia provincia dictó la ley 7543 (B.O. del 26/1/2009, ADLA

2009-A, 869) que establece las normas de Ordenamiento

Territorial de los Bosques Nativos de la Provincia de Salta,

en virtud de la previsión contenida en el artículo 6° de la ley

26.331; es decir que admite la necesidad de regulación

tuitiva, la que debe respetar presupuestos mínimos vigentes en

el orden nacional.

En la audiencia celebrada el 18 de febrero del co-

rriente año, los representantes del Estado provincial expre-

saron que la tarea de confección de la cartografía y regla-

mentación de la ley local se encuentra en plena etapa de de-

sarrollo. Al respecto, cabe destacar que el artículo 8 de esa

ley fija plazo para que la Autoridad de Aplicación elabore el

soporte cartográfico como instrumento de orientación y refe-

rencia, para la delimitación de las áreas que corresponden a

las tres (3) categorías de conservación establecidas (muy

alto, mediano y bajo valor de conservación).

En ese contexto, al no existir una determinación

precisa de las áreas que podrían actualmente ser categorizadas

como sectores de muy alto o de mediano valor de conservación

(arg. artículo 9°, ley nacional 26.331, y artículos 10 a 16 de

la ley local 7543), frente a la vigencia de las autorizaciones
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otorgadas y a la falta de cartografía y de reglamentación de

la ley local, se justifica plenamente una medida como la

dispuesta en el considerando 3°.

Por ello, oídas las exposiciones de las partes sobre la

situación denunciada en autos en la audiencia informativa

celebrada el 18 de febrero del corriente año, sobre la base de

los fundamentos y principios enunciados y, sin perjuicio de lo

que en definitiva se decida, se resuelve:

I. Rechazar in limine el planteo efectuado en el punto IV

de fs. 91/93.

II. Ampliar la diligencia preliminar dispuesta a fs.

37/39 y, en consecuencia, requerir a la Provincia de Salta

que, en el plazo máximo de noventa días realice un estudio de

impacto ambiental conforme las especificaciones dadas en el

considerando tercero.

III. Suspender todas las autorizaciones de tala y des-

monte y su ejecución en los cuatro departamentos descriptos

hasta tanto se efectúe el estudio requerido en el punto ante-

rior.

IV. Postergar provisoriamente la decisión sobre la com-

petencia del Tribunal.

Notifíquese con habilitación de días y horas inhábiles.

RICARDO LUIS LORENZETTI - ELENA I. HIGHTON de NOLASCO - CARLOS

S. FAYT - ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - JUAN CARLOS MAQUEDA -

E. RAUL ZAFFARONI.

ES COPIA

Parte actora: Dino Salas, por derecho propio y en representación de la Congregación
Wichi San Ignacio de Loyola; Miguel Montes y Mario Aparicio, por derecho propio y
en representación del Consejo de Organizaciones Wichi Zona Bermejo; Mario Ferreyra,
por derecho propio y en representación de la Comunidad Fwiñol Carboncito; Estefanía
López, por derecho propio y en representación de la Comunidad Misión San Francisco;
Gumercinda Mónica Romero, por derecho propio y en representación de la Comunidad
Indígena Guaraní Estación Tabacal; Bautista Frías, por derecho propio y en
representación de las Comunidades Wichi Zopota y El Escrito; Pedro Segundo, por
derecho propio y en representación de la Comunidad Wichi San José-Chustaj Lhokwe;
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Eduardo Rivero, por derecho propio y en representación de la Comunidad Misión Wichi
Chowayuk; Roque Miranda, por derecho propio y en representación de la Comunidad
Hoktek T'oi del Pueblo Wichi y Mónica Modesta Villada, por derecho propio y en
representación de la Asociación de Pequeños Productores del Chaco Salteño; todos
con el patrocinio letrado de los Dres. Alicia Beatriz Oliveira y Raúl Gustavo
Ferreyra.
Parte demandada: Provincia de Salta y Estado Nacional.



 

RESUMEN: 
Los actores, en ejercicio de derechos propios y/o representación de sus hijos menores, 
demandan ante la Corte Suprema de Justicia de La Nación , en instancia originaria, al 
Estado Nacional, la Provincia de Buenos Aires, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y 
ciertas empresas que desarrollan su actividad industrial en las adyacencias de la Cuenca 
Matanza - Riachuelo por los daños que les habría ocasionado el vertido de residuos tóxicos 
y peligrosos en dicha cuenca hídrica. Asimismo, acumulan a esta acción la pretensión de 
condena a dar término y recomponer la situación denunciada. El tribunal se declara 
competente para conocer en la pretensión relativa al bien de incidencia colectiva, 
rechazando en cambio la acumulación pretendida. 

 
SUMARIOS:  

• La Corte Suprema de Justicia de la Nación debe hacer uso de las facultades 
ordenatorias e instructorias del art. 32 de la ley 25.675 (Adla, IXIII-A, 4), al 
conocer de modo originario en la pretensión de recomponer el ambiente y resarcir 
un daño de incidencia colectiva -en el caso, debido al vertido de residuos tóxicos y 
peligrosos en cursos de la Cuenca Matanza - Riachuelo- si la demanda no ilustra al 
tribunal sobre aspectos esenciales de la cuestión litigiosa, ya que tratándose de un 
bien que pertenece a la esfera social y transindividual -cuya mejora o degradación 
afecta a toda la población-, los jueces deben actuar con particular energía para 
hacer efectivos los mandatos constitucionales relativos a la materia -art. 41, 
Constitución Nacional-. 

• Ante la pretensión deducida -entre otros sujetos- contra la Nación y un Estado 
provincial, tendiente a recomponer el ambiente frente a la degradación o 
contaminación de sus recursos y resarcir un daño de incidencia colectiva -en el 
caso, debido al vertido de residuos tóxicos y peligrosos en cursos de la Cuenca 
Matanza - Riachuelo -, tiene prioridad absoluta, para la Corte Supre ma de Justicia 
de la Nación , en su instancia originaria, la prevención del daño futuro, 
persiguiéndose en segundo término la recomposición de la polución ambiental ya 
causada y, por último, el resarcimiento de daños irreversibles. 

• La pretensión tendiente a recomponer el ambiente frente a la degradación o 
contaminación de sus recursos y resarcir un daño de incidencia colectiva en el caso, 
debido al vertido de residuos tóxicos y peligrosos en cursos de la Cuenca Matanza - 
Riachuelo es de competencia originaria y exclusiva de la Corte Suprema de Justicia 
de la Nación -art. 117, Constitución Nacional-, frente al carácter federal de la 
materia en debate -art. 70, ley 25.675 (Adia, IXIII-A, 4)-, si se ha demandado en 
forma conjunta -entre otros sujetos- a la Nación y a un Estado provincial, ante la 
necesidad de conciliar el privilegio del fuero federal que corresponde al primero con 
la condición de aforada a la jurisdicción originaria que ostenta la segunda.  

• No cabe la competencia originaria y exclusiva de la Corte Suprema de Justida de la 
Nación, en razón de la distinta vecindad o de extranjería -art. 117, Constitución 
Nacional-, frente reclamos resarcitorios dirigidos contra la Nación, un Estado 
provincial, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y ciertas empresas, por lesión de 
bienes individuales como consecuencia indirecta de la agresión al ambiente en el 
caso, debido al vertido de residuos tóxicos y peligrosos en cursos de la Cuenca 
Matanza  Riachuelo, al no verificarse el recaudo de "causa civil" exigido por el art. 
24, inc. 1º del dec.-ley 1285/58 (Adía, XV¡II-A, 587), ya que el daño alegado se 
atribuye a la inactividad u omisión de los demandados en el ejercicio del poder de 
policía.  



 

• La demanda entablada en forma conjunta contra la Nación, un Estado provincial, la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires y ciertas empresas no corresponde a la 
competencia originaria y exclusiva de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en 
razón de distinta vecindad o de extranjería -art. 117, Constitución Nacional-, si no 
media "causa civil" en los términos del art. 24, inc. 1º, dec.-ley 1285/58 (Adla, 
XVIII-A, 587) -en el caso, se trata de reclamos resarcitorios por lesión a bienes 
individuales como consecuencia indirecta de la agresión al amblente-, pues el 
privilegio federal del Estado nacional está satisfecho con la intervención de sus 
tribunales inferiores, mientras que la Ciudad de Buenos Aires no reviste carácter de 
provincia argentina. 

• No corresponde, en la jurisdicción originaria y exclusiva de la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación -art. 117, Constitución Nacional-, acumular a la pretensión 
tendiente a recomponer el ambiente y resarcir un daño de incidencia colectiva -en 
el caso, debido al vertido de residuos tóxicos y peligrosos en cursos de la Cuenca 
Matanza - Riachuelo- reclamos resarcitorios por lesión a derechos individuales -
entre otros, gastos por tratamiento médico, cambio de radicación, incapacidad 
sobreviniente y daño moral-, aún cuando dicha lesión también se derive de la 
degradación o contaminación de los recursos ambientales, si no se verifica, en 
estos reclamos, el recaudo de "causa civil" segun art. 24, inc. 1º, del decreto ley 
1285/58 (Adla, XVIII-A, 587). 

• Son ajenas a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación 
en razón de distinta vecindad o de extranjería -art. 117, Constitución Nacional-, los 
reclamos resarcitorios dirigidos -entre otros sujetos-' contra la Nación, un Estado 
provincial y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, por lesión de bienes individuales 
como consecuencia indirecta de la agresión al ambiente -en el caso, debido al 
vertido de residuos tóxicos y peligrosos en  cursos de la Cuenca Matanza - 
Riachuelo-,  ya que los entes demandados no revisten carácter de parte sustancial 
en dichos reclamos habida cuenta de que el ejercicio aun deficiente del poder de 
policía resulta insuficiente para atribuirles responsabilidad en un evento en el cual 
ninguno de sus  órganos tuvo participación (del voto del doctor Fayt). 

 

  



 

Texto completo 

 
Dictamen del Procurador Fiscal de la Nación: 
S u p r e m a C o r t e : 
-I- 
Beatriz Silvia Mendoza y otros actores, todos con domicilio en la Capital Federal y en la 
Provincia de Buenos Aires, interponen demanda contra el Estado Nacional (Poder Ejecutivo 
Nacional), contra la Provincia de Buenos Aires, contra el Gobierno de la Ciudad de Buenos 
Aires y contra cuarenta y cuatro (44) empresas que desarrollan su actividad industrial en las 
adyacencias de la Cuenca Hídrica Matanza-Riachuelo, a fin de obtener una indemnización 
por los daños y perjuicios sufridos a raíz de la contaminación ambiental de dicho río. 
Responsabilizan al Estado Nacional al producirse la situación denunciada sobre una vía 
navegable e interjurisdiccional (que abarca parte de la Capital Federal y once partidos de la 
Provincia de Buenos Aires), respecto de la cual éste tiene facultades de regulación y 
control, en virtud de lo dispuesto en el art. 75, incs. 10 y 13 de la Constitución Nacional. 
Atribuyen responsabilidad a la Provincia de Buenos Aires por tener el dominio originario 
sobre los recursos naturales existentes en su territorio, de conformidad con lo establecido 
en los arts. 121 y 124 de la Ley Fundamental. 
También responsabilizan a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en su carácter de 
corribereña del Riachuelo, el que constituye, en el área de su jurisdicción, un bien de su 
dominio público y, además, al estar obligada a utilizar equitativa y razonablemente sus 
aguas y el resto de los recursos naturales del río, su lecho y subsuelo, sin causar perjuicio 
sensible a los demás corribereños, por tener su jurisdicción sobre todas las formaciones 
insulares aledañas a sus costas, con los alcances permitidos por el Tratado del Río de la 
Plata y porque le corresponde preservar la flora y la fauna de su ecosistema, como reserva 
natural, según lo señala el art. 81 de la Constitución local. 
Dirigen su pretensión conjuntamente contra todos estos codemandados, por no haber 
cumplido con las disposiciones ambientales vigentes, dado que desviaron fondos específicos 
-un préstamo otorgado por el Banco Interamericano de Desarrollo, a través del decreto 
145/98, para el "Programa de Gestión Ambiental y de Manejo de la Cuenca Hídrica 
Matanza-Riachuelo"-, hacia objetivos ajenos a la solución de la problemática ambiental 
denunciada y por no ejercer sus facultades de control e implementar políticas preventivas 
idóneas al respecto. 
Asimismo, indican que demandan a las empresas aledañas por volcar directamente al río los 
residuos peligrosos, por no construir plantas de tratamiento, por no adoptar nuevas 
tecnologías y por no minimizar los riesgos de su actividad productiva. 
Proponen como medida cautelar innovativa y/o autosatisfactiva la creación de un "Fondo de 
Asistencia y Remediación Ambiental" o "Fondo de Compensación Ambiental", de carácter 
autónomo y de subrogación, mediante la afectación directa de recursos del Estado 
Nacional, de la Provincia de Buenos Aires y de la Ciudad de Buenos Aires, en su calidad de 
coautores solidariamente responsables, de conformidad con el art. 34 de la ley 25.675 
General del Ambiente. 
A su vez, solicitan una anotación de litis en los registros de la Inspección General de Justicia 
y en el Registro Público de Comercio de las respectivas jurisdicciones y en el Libro de 
Accionistas de cada una de las empresas codemandadas, de manera de asegurar la 



 

percepción de las indemnizaciones en caso de resultar responsables, las acciones de 
regreso por parte del Fondo, el pago de las Tasas de Evaluación y Fiscalización y las multas 
que pudieren corresponder. 
También peticionan que se ordene al P.E.N. (Comité Ejecutor del Plan de Gestión Ambiental 
y Manejo de la Cuenca Hídirica Matanza-Riachuelo) la reanudación y continuación hasta su 
finalización del Plan de Gestión y que se establezcan plazos perentorios para que éste, a 
través del Ministerio de Salud, y otros organismos de salud de las distintas jurisdicciones 
involucradas, proyecte la realización de un relevamiento actualizado de impactos de tóxicos 
ambientales sobre la población de la cuenca, con el objeto de detectar las enfermedades 
y/o patologías que guarden una relación directa con la contaminación de la cuenca y que se 
disponga su atención médica inmediata. 
A fs. 109 y 113 vta., se corre vista, por la competencia, a este Ministerio Público. 
-II- 
Ante todo, corresponde señalar que, uno de los supuestos en que procede la competencia 
originaria de la Corte si es parte una Provincia, según el art. 117 de la Constitución 
Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en 
prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados 
con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la 
causa (Fallos: 311:1812 y 2154; 313:98 y 548; 315:448; 318:992 y 2457; 322:1470; 
323:2380 y 3279). 
En el sub lite, según se desprende de los términos de la demanda -a cuya exposición de los 
hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, de conformidad 
con el art. 41 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación-, los actores pretenden un 
resarcimiento a raíz de los daños y perjuicios sufridos, responsabilizando tanto al Estado 
Nacional, a la Provincia de Buenos Aires y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, ante el 
incumplimiento de su deber de preservación y protección ambientales, al considerar que 
éstos contribuyeron, ya sea con su acción u omisión, a la contaminación industrial de la 
Cuenca Matanza - Riachuelo, cuestión que, a mi modo de ver, reviste un manifiesto 
carácter federal, toda vez que se encuentra afectado un recurso ambiental 
interjurisdiccional. 
Así lo pienso, en tanto el art. 71, segundo párrafo, de la ley 25.675, de Política Ambiental 
Nacional, establece que "En los casos que el acto, omisión o situación generada provoque 
efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales, 
la competencia será federal" y la ley 25.688, del Régimen de Gestión Ambiental de Aguas, 
en su art. 61, puntualiza que para poder utilizar las aguas objeto de la ley se deberá contar 
con el permiso de la autoridad competente y que "En el caso de las cuencas 
interjurisdiccionales, cuando el impacto ambiental sobre alguna de las otras jurisdicciones, 
sea significativo, será vinculante la aprobación de dicha utilización por el Comité de Cuenca 
correspondiente, el que estará facultado para este acto por las distintas jurisdicciones que 
lo componen". 
En atención a lo expuesto, al ser parte una Provincia en una causa de manifiesto contenido 
federal, considero que -cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de los actores (Fallos: 
317:473; 318:30 y sus citas y 323:1716, entre otros)- el proceso corresponde a la 
competencia originaria de la Corte. 
A mayor abundamiento, es dable poner de relieve que también dicha competencia procede 
ratione personae al ser demandada una Provincia conjuntamente con el Estado Nacional. 
Ello es así, a fin de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional 
respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al 
fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental (Fallos: 
311:489 y 2725; 312:389 y 1875; 313:98 y 551; 317:746; 320:2567; 323:702 y 1110, entre 
otros). 



 

Por todo lo expuesto, opino que la causa debe tramitar ante los estrados del Tribunal. 
RICARDO O. BAUSSET.- 
  
Autos y Vistos; Considerando: 
1) Que a fs. 14/108 se presentan las diecisiete personas que se individualizan en el punto 1 
de ese escrito, ejerciendo derechos propios, y algunos de ellos también en representación 
de sus hijos menores, e inician demanda contra el Estado Nacional, la Provincia de Buenos 
Aires, el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y las cuarenta y cuatro empresas 
que allí se indican, por los daños y perjuicios que, según sostienen, se les han ocasionado, 
y acumulan a dicha acción la pretensión de que se condene a los demandados a fin de dar 
término y recomponer la situación que denuncian. 
2) Que los demandantes relatan que la cuenca del río Matanza - Riachuelo tiene una 
población de 3.000.000 de habitantes, y abarca parte de la Capital Federal y once partidos 
de la Provincia de Buenos Aires. Indican que desde el punto de vista ambiental las zonas 
más críticas de la cuenca son la portuaria del Riachuelo y aquélla altamente industrializada 
a lo largo del río, desde su desembocadura hasta las cercanías de Villa Diamante y Fiorito. 
Detallan los distintos tramos en los que aquél puede ser dividido y señalan que el que 
individualizan Csegún diversos estudios realizadosC como Tramo II, y que nace a partir de 
la desembocadura de los arroyos Cañuelas y Chacón, es receptor de importantes efluentes 
industriales con tratamiento inadecuado o inexistente. Indican que a partir de allí desciende 
bruscamente su calidad, llegando a transformarse a la altura del arroyo Santa Catalina en 
un curso de agua que, según denuncian, "se asemeja a un líquido cloacal en condiciones 
anaeróbicas". 
Señalan que entre las fuentes de contaminación del río se destacan las industrias, que en la 
mayoría de los casos vierten sin depuración al río y al suelo los líquidos que utilizan, 
conjuntamente con residuos sólidos tóxicos y peligrosos. Las empresas que desarrollan 
dichas actividades, según afirman, evidencian un estancamiento tecnológico y un estado 
ambiental deficiente. 
Manifiestan que el río en su parte media está fuertemente contaminado, pero en su parte 
inferior y zona portuaria está altamente contaminado, ya que contiene un grado muy 
elevado de metales pesados y compuestos orgánicos, con fuerte presencia de hidrocarburos 
totales y pesticidas "organoclorados". 
A todo ello se agrega la inexistencia de sistemas cloacales y la consiguiente vertiente en el 
río de los desechos correspondientes, como así también de desperdicios de todo orden 
provenientes de basurales inadecuados. 
Tal estado de cosas, según ponen de resalto en el escrito inicial, ha provocado también la 
existencia de un gran número de terrenos potencialmente contaminados, con impacto en 
las aguas subterráneas y superficiales, y en los suelos. 
3) Que en el escrito inicial, y a fin de especificar cuáles son los ítems y a cuánto asciende su 
reclamo por el resarcimiento de los daños ocasionados como consecuencia de la 
contaminación, los actores se dividen en dos grandes grupos. El primero de ellos, 
comprende a las personas que habitan en el asentamiento al que denominan "Villa 
Inflamable", situada en Dock Sud, partido de Avellaneda, Provincia de Buenos Aires; y el 
segundo, a los que individualizan como los vecinos afectados que poseerían en común la 
característica de desempeñarse como profesionales, ya sean médicos, psicólogos, 
odontólogos, enfermeros, en el Hospital Interzonal de Agudos Pedro Fiorito de la ciudad de 
Avellaneda, y que se domicilian, según se denuncia en autos, en Wilde, Avellaneda, Villa 
Domínico, y Capital Federal en el barrio de "La Boca". 
El resarcimiento que se pretende busca reparar la incapacidad sobreviniente que se alega, 
los gastos por tratamientos médicos, gastos por nueva radicación en los supuestos que 



 

específicamente indican, daño moral, daño psíquico sufrido por madres y padres y sus 
hijos, el daño futuro Ccomprensivo de los gastos que habrá que realizar, según sostienen, 
para liberar a los niños de la contaminación que portan en su organismoC, y la pérdida del 
valor locativo de los inmuebles que habitan según los casos. 
El total del reclamo asciende a la fecha de interposición de la demanda a la suma de 
5.161.500 pesos. 
4) Que otras de las pretensiones que se plasman en la demanda son el interés de que se 
resarza el daño infringido al medio ambiente y la recomposición de éste. 
Al efecto se expone que, según su postura, el art. 27 de la ley 25.675 diferencia el daño 
ambiental per se del daño a los individuos a través del ambiente; y que, en consecuencia, 
el juez debe meritar los daños perpetrados y adoptar la medidas, que también solicitan, 
teniendo en cuenta si el daño ambiental ocasionado es irreversible o no. 
De esa distinción extraen diversas consecuencias, tales como que, en el caso de los bienes 
colectivos cuya situación pueda revertirse, se fije una indemnización destinada a crear un 
fondo común de recomposición, o patrimonio de afectación, para solventar los gastos que 
irrogue llevar adelante los mecanismos antrópicos de recomposición del ecosistema, el que 
debería contribuir a sustentar los costos de las acciones de restauración que lleven a 
minimizar el daño generado. Proponen a la consideración del Tribunal que ese "fondo 
público" persiga entre sus objetivos cuidar el ambiente, velar por su protección y su 
restauración a favor del beneficiario de la fiducia que es el público en general, y contribuya 
a sustentar los costos de las acciones de la restauración que puedan minimizar el daño 
generado. Requieren que aquél se integre con fondos públicos y privados, provenientes 
estos últimos de las tasas que se impongan a los agentes demandados, sin perjuicio del 
derecho de regreso que corresponda contra el sujeto agente contaminador en el caso en 
que pueda ser identificado. 
En cuanto a los bienes dañados en forma irreversible, requieren que se fije una 
indemnización en concepto de daño moral colectivo para reparar la minoración en el goce 
que la comunidad obtenía del bien dañado, a través de una compensación que deberá 
establecer el Tribunal dada la laguna legislativa existente al respecto, y que no tendrá un 
beneficiario en particular sino la comunidad vecinal toda. 
Los interesados piden a la Corte que, una vez constituido el fondo, su administración no 
quede a cargo de los estados demandados, ya que, según manifiestan, han sido ellos los 
que han omitido proteger el bien colectivo y de esa manera han contribuido a la afectación 
por la que reclaman. 
5) Que los actores le atribuyen al daño ambiental que denuncian particularidades especiales 
y, en su mérito, requieren que en el sub lite se flexibilicen las disposiciones procesales, en 
tanto no se conculque la garantía de la defensa en juicio y el debido proceso, requiriendo 
que el Tribunal tenga una participación activa, y que no se genere un expediente de largo 
trámite que, al decir de las posiciones doctrinales que citan, no sirve a la víctima, a la 
comunidad, ni a los que habrían ocasionado el daño que denuncian. 
En ese marco, y sobre la base de considerar que la afectación al medio ambiente es 
intolerable y que puede ser irreversible, solicitan que se dicten distintas medidas cautelares, 
a cuyo efecto sostienen que resulta "una obviedad decir que la urgencia en evitar la 
actividad contaminante del medio ambiente y su incidencia directa sobre la salud de los 
actores y la población en general confluyen en el caso para dar motivación y fundamento 
suficiente a la medida innovativa y/o autosatisfactiva que se peticiona con base en esa alta 
probabilidad del derecho" (ver fs. 97); y agregan que al no haberse previsto en la 
actualidad acciones vinculadas con el saneamiento de la cuenca, existe la "elocuente 
posibilidad" de que si no se toman las medidas asegurativas que solicitan, se agrave la 
situación de los actores y del medio ambiente, y se corra el riesgo de que quienes en 



 

definitiva resulten individualizados como agentes contaminantes alteren su patrimonio o 
soliciten su concurso (ver fs. 98). 
El requerimiento efectuado en ese sentido puede ser sintetizado en: a) la creación de un 
fondo público, que tenga por fin en su momento reparar el daño ocasionado a las víctimas, 
y que durante la sustanciación del proceso permita llevar adelante acciones que busquen 
modificar la situación denunciada; b) el pedido al Poder Ejecutivo Nacional de que reanude 
y continúe hasta su finalización el Plan de Gestión Ambiental de Manejo de la Cuenca 
Hídrica Matanza - Riachuelo; c) la implementación de medidas en orden a la inmediata 
atención de la salud de la población ribereña de la cuenca; d) la anotación de litis en la 
Inspección General de Justicia, en el Registro Público de Comercio y en los Libros de 
Accionistas de cada una de las empresas codemandadas. 
6) Que en este estado de la causa corresponde al Tribunal delimitar las pretensiones con 
precisión a fin de ordenar el proceso, debiendo, a tales fines, distinguirse dos grupos. 
La primera reclamación se refiere al resarcimiento de la lesión de bienes individuales, cuyos 
legitimados activos son las personas que se detallan en el considerando primero, y que 
reclaman por el resarcimiento de los daños a las personas y al patrimonio que sufren como 
consecuencia indirecta de la agresión al ambiente (punto 6. fs. 56 vta./75). 
La segunda pretensión tiene por objeto la defensa del bien de incidencia colectiva, 
configurado por el ambiente (fs. 75/76). En este supuesto los actores reclaman como 
legitimados extraordinarios (Constitución Nacional, arts. 41, 43, y 30 de la ley 25.675) para 
la tutela de un bien colectivo, el que por su naturaleza jurídica, es de uso común, indivisible 
y está tutelado de una manera no disponible por las partes, ya que primero corresponde la 
prevención, luego la recomposición y, en ausencia de toda posibilidad, se dará lugar al 
resarcimiento (art. 28, ley citada). 
En la presente causa y tal como fue planteada la demanda, la acumulación de pretensiones 
intentada resulta inadmisible en esta jurisdicción originaria de la Corte Suprema, pues la 
adecuada ponderación de la naturaleza y objeto respectivos demuestra que no todas ellas 
corresponden a la competencia originaria prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional. 
7) Que la cláusula incorporada por la reforma de 1994 en el art. 41 de la Constitución 
Nacional, situado en un nuevo capítulo de la parte dogmática llamado "Nuevos Derechos y 
Garantías" establece que "Todos los habitantes gozan del derecho a un ambiente sano, 
equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas 
satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras; y 
tienen el deber de preservarlo. 
El daño ambiental generará prioritariamente la obligación de recomponer, según lo 
establezca la ley". 
El reconocimiento de status constitucional del derecho al goce de un ambiente sano, así 
como la expresa y típica previsión atinente a la obligación de recomponer el daño ambiental 
no configuran una mera expresión de buenos y deseables propósitos para las generaciones 
del porvenir, supeditados en su eficacia a una potestad discrecional de los poderes públicos, 
federales o provinciales, sino la precisa y positiva decisión del constituyente de 1994 de 
enumerar y jerarquizar con rango supremo a un derecho preexistente, que frente a la 
supremacía establecida en el art. 31 de la Constitución Nacional y las competencias 
regladas en el art. 116 de esta Ley Fundamental para la jurisdicción federal, sostienen la 
intervención de este fuero de naturaleza excepcional para los asuntos en que la afectación 
se extienda más allá de uno de los estados federados y se persiga la tutela que prevé la 
Carta Magna. 
Desde esta premisa estructural, pues, es que el art. 7 de la ley 25.675 prevé la 
competencia federal cuando se trata de la degradación o contaminación de recursos 
ambientales interjurisdiccionales, hipótesis que se verifica en el sub lite en la medida en 
que, por un lado, están involucradas más de una jurisdicción estatal; y en que, por el otro, 



 

dos de las pretensiones promovidas tienen en mira ese presupuesto atributivo de 
competencia la degradación o contaminación de recursos ambientales al perseguir la 
recomposición y el resarcimiento del daño de incidencia colectiva, que es el único reglado y 
alcanzado por este estatuto especial (art. 27, ley citada; causa C.1732.XL "Confederación 
General del Trabajo (C.G.T. - Consejo Directivo de la C.G.T., Regional Santiago del Estero 
c/Tucumán, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ amparo", sentencia del 20 de 
septiembre de 2005). 
En las condiciones expresadas, el carácter federal de la materia y la necesidad de conciliar 
el privilegio al fuero federal que corresponde al Estado Nacional, con la condición de 
aforada a esta jurisdicción originaria de parte del Estado provincial, la única solución que 
satisface esas prerrogativas jurisdiccionales es declarar la competencia originaria del 
Tribunal que prevé el art. 117 de la Constitución Nacional con respecto a las pretensiones 
contenidas en el punto 7 del escrito de demanda. 
8) Que esa declaración, en cambio, no se extiende a la pretensión que tiene por objeto la 
indemnización de los daños individuales que los demandantes invocan sufrir en sus 
derechos patrimoniales y extrapatrimoniales. 
En efecto, por un lado, en asuntos de esa naturaleza debe descartarse la presencia de una 
cuestión que corresponda a la competencia federal por razón de la materia (conf. causa 
V.930.XLI. "Verga, Ángela y otros c/ TAGSA S.A. y otros s/ daños y perjuicios", sentencia 
del día de la fecha). 
Desechada esa hipótesis, cabe recordar que en los pronunciamientos dictados por esta 
Corte en las causas B.2303.XL "Barreto, Alberto Damián y otra c/ Buenos Aires, Provincia de 
y otro s/ daños y perjuicios", C.4500.XLI "Contreras, Carlos Walter c/ Buenos Aires, 
Provincia de s/ daños y perjuicios" y "Zulema Galfetti de Chalbaud e Hijos Sociedad de 
Hecho c/ Santa Fe, Provincia de s/ daños y perjuicios", del 21 de marzo, del 18 de abril y 
del 9 de mayo de 2006, respectivamente, esta Corte ha tenido oportunidad de definir un 
nuevo contorno del concepto de causa civil Ca los efectos de determinar la competencia 
originaria de este Tribunal por razón de la distinta vecindad o de extranjeríaC limitándolo a 
aquellos litigios regidos exclusivamente por normas y principios de derecho privado, tanto 
en lo que concierne a la relación jurídica de que se trata como en el examen sobre la 
concurrencia de cada uno de los presupuestos de la responsabilidad patrimonial ventilada y, 
en su caso, en la determinación y valuación del daño resarcible. 
9) Que con particular referencia a los daños causados por el incumplimiento de parte de un 
Estado provincial de las atribuciones provenientes del ejercicio del poder de policía que le 
corresponde sobre bienes públicos y en materia de seguridad pública, el Tribunal afirmó en 
la causa A.820.XXXIX "Aguilar, Patricia Marcela c/ Rey y otra (Provincia de Buenos Aires)", 
sentencia del 30 de mayo de 2006, que la pretensión procesal subsume el caso, entonces, 
en un supuesto de responsabilidad extracontractual del Estado local por las consecuencias 
de su comportamiento omisivo, con indiferencia de que el deber de responder que se 
imputa se califique en la presunta "falta de servicio" en que habría incurrido un órgano de 
la provincia demandada por el cumplimiento irregular de las funciones estatales que le son 
propias con fundamento en el art. 1112 y concordantes del Código Civil (doctrina del voto 
concurrente en Fallos: 314:661); o en su carácter de titular de dominio de un bien público 
del Estado provincial destinado al uso y goce de los particulares, con fundamento en los 
arts. 2340, inc. 7, y 1113 del Código Civil (Fallos: 292:597; 315:2834; 317:144; 327:2764, 
considerando 4?; o en todo caso, que se sustente en la omisión o deficiente ejercicio del 
poder de policía de seguridad (Fallos: 312:2138 y su cita; 313:1636; 323:305, considerando 
3?; 323:318; 326:750, dictamen del señor Procurador Fiscal subrogante a cuyos 
fundamentos remitió este Tribunal; 327:2764; entre otros). 
10) Que se trata, pues, cualquiera fuese el fundamento de la responsabilidad estatal que se 
invoque, de un daño que se atribuye a la inactividad u omisión del Estado provincial cuando 
pesa sobre éste la obligación de actuar en ejercicio imperativo del poder de policía 



 

entendido en el contexto que aquí está en estudio como una "potestad pública" propia del 
estado de derecho tendiente a la protección de la vida e integridad física y patrimonial de 
los particulares. 
11) Que con tal comprensión, no se verifica en el sub lite el recaudo de causa civil exigido 
por el art. 24, inc. 1?, del decreto-ley 1285/58 para dar lugar a la competencia originaria de 
este Tribunal reglada por el art. 117 de la Constitución Nacional, cuando una provincia es 
demandada por un extranjero o por vecinos de otra provincia. 
No obsta a la conclusión alcanzada la circunstancia de que en estas actuaciones la 
pretensión comprenda como sujetos pasivos, también, al Estado Nacional y a la ciudad de 
Buenos Aires, pues el privilegio federal del primero está satisfecho con la intervención de 
los tribunales inferiores de la Nación (art. 116 de la Constitución Nacional; arts. 2, inc. 6?, y 
12, ley 48; art. 111, inc. 5?, ley 1893); y en cuanto a la segunda, porque con arreglo a la 
doctrina establecida en los precedentes de Fallos: 322:2859, 323:1199 y 323:3991 no es 
una provincia argentina y, en consecuencia, no le corresponde la instancia originaria del 
Tribunal. 
Ello es así pues los miembros del Tribunal que suscriben esta decisión consideran que debe 
abandonarse el supuesto de competencia originaria de esta Corte reconocido a partir del 
caso "Celina Centurión de Vedoya c/ Provincia de Misiones", sentencia del 7 de abril de 
1983, registrada en Fallos: 305:441.  
Razones de trascendencia institucional como las que dieron lugar a los precedentes 
I.349.XXXIX "Itzcovich, Mabel c/ ANSeS s/ reajustes varios", en que se declaró la 
inconstitucionalidad del recurso ordinario que contemplaba el art. 19 de la ley 24.463, y 
B.2303.XL "Barreto, Alberto Damián y otra c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ daños y 
perjuicios", sentencias del 29 de marzo de 2005 y 21 de marzo de 2006, justifican para 
situaciones como la presente que esta Corte utilice un riguroso criterio hermenéutico de los 
supuestos que dan lugar a su competencia originaria y, de este modo, llevar a cabo una 
profundización de su firme y enfática decisión destinada a preservar sus limitados recursos 
humanos y materiales para el fiel ejercicio de su jurisdicción constitucional más eminente y, 
desde esta premisa estructural, dejar de lado todos aquellos supuestos en que al amparo 
de una regla interpretativa diversa de la enunciada o de entronizar a principios 
infraconstitucionales por sobre el inequívoco carácter de excepción y restringido que 
impone el art. 117 de la Constitución Nacional, se asumió una intervención que corresponde 
que sea declinada. 
12) Que en situaciones como la ventilada en el sub lite y en el precedente del año 1983 del 
cual se aparta el presente, no está en tela de juicio que ninguna de las cuatro partes es 
aforada ante la jurisdicción originaria del Tribunal, en los términos expresados. Son 
demandadas una provincia, una ciudad autónoma y el Estado Nacional por personas que 
son vecinos de otro estado y en algunos casos de la misma provincia que reclaman la 
indemnización de daños que habrían sufrido en sus personas y en sus bienes a título 
individual, en una causa que no es de naturaleza civil según lo expresado en los 
considerandos 9, 10 y 11, ni predominantemente federal a diferencia de la calificada por la 
materia en el considerando 8. De haber sido emplazadas por las demandantes en forma 
autónoma, a éstos ni a ninguna de aquéllas le hubiese correspondido ventilar este asunto 
ante la jurisdicción originaria que contempla el art. 117 de la Constitución Nacional, pues no 
se verifica ninguna de las seis situaciones que, con sustento en la doctrina del Tribunal, 
prevé aquella disposición. 
Si todo ello es indiscutiblemente así, por las personas y por la materia, no hay razones 
suficientes para que el Tribunal tome intervención sobre la base de una acumulación 
subjetiva de pretensiones como la promovida por los demandantes, en ejercicio de una 
facultad de carácter discrecional por la cual, mediante una respetable estrategia procesal, 
han optado por agrupar en un solo proceso a todos los estados que consideran 



 

responsables comunes de los daños cuyo resarcimiento persiguen y, de este modo, generar 
un supuesto de competencia originaria. 
13) Que si como ha sido subrayado en los precedentes citados para recordar una clásica 
expresión utilizada por el tribunal desde el caso "Eduardo Sojo" del 22 de septiembre de 
1887 (Fallos: 32:120) hasta los pronunciamientos más recientes, la raíz constitucional de la 
competencia de que se trata impide insuperablemente el reconocimiento de que pueda ser 
ampliada por persona ni poder alguno, dicha formulación sería un vano recurso retórico 
desprovisto de sustancia si se aceptara que unas personas, las damnificadas, mediante la 
utilización de un reconocido y útil instrumento procesal como es el litisconsorcio pasivo o la 
actuación obligada de terceros, tengan bajo su potestad exclusiva, bajo su único y solo 
arbitrio, generar una competencia de excepción que jamás hubieran obtenido de haber 
demandado separadamente a cada una de las agencias estatales sindicadas como 
responsables, pues ninguna de ellas es aforada ante este estrado exclusivamente 
constitucional para asuntos en que se controvierten materias como las que dan lugar a 
estas pretensiones resarcitorias. 
14) Que esta Corte no ignora ni retacea las consecuencias que se derivan de institutos de 
índole procesal de comprobada eficacia como los concernientes al litisconsorcio, a la 
intervención de terceros y, en general, a los procesos con pluralidad de partes legitimadas a 
fin de extender los efectos de las sentencias que se dicten. 
Mas tan importantes y defendibles razones de economía procesal que apuntan a evitar la 
duplicidad de pleitos y, en ciertos casos, el escándalo jurídico, se desvanecen desde su 
matriz cuando pretenden sostener un desarrollo argumentativo de fuente infraconstitucional 
para sortear una nítida restricción que reconoce su origen en la Ley Fundamental (Fallos: 
189:121 y su cita), con la llamativa conclusión, correspondiente antes a los teoremas 
matemáticos que a una ciencia del derecho, que mediante una fórmula de razonamiento 
que al sumar tres elementos negativos Cpor carecer por si solos de aptitud para obtener un 
resultado como son las pretensiones individualmente deducidas contra cada uno de los tres 
estados no aforados obtiene un resultado positivo.  
Y no debe olvidarse que un examen como el que se viene llevando a cabo, además de 
hacer pie en el rigor de los razonamientos lógicos, tiene por objeto mantener la racionalidad 
de la agenda de casos que debe examinar y sentenciar este Tribunal así como de no 
entorpecer el responsable ejercicio de las atribuciones constitucionales que la Ley Suprema 
ha encomendado a este Cuerpo en los asuntos que corresponden a su jurisdicción más 
eminente, como intérprete final de aquélla, como guardián último de las garantías 
superiores de las personas y como partícipe en el proceso republicano de gobierno. 
15) Que, por lo demás, no deben soslayarse otras dos razones de peso que autorizan a 
excluir supuestos como el presente, y de análoga construcción argumental más allá de la 
vía procesal seguida, de la competencia originaria del Tribunal. 
Por un lado, que preserva la debida coherencia con otra situación en que a pesar de la 
substancial semejanza que guardaba con el presente, el Tribunal en cambio mantuvo 
inalterada su decisión de no intervenir y continuó inhibiéndose de conocer, que es aquella 
en que se verifica un litisconsorcio activo demandando a una provincia y en la cual con 
apoyo en el art. 10 de la ley 48 siempre se exigió, y se continuó haciéndolo desde 1983, la 
distinta vecindad o extranjería de todos los litisconsortes, a pesar de que las importantes y 
buenas razones de economía procesal, de preservar la unidad de la causa y de evitar el 
escándalo jurídico se verificaban con igual alcance y riesgo en esta clase de procesos. 
Por el otro, y todavía con mayor trascendencia, que de este modo se evitará que el Tribunal 
se entrometa en cuestiones que no configuran una causa civil sino en numerosa cantidad 
de casos de derecho público local en los términos señalados, preservando para los estados 
provinciales el conocimiento de asuntos de esa naturaleza y, con esta comprensión, el fiel 



 

respeto de sus autonomías locales que les asegura el sistema federal adoptado por nuestra 
Constitución Nacional. 
16) Que en las condiciones expresadas la acumulación subjetiva postulada en la demanda 
no configura ninguno de los supuestos que el art. 117 de la Constitución Nacional atribuye 
a la competencia originaria y exclusiva de esta Corte, por lo que las reclamaciones 
individuales de esta naturaleza deberán ser reformuladas por los demandantes ante los 
tribunales que resultaren competentes; cuya determinación surgirá según que se 
demandare al Estado Nacional, a quien únicamente corresponde litigar ante la jurisdicción 
federal (art. 116 de la Constitución Nacional; ley 48, arts. 2, inc. 6, y 12; ley 1893, art. 111, 
inc. 5, o al Estado provincial que en esta materia que versa sobre aspectos del derecho 
público provincial sólo puede ser demandado, con arreglo a lo dispuesto en los arts. 121, 
122 y 124 de la Constitución Nacional, ante sus propios tribunales locales (Fallos: 318:992). 
La duplicidad de actuaciones a que dará lugar el retorno a este criterio tradicional del 
Tribunal o la posibilidad de que tratándose de varios juicios se dicten resoluciones 
contradictorias, ha sido sabiamente anticipado, considerado y definido por esta Corte en el 
citado precedente de Fallos: 189:121, al subrayar que esas circunstancias no son causa 
bastante para alterar las reglas de jurisdicción dado que ese inconveniente deriva del 
régimen institucional adoptado por la misma Constitución, que hace posible esa diversidad 
de pronunciamiento. No hay dudas, pues, de que la indiscutida raigambre constitucional de 
la competencia originaria y exclusiva de esta Corte impide ampliar su rígido contenido con 
fundamento en reglas funcionales de orden procedimental, que, inclusive, ceden en ciertos 
supuestos por voluntad del propio legislador (art. 188, incs. 1? a 4? del Código Procesal 
Civil y Comercial de la Nación). 
17) Que más allá de lo expresado, cabe señalar con respecto a dicha pretensión que, si 
bien, eventualmente, podrían ser calificados como intereses individuales homogéneos, en 
razón de que podría haber un solo hecho ilícito que cause lesiones diferenciadas a los 
sujetos peticionantes, ello no surge de la demanda, en la medida en que, por el contrario, 
menciona diferentes supuestos de causación. 
Por otra parte, la demanda no contiene una descripción precisa que permita relacionar el 
nexo causal que existiría entre el daño sufrido por cada uno de los actores y cada una de 
las empresas demandadas y tampoco existe una adecuada descripción de los grados de 
incapacidad de cada uno de los demandantes, así como de la entidad de las lesiones 
sufridas en sus patrimonios como en sus personas; todo ello obsta a su acumulación en un 
solo proceso. 
18) Que en virtud de lo expresado, la presente causa tendrá por objeto exclusivo la tutela 
del bien colectivo. En tal sentido, tiene una prioridad absoluta la prevención del daño 
futuro, ya que según se alega en el presente se trata de actos continuados que seguirán 
produciendo contaminación. En segundo lugar, debe perseguirse la recomposición de la 
polución ambiental ya causada conforme a los mecanismos que la ley prevé, y finalmente, 
para el supuesto de daños irreversibles, se tratará del resarcimiento. 
La tutela del ambiente importa el cumplimiento de los deberes que cada uno de los 
ciudadanos tienen respecto del cuidado de los ríos, de la diversidad de la flora y la fauna, 
de los suelos colindantes, de la atmósfera. Estos deberes son el correlato que esos mismos 
ciudadanos tienen a disfrutar de un ambiente sano, para sí y para las generaciones futuras, 
porque el daño que un individuo causa al bien colectivo se lo está causando a sí mismo. La 
mejora o degradación del ambiente beneficia o perjudica a toda la población, porque es un 
bien que pertenece a la esfera social y transindividual, y de allí deriva la particular energía 
con que los jueces deben actuar para hacer efectivos estos mandatos constitucionales. 
19) Que para la prosecución de estos objetos procesales, no existe la información 
adecuada, ya que la demanda no ilustra al tribunal aspectos esenciales sobre la cuestión 
litigiosa. El escrito introductorio tampoco se basa en estudios actualizados, ya que se remite 



 

a publicaciones periodísticas o a informes presentados por diversos organismos hace varios 
años. En cuanto al bien que la demanda denomina "reversible", se pretende la creación de 
un fondo público que ascienda, como mínimo, a quinientos millones de dólares, para 
atender a la recomposición del ambiente y la satisfacción de las indemnizaciones. Sin 
embargo, no se aporta ningún elemento serio que permita fundar esa decisión por parte de 
esta Corte Suprema. En cuanto al bien que denomina "irreversible" las demandantes 
peticionan el pago de una suma de dinero en concepto de daño moral colectivo. Se 
pretende darle una finalidad satisfactiva y se pide una obra que implique un disfrute para la 
comunidad, pero no se aporta ningún elemento que permita identificar cuál sería esa obra y 
cuáles sus beneficios satisfactivos. 
20) Que con arreglo a lo expresado en los considerandos anteriores, corresponde hacer uso 
de las facultades ordenatorias e instructorias que la ley confiere al Tribunal (art. 32, ley 
25.675), a fin de proteger efectivamente el interés general. 
Por ello se resuelve:  
I. No hacer lugar a la acumulación objetiva de pretensiones según el alcance precisado en 
el considerando 6. 
II. Declarar la competencia originaria del Tribunal con respecto a las pretensiones 
concernientes a la prevención, recomposición y el resarcimiento del daño colectivo 
individualizadas en el punto 7 del escrito de demanda. 
III. Declarar la incompetencia de esta Corte para conocer en su instancia originaria con 
respecto a la demanda por el resarcimiento de los daños y perjuicios individuales 
reclamados en el punto 6. del escrito de demanda. 
IV. Requerir a las empresas demandadas para que en el plazo de treinta días informen 
sobre los siguientes puntos 1. Líquidos que arrojan al río, su volumen, cantidad y 
descripción. 2. Si existen sistemas de tratamiento de los residuos; 3. Si tienen seguros 
contratados en los términos del art. 22 de la ley 25.675. (art. 22: Toda persona física o 
jurídica, pública o privada, que realice actividades riesgosas para el ambiente, los 
ecosistemas y sus elementos constitutivos, deberá contratar un seguro de cobertura con 
entidad suficiente para garantizar el financiamiento de la recomposición del daño que en su 
tipo pudiere producir; asimismo, según el caso y las posibilidades, podrá integrar un fondo 
de restauración ambiental que posibilite la instrumentación de acciones de reparación". 
V. Requerir al Estado Nacional, a la Provincia de Buenos Aires, a la ciudad de Buenos Aires 
y al Cofema para que en el plazo de treinta días y en los términos de la ley 25.675: 
Presenten un plan integrado (art. 5: Los distintos niveles de gobierno integrarán en todas 
sus decisiones y actividades previsiones de carácter ambiental, tendientes a asegurar el 
cumplimiento de los principios enunciados en la presente ley" basado en el principio de 
progresividad (art. 4) el que prevé que los objetivos ambientales deberán ser logrados en 
forma gradual, a través de metas interinas y finales proyectadas en un cronograma 
temporal. Dicho plan deberá contemplar: 
1. Un ordenamiento ambiental del territorio (arts. 8, 9 y 10). 
2. El control sobre el desarrollo de las actividades antrópicas (art. 10) "teniendo en cuenta 
los aspectos políticos, físicos, sociales, tecnológicos, culturales, económicos, jurídicos y 
ecológicos de la realidad local, regional y nacional, deberá asegurar el uso ambientalmente 
adecuado de los recursos ambientales, posibilitar la máxima producción y utilización de los 
diferentes ecosistemas, garantizar la mínima degradación y desaprovechamiento y, 
promover la participación social en las decisiones fundamentales del desarrollo 
sustentable". 
3. Estudio de impacto ambiental de las cuarenta y cuatro empresas involucradas, y si no los 
tuviera, los requerirá en forma inmediata.  



 

4. Un programa de educación ambiental (art. 14: La educación ambiental constituye el 
instrumento básico para generar en los ciudadanos, valores, comportamientos y actitudes 
que sean acordes con un ambiente equilibrado, propendan a la preservación de los recursos 
naturales y su utilización sostenible, y mejoren la calidad de vida de la población). 
5. Un programa de información ambiental pública a todo el que la requiera, especialmente 
los ciudadanos del área territorial involucrada (art. 16: "Las personas físicas y jurídicas, 
públicas o privadas, deberán proporcionar la información que esté relacionada con la 
calidad ambiental y referida a las actividades que desarrollan. Todo habitante podrá obtener 
de las autoridades la información ambiental que administren y que no se encuentre 
contemplada legalmente como reservada." (art. 18: "Las autoridades serán responsables de 
informar sobre el estado del ambiente y los posibles efectos que sobre el puedan provocar 
las actividades antrópicas actuales y proyectadas. El Poder Ejecutivo, a través de los 
organismos competentes, elaborará un informe anual sobre la situación ambiental del país 
que presentará al Congreso de la Nación. El referido informe contendrá un análisis y 
evaluación sobre el estado de la sustentabilidad ambiental en lo ecológico, económico, 
social y cultural de todo el territorio nacional". 
VI. Convocar a una audiencia pública a realizarse en la sede de esta Corte el día 5 de 
septiembre de 2006 a las once, en la cual las partes deberán informar en forma oral y 
pública al Tribunal sobre el contenido de lo solicitado en el punto anterior. 
VII. Hacer saber a la actora que deberá aportar a su escrito de demanda, en el plazo de 
treinta días, la información requerida según el alcance establecido en el considerando 19. 
VIII. Diferir hasta que se cumpla con el recaudo señalado y la celebración de la audiencia el 
tratamiento y decisión de las medidas cautelares requeridas. 
IX. Hacer saber a las demandadas que la información requerida en los puntos precedentes 
deberán acompañarla también en soporte informático. Notifíquese. ENRIQUE SANTIAGO 
PETRACCHI - ELENA I. HIGHTON de NOLASCO - CARLOS S. FAYT (según su voto) - JUAN 
CARLOS MAQUEDA - RICARDO LUIS LORENZETTI - CARMEN M. ARGIBAY. 
  
VOTO DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON CARLOS S. FAYT 
Considerando: 
Que el infrascripto coincide con los considerandos del 1 al 7 del proyecto de la mayoría. 
Considerando: 
8) Que esa declaración no comprende a la pretensión que tiene por objeto la indemnización 
de los daños individuales que los demandantes invocan sufrir en sus derechos patrimoniales 
y extrapatrimioniales. 
Ello es así porque en el caso se encuentra en juego el poder de policía de salubridad o 
medio ambiente, al que resultan aplicables idénticas conclusiones que las expuestas por 
este Tribunal en materia del nacimiento de responsabilidad por el ejercicio del poder de 
policía de seguridad. 
En consecuencia, el ejercicio aun deficiente de ese poder de policía que corresponde al 
Estado o, en su caso, a las provincias, no resulta suficiente para atribuirle responsabilidad 
en un evento en el cual ninguno de sus órganos o dependencias tuvo participación, toda 
vez que no parece razonable pretender que su responsabilidad general en orden a la 
prevención de los delitos pueda llegar a involucrarlo a tal extremo en las consecuencias 
dañosas que ellos produzcan con motivo de hechos extraños a su intervención directa 
(Fallos: 312:2138; causa C.712.XL. "Córdoba, Ramona Ana Remigia y otro c/ Buenos Aires, 
Provincia de s/ beneficio de litigar sin gastos", del 22 de marzo de 2005 y sus citas.  



 

9) Que ello excluye el carácter de parte sustancial de los estados demandados en este 
aspecto del reclamo, lo que determina que este último sea ajeno a la competencia 
originaria del Tribunal (Fallos: 316:604, entre muchísimos otros). 
10) Que en virtud de lo expresado, la presente causa tendrá por objeto exclusivo la tutela 
del bien colectivo. En tal sentido, tiene una prioridad absoluta la prevención del daño 
futuro, ya que según se alega en el presente se trata de actos continuados que seguirán 
produciendo contaminación. En segundo lugar, debe perseguirse la recomposición de la 
polución ambiental ya causada conforme a los mecanismos que la ley prevé, y finalmente, 
para el supuesto de daños irreversibles, se tratará del resarcimiento. 
La tutela del ambiente importa el cumplimiento de los deberes que cada uno de los 
ciudadanos tienen respecto del cuidado de los ríos, de la diversidad de la flora y la fauna, 
de los suelos colindantes, de la atmósfera. Estos deberes son el correlato que esos mismos 
ciudadanos tienen a disfrutar de un ambiente sano, para sí y para las generaciones futuras, 
porque el daño que un individuo causa al bien colectivo se lo está causando a sí mismo. La 
mejora o degradación del ambiente beneficia o perjudica a toda la población, porque es un 
bien que pertenece a la esfera social y transindividual, y de allí deriva la particular energía 
con que los jueces deben actuar para hacer efectivos estos mandatos constitucionales. 
11) Que para la prosecución de estos objetos procesales, no existe la información 
adecuada, ya que la demanda no informa al tribunal aspectos esenciales sobre la cuestión 
litigiosa. El escrito introductorio tampoco se basa en estudios actualizados, ya que se remite 
a publicaciones periodísticas o a informes presentados por diversos organismos hace varios 
años. En cuanto al bien que la demanda denomina "reversible", se pretende la creación de 
un fondo público que ascienda, como mínimo, a quinientos millones de dólares, para 
atender a la recomposición del ambiente y la satisfacción de las indemnizaciones. Sin 
embargo, no se aporta ningún elemento serio que permita fundar esa decisión por parte de 
esta Corte Suprema. En cuanto al bien que denomina "irreversible" las demandantes 
peticionan el pago de una suma de dinero en concepto de daño moral colectivo. Se 
pretende darle una finalidad satisfactiva y se pide una obra que implique un disfrute para la 
comunidad, pero no se aporta ningún elemento que permita identificar cuál sería esa obra y 
cuáles sus beneficios satisfactivos. 
12) Que con arreglo a lo expresado en los considerandos anteriores, corresponde hacer uso 
de las facultades ordenatorias e instructorias que la ley confiere al Tribunal (art. 32, ley 
25.675), a fin de proteger efectivamente el interés general. 
Por ello se resuelve:  
I. No hacer lugar a la acumulación objetiva de pretensiones según el alcance precisado en 
el considerando 6. 
II. Declarar la competencia originaria del Tribunal con respecto a las pretensiones 
concernientes a la prevención, recomposición y el resarcimiento del daño colectivo 
individualizadas en el punto 7 del escrito de demanda. 
III. Declarar la incompetencia de esta Corte para conocer en su instancia originaria con 
respecto a la demanda por el resarcimiento de los daños y perjuicios individuales 
reclamados en el punto 6. del escrito de demanda. 
IV. Requerir a las empresas demandadas para que en el plazo de treinta días informen 
sobre los siguientes puntos  
1. Líquidos que arrojan al río, su volumen, cantidad y descripción. 
2. Si existen sistemas de tratamiento de los residuos;  
3. Si tienen seguros contratados en los términos del art. 22 de la ley 25.675. (art. 22: Toda 
persona física o jurídica, pública o privada, que realice actividades riesgosas para el 
ambiente, los ecosistemas y sus elementos constitutivos, deberá contratar un seguro de 
cobertura con entidad suficiente para garantizar el financiamiento de la recomposición del 



 

daño que en su tipo pudiere producir; asimismo, según el caso y las posibilidades, podrá 
integrar un fondo de restauración ambiental que posibilite la instrumentación de acciones 
de reparación". 
V. Requerir al Estado Nacional, a la Provincia de Buenos Aires, a la ciudad de Buenos Aires 
y al Cofema para que en el plazo de treinta días y en los términos de la ley 25.675: 
Presenten un plan integrado (art. 5: Los distintos niveles de gobierno integrarán en todas 
sus decisiones y actividades previsiones de carácter ambiental, tendientes a asegurar el 
cumplimiento de los principios enunciados en la presente ley" basado en el principio de 
progresividad (art. 4) el que prevé que los objetivos ambientales deberán ser logrados en 
forma gradual, a través de metas interinas y finales proyectadas en un cronograma 
temporal. Dicho plan deberá contemplar: 
1. Un ordenamiento ambiental del territorio (arts. 8, 9 y 10). 
2. El control sobre el desarrollo de las actividades antrópicas (art. 10) "teniendo en cuenta 
los aspectos políticos, físicos, sociales, tecnológicos, culturales, económicos, jurídicos y 
ecológicos de la realidad local, regional y nacional, deberá asegurar el uso ambientalmente 
adecuado de los recursos ambientales, posibilitar la máxima producción y utilización de los 
diferentes ecosistemas, garantizar la mínima degradación y desaprovechamiento y, 
promover la participación social en las decisiones fundamentales del desarrollo 
sustentable". 
3. Estudio de impacto ambiental de las cuarenta y cuatro empresas involucradas, y si no los 
tuviera, los requerirá en forma inmediata. 
4. Un programa de educación ambiental (art. 14: La educación ambiental constituye el 
instrumento básico para generar en los ciudadanos, valores, comportamientos y actitudes 
que sean acordes con un ambiente equilibrado, propendan a la preservación de los recursos 
naturales y su utilización sostenible, y mejoren la calidad de vida de la población). 
5. Un programa de información ambiental pública a todo el que la requiera, especialmente 
los ciudadanos del área territorial involucrada (art. 16: "Las personas físicas y jurídicas, 
públicas o privadas, deberán proporcionar la información que esté relacionada con la 
calidad ambiental y referida a las actividades que desarrollan. Todo habitante podrá obtener 
de las autoridades la información ambiental que administren y que no se encuentre 
contemplada legalmente como reservada." (art. 18: "Las autoridades serán responsables de 
informar sobre el estado del ambiente y los posibles efectos que sobre el puedan provocar 
las actividades antrópicas actuales y proyectadas. El Poder Ejecutivo, a través de los 
organismos competentes, elaborará un informe anual sobre la situación ambiental del país 
que presentará al Congreso de la Nación. El referido informe contendrá un análisis y 
evaluación sobre el estado de la sustentabilidad ambiental en lo ecológico, económico, 
social y cultural de todo el territorio nacional". 
VI. Convocar a una audiencia pública a realizarse en la sede de esta Corte el día 5 de 
septiembre de 2006 a las once, en la cual las partes deberán informar en forma oral y 
pública al Tribunal sobre el contenido de lo solicitado en el punto anterior. 
VII. Hacer saber a la actora que deberá aportar a su escrito de demanda, en el plazo de 
treinta días, la información requerida según el alcance establecido en el considerando 11. 
VIII. Diferir hasta que se cumpla con el recaudo señalado y la celebración de la audiencia el 
tratamiento y decisión de las medidas cautelares requeridas. 
IX. Hacer saber a las demandadas que la información requerida en los puntos precedentes 
deberán acompañarla también en soporte informático. Notifíquese. CARLOS S. FAYT. 
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RECURSO DE HECHO
Martínez, Sergio Raúl c/ Agua Rica LLC Suco
Argentina y su propietaria Yamana Gold Inc. y
otros 5/ acción de amparo.

Buenos Aires, '2 de IlI~rZD de :<1011'0,

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora
en la causa Martínez, Sergio Raúl cl Agua Rica LLC Suco Argenti-
na y su propietaria Yamana Gold Inc. y otros si acción de ampa-
ro", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

1°) Que un grupo de vecinos domiciliados en el muni-
cipio de Andalgalá, Provincia de Catamarca, dedujo acción de am-
paro contra la mencionada provincia, la empresa Minera Agua Rica
LLC Sucursal Argentina, Yamana Gold Inc. y el citado municipio,
con el objeto de obtener la suspensión de todo trabajo de insta-
lación, transporte, construcción o preparación destinado a la
explotación de las Minas de Agua Rica, ubicadas en los nevados
del Aconquija, así como el cese definitivo de dicho emprendi-
miento, por lesionar los derechos a un medio ambiente sano y
equilibrado, a la salud, a la vida, a la integridad física y a
la propiedad de los accionantes y de todos los habitantes de la
región. Asimismo planteó la inconsti tucionalidad de toda ley,
decreto, resolución u ordenanza que fuera fundamento de la auto-
rización para el emprendimiento citado (fs. 2/23 de los autos
principales) .

Concretamente, solicitó la declaración de nulidad de
la resolución 35/09 de la Secretaría de Estado de Minería de la
Provincia de Catamarca, mediante la cual se emitió la Declara-
ción de Impacto Ambiental en forma condicionada.
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La parte actora señaló que el enclave del proyecto
tiene una importancia vital, toda vez que allí se encuentran las
fuentes de numerosos cursos de agua que irrigan los territorios
más bajos, y que aportan su caudal para la supervivencia de la
ciudad de Andalgalá y de los pueblos cercanos, así como para las
actividades agrícolas que se desarrollan en la región. Afirmó
que, además de los cursos de agua comprendidos dentro del área
de minas del proyecto, la explotación prevé utilizar aguas sub-
terráneas, de modo que tanto el uso de este tipo de aguas como
el de las superficiales se verán afectadas, ya sea por el empleo
de un volumen masivo de agua para la explotación como por la ge-
neración de desechos contaminantes , lixiviados y posibles fil-
traciones.

Alegó que la metodología de la explotación implica la
detonación diaria de toneladas de explosivos, así como el tritu-
rado de roca, con el consiguiente impacto derivado de las vibra-
ciones, el ruido y la dispersión de partículas en la atmósfera,
afectando la calidad del aire y llevando la contaminación at-
mosférica -por acción de los vientos- a una extensa área super-
ficial. Explicó que el proyecto aludido responde a un modelo de
"megaexplotación metalífera de fuerte impacto", pues se desarro-
lla como método extracti va destinado a apropiarse de minerales
remanentes ubicados en distintos puntos del planeta en un estado
de diseminación y en partículas dispersas en las rocas montaño-
sas, por lo cual es imposible extraerlos por los medios tradi-
cionales.

Afirmó que las autoridades municipales de Andalgalá
encomendaron a la Universidad Nacional de Tucumán la realización
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¿
de un "Análisis del informe de impacto ambiental de la Mina Agua
Rica", el que fue confeccionado en 2008. Según indicaron, de ese
informe pueden extraerse las siguientes conclusiones: a) el pro-
yecto genera riesgo de avalanchas, derrumbes o deslizamientos
que pueden afectar la ciudad de Andalgalá, dado que el área de
mina presenta una topografía escarpada en la cabecera de cuenca
del Río Andalgalá y que hay disponibilidad de sedimentos, llu-
vias y posibles sismos; b) la escombrera que se prevé utilizar
(de Melcho) no reúne las condiciones de seguridad suficientes
para este tipo de eventos catastróficos; c) en el mediano o lar-
go plazo puede ocurrir la migración de lixiviados y un avance
progresivo de la pluma de contaminación hacia los niveles de
acuíferos subterráneos, con contaminación no remediable; d) el
emplazamiento elegido para la escombrera y cola en el Valle de
Cazadero permitirá la filtración de agua de escurrimiento super-
ficial y no superficial hacia las colas y en la presa de salida
la filtración de agua ácida y lixiviados de metales en la posi-
ción de cierre y hacia el Campo Arenal, con peligro de filtra-
ciones laterales y en el subsuelo; e) el plazo de monitoreo pos-
terior al cierre de la mina previsto en el proyecto es breve da-
do que las colas dejarán un pasivo ambiental que quedará por ge-
neraciones; f) existe riesgo de que la pluma: de contaminación
afecte en el futuro mediato las aguas subterráneas del Campo
Arenal; g) la extracción de aguas subterráneas en Campo Arenal
provocará un importante impacto en su disponibilidad incidiendo
en la accesibilidad al recurso en el área por un período de va-
rios cientos de años; h) en distintas etapas del proyecto se
prevén concentraciones de diversos elementos contaminantes en el
agua superficial que superan la media de la línea de base y los
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valores guía de la legislación argentina; i) la calidad del agua
subterránea en el Campo Arenal se verá afectada por el drenaje
ácido de roca y lixiviación de metales de la roca estéril y de
las colas secas, efectos que se pueden extender a los recursos
acuáticos y a la vida silvestre; j) la ejecución del proyecto
producirá también afectación del aire, ruidos y vibraciones en
el área durante 25 o 30 años, y tendrá un impacto visual que
afectará el valor paisajístico de la zona.,

Agregó que la propia Secretaría de Estado de Minería
de la Provincia de Catamarca advirtió la existencia de estos
problemas al aprobar, por la resolución 35/09, el Informe de Im-
pacto Ambiental presentado por la sociedad Minera Agua Rica LLC.
Al respecto, sostuvo que dicho acto es ilegítimo, pues la norma-
tiva aplicable (arts. 251, 254 Y concordante s del Código de Mi-
nería y 41 de la Constitución Nacional) no prevé la posibilidad
de que se apruebe el Informe de Impacto Ambiental bajo la condi-
ción de que, en forma previa a iniciar los trabajos, la empresa
minera resuelva las objeciones y observaciones formuladas por la
autoridad administrativa. Indicó, asimismo, que la mencionada
resolución fue impugnada por "vecinos" que plantearon su nulidad
en sede administrativa.

Por último, advirtió la grave afectación a la salud
que el desarrollo de un nuevo emprendimiento minero ubicado en
las cercanías del municipio de Andalgalá traería aparejado a la
comunidad. En ese sentido, destacó que en los últimos cinco
años, profesionales médicos locales asociaron el incremento de
diversas enfermedades -entre ellas cáncer, enfermedades respira-
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torias y esclerosis múltiple-con la explotación minera a cielo
abierto.

2 o) Que el Juzgado de Control de Garantías -2 a cir-
cunscripción judicial- de la Provincia de Catamarca declaró for-
malmente admisible la acción de amparo deducida por los actores
y requirió la presentación de informes circunstanciados a dis-
tintos organismos del Poder Ejecutivo de la Provincia de Cata-
marca, como la Secretaría de Estado de Minería, el Ministerio de
Salud y la Secretaría de Ambiente; así como al Poder Legislativo
local, a la empresa Agua Rica y a la Municipalidad de Andalgalá
(fs. 70/75).

Con posterioridad, el magistrado resolvió declarar la
inadmisibilidad de la acción con fundamento en la necesidad de
mayor debate y prueba para la dilucidación del objeto discutido
(fs. 388/411). Dicha decisión fue confirmada por la Cámara de
Apelación en lo Civil, Comercial, de Minas y del Trabajo de Se-
gunda Nominación, que sostuvo que la materia debatida merece ser
tratada "en otra acción que habilite una mayor amplitud probato-
ria..." y que en el caso existían "previas vías paralelas adminis-
trativas pendientes ..." (fs. 572/576).

Contra dicho pronunciamiento, la actora interpuso re~
curso de casación ante la Corte de Justicia de la Provincia de
Catamarca, el que fue declarado inadmisible por no cumplir con
el requisito de sentencia definitiva exigido por la ley procesal
local. Para así decidir, el Superior Tribunal señaló que tanto
la sentencia de primera instancia como la de la Cámara de Apela-
ciones se circunscribieron a resolver sobre la viabilidad formal
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del amparo, llegando a la conclusión que la cuestión sometida a
decisión no es susceptible de resolverse mediante la acción in-
tentada.

Disconforme con tal decisión, la actora interpuso re-
curso extraordinario federal (fs. 21/42 del expediente 44/2012
del registro de la Corte de Justicia provincial), cuya denega-
ción dio origen a la queja bajo examen.

3 0) Que la apelante señala, en primer lugar, que la
sentencia recurrida es equiparable a definitiva en tanto le oca-
siona un perjuicio de tardía o muy dificultosa reparación ulte-
rior, dado que mantiene en pie la amenaza de la instalación del
emprendimiento destinado a la explotación minera, aprobado de
manera irregular por la autoridad provincial. Afirma, concreta-
mente, que la demandada comenzó la ejecución de obras y que
existe peligro de daño ambiental inminente para el pueblo de An-
dalgalá.

En segundo lugar, asevera que el pronunciamiento re-
currido es arbitrario -entre otros fundamentos y en lo que re-
sulta pertinente señalar para la resolución del caso sub exami-
ne- porque omite considerar planteos conducentes, como la ilegí-
tima aprobación del "Informe de Impacto Ambiental" presentado
por la demandada para la fase de explotación del proyecto que se
hizo en forma condicional y sin participación ciudadana.

4°) Que el recurso extraordinario resulta formalmente
admisible pues, si bien es cierto que a efectos de habilitar la
instancia extraordinaria aquel debe dirigirse contra una senten-
cia defini tiva o equiparable a tal, calidad de la que carecen
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-en principio- las que rechazan la acción de amparo pero dejan
subsistente el acceso a la revisión judicial a través de la ins-
tancia ordinaria (Fallos: 311:1357; 330:4606), esta Corte ha
sostenido que ello no obsta para admitir la procedencia del re-
curso federal cuando. lo resuelto causa un agravio de difícil o
imposible
326:3180).

reparación ulterior (Fallos: 320:1789; 322:3008;

En el caso, concurren las circunstancias excepciona-
les que permiten superar dicho óbice formal, pues de las cons-
tancias de la causa, especialmente, de la resolución 35/09 de la
Secretaría de Estado de Minería de la Provincia de Catamarca, se
desprende que la medida dispuesta es susceptible de producir un
agravio al medio ambiente que, por su magnitud y circunstancias
de hecho, puede ser de tardía, insuficiente o imposible repara-
ción ulterior.

En efecto, de la resolución mencionada -por la cual
se aprobó el Informe de Impacto Ambiental presentado por la Mi-
nera Agua Rica LLC para la etapa de explotación del proyecto en
carácter de Declaración de Impacto Ambiental- surge que la pro-
vincia demandada admitió la existencia de problemas ambientales
que la empresa debía solucionar antes del inicio de los traba-
jos, tanto respecto del área de mina Andalgalá, como del área de
proceso Campo Arenal (ver copia de la resolución en el expedien-
te 111.10.1 del registro de la Cámara de Apelaciones en lo Penal
y Exhortos) .

5°) Que, asimismo, corresponde habilitar el remedio
federal pues se verifica una excepción a la regla dispuesta por
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esta Corte según la cual los pronunciamientos por los que los
superiores tribunales provinciales deciden acerca de los recur-
sos de orden local no son, en principio, susceptibles de revi-
sión por medio de la apelación federal por revestir carácter ne-
tamente procesal. En tal sentido, procede la excepción cuando lo
resuelto por los órganos de justicia locales no constituye una
derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las cir-
cunstancias de la causa (Fallos: 330:4930 y 333:1273), o se rea-
liza un examen de los requisitos que debe reunir la apelación
con inusitado rigor formal que lesiona garantias constituciona-
les (Fallos: 322:702; 329:5556; 330:2836).

En el caso, el superior tribunal local, al rechazar
la via casatoria por ausencia de sentencia definitiva, omitió
dar respuesta a planteas de los actores conducentes para la so-
lución del caso, tendientes a demostrar que la acción de amparo
era la via adecuada para cuestionar la resolución 35/09.

Concretamente, y a lo que al caso interesa, no consi-
deró que la elección de dicha via, como remedio judicial expedi-
tivo, se fundó en los daños inminentes al medio ambiente que
puede provocar la aprobación del "Informe de Impacto Ambiental"
presentado por la Minera Agua Rica LLC mediante la resolución
35/09, sin haberse salvado en forma previa las objeciones seña-
ladas en el mismo acto por la autoridad de aplicación. En ese
sentido, el tribunal a qua debió advertir que la actora alegó
que la legislación vigente solo faculta a la autoridad adminis-
trativa para aprobar o rechazar el Informe de Impacto Ambiental
presentado por las empresas responsables, mas no para aprobarlo
condicionalmente, como lo hizo la provincia demandada, asi como
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el invocado inicio de la actividad de explotación por parte de
la empresa Minera Agua Rica LLC.

6o) Que, en este sentido, el superior tribunal pro-
vincial omitió el análisis de normas aplicables al caso que, por
un lado, exigen la emisión de la declaración de impacto ambien-
tal en forma previa al inicio de las obras; y por el otro, al
disponer en forma expresa que la administración debe aprobar o
rechazar los estudios presentados, se limitan a conferirle fa-
cultades regladas en este aspecto, que no incluyen la potestad
de admitir tales evaluaciones en forma condicional.

Concretamente, no tuvo en cuenta que, de acuerdo con
lo establecido en la ley 25.675, "(t)oda obra o actividad que,

en el territorio de la Nación sea susceptible de degradar el am-

biente, alguno de sus componeptes, o afectar la calidad de vida

de la población, en forma significativa, estará sujeta a un pro-

cedimiento de evaluación de impacto ambiental, previo a su eje-

cución" (art. 11) y que, según dicha norma, es deber de las au-
toridades competentes "...emi tir una declaración de impacto am-

biental en la que se manifieste la aprobación o rechazo de los

estudios presentadosU (art. 12).

Tampoco consideró el superior tribunal local que, en
similar sentido, el Código de Minería establece que los respon-
sables de las actividades mineras "deberán presentar ante la au-

toridad de aplicación, y antes del inicio de cualquier actividad

especificada en el Artículo 249, un Informe de Impacto Ambien-

taL.u (art. 251). Asimismo, dispone que "(l)a autoridad de apli-

cación se expedirá aprobando o rechazando en forma expresa el
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"

Informe de Impacto Ambiental en un plazo no mayor de sesenta

(60) días hábiles desde que el interesado lo presente" (art.
254). Finalmente, estipula que "(s) i mediante decisión fundada

se estimare insuficiente el contenido del Informe de Impacto Am-

bien tal, el responsable podrá efectuar una nueva presentación

dentro de un plazo de treinta (30) días hábiles de notificado

(,.) La autoridad de aplicación en el término de treinta (30)

días hábiles se expedirá aprobando o rechazando el informe en

forma expresa" (art. 255).

7°) Que cabe recordar que si bien la acción de amparo
no está destinada a reemplazar los medios ordinarios para la so-
lución de controversias, su exclusión no puede fundarse en una
apreciación meramente ritual e insuficiente de las alegaciones
de las partes, toda vez que la citada institución tiene por ob-
jeto una efectiva protección de derechos más que una ordenación
o resguardo de competencias (Fallos: 320:1339 y 2711; 321:2823;
325:1744; 329:899 y 4741). En ese sentido, los jueces deben bus-
car soluciones procesales que utilicen las vías más expeditivas
a fin de evitar la frustración de derechos fundamentales (Fa-
llos: 327:2127 y 2413; 332:1394, entre otros)

En tal contexto, no puede desconocerse que en asuntos
concernientes a la tutela del daño ambiental, las reglas proce-
sales deben ser interpretadas con un criterio amplio que, sin
trascender el límite de su propia lógica, ponga el acento en su
carácter meramente instrumental de medio a fin, qué én esos ca-
sos se presenta una revalorización de las atribuciones del tri-
bunal al contar con poderes que exceden la tradicional versión
del juez espectador (Fallos: 329:3493).
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8°) Que, asimismo, es importante señalar que en cues-
tiones de medio ambiente, cuando se persigue la tutela del bien
colectivo, tiene prioridad absoluta la prevención del daño futu-
ro (Fallos: 329:2316). En ese sentido, la realización de un es-
tudio de impacto ambiental previo al inicio de las actividades
no significa una decisión prohibitiva del emprendimiento en
cuestión, sino antes bien una instancia de análisis reflexivo,
realizado sobre bases científicas y con participación ciudadana.

9°) Que, en tales condiciones, la decisión de la Cor-
te local de no considerar los fundamentos de la actora tendien-
tes a demostrar que la resolución 35/09 -en cuanto aprobó el In-
forme de Impacto Ambiental en forma condicionada- era manifies-
tamente ilegal y arbitraria y que, en consecuencia, el amparo
resultaba ser la vía idónea para cuestionar este aspecto de la
pretensión y evitar así un daño inminente al medio ambiente, no
constituye un acto jurisdiccional válido con arreglo a la doc-
trina de esta Corte en materia de arbitrariedad de sentencias,
por lo que corresponde su descalificación (Fallos: 325:1744).

Por ello, concordemente con lo dictaminado por la señora
Procuradora General de la Nación, se hace lugar a la queja, se
declara formalmente procedente el recurso extraordinario y se
dej a sin efecto la sentencia apelada. Con costas (art. 68 del
Código Procesal Civil y Comercial de la Nación). Vuelvan los au-
tos al tribunal de origen para que, por quien corresponda, se

-//-

-11-



-//- dicte un nuevo pronunciamiento con arreglo a lo expresado.
Agréguese la queja al principal. Reintégrese el depósito de fs.

2. Notifí~~Lase.

€i\eM~\)OLUIS LORENZETTI

ELENA l. HIGHTON de NOtASeO

JUAN CARLOS MAQUEDA

-12-



CSJ 1314/2012 (48-M)/CS1
RECURSO DE HECHO
Martínez, Sergio Raúl c/ Agua Rica LLC Suco
Argentina y su propietaria Yamana Gold Inc. y
otros s/ acción de amparo.

Recurso de queja interpuesto por Sergio Raúl Martínez, César Jair Cecenarro,
Carmen Susana Chayle, Raúl Francisco Martínez, María Esperanza Lizárraga, Gra-
ciela Clementina Chayle, Gustavo Alfredo Chiapello, Rosa Mariana Rojas, Stella
Maris Rosana Lichtig, Mario Ismael Pacheco, Marcela Isabel Villagrán, María
Cristina Amarante y Néstor Edgardo Herrera, representados por los Ores. Emilio
Coradino y Gustavo Gabriel Luciano Bodo - Presidente y Secretario Ejecutivo,
respectivamente, de la Asociación Civil Movimiento de Profesionales para los
Pueblos por los Derechos Humanos y Sociales - en calidad de apoderados.

Tribunal de origen: Corte de Justicia de Catamarca.

Tribunales intervinientes con anterioridad: Cámara de Apelación en lo Civil,
Comercial, de Minas y del Trabajo de Segunda Nominación, San Fernando del Va-
lle de Catamarca; Juzgado de Control de Garantías -2a Circunscripción Judi-
cial- Andalgalá, Catamarca, Secretaría Penal.
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CSJ 318/2014 (50-M)/CS1
RECURSO DE HECHO
Mamani, Agustín pío y otros c/ Estado Provincial
- Dirección Provincial de Políticas Ambientales
y Recursos Naturales y la Empresa Cram S.A. s/
recurso.

. r J e 7 r;) p} ¡e f/lb re d e .z o FtBuenos AIres, ':J ~ . .

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora
en la causa Mamani, Agustín Pío y otros cl Estado Provincial -
Dirección Provincial de Políticas Ambientales y Recursos Natura-
les y la Empresa Cram S .A. si recurso", para decidir sobre su
procedencia.

Considerando:

1O) Que el Superior Tribunal de Justicia de la Pro-
vincia de Jujuy, por mayoría, hizo lugar a los recursos de in-
consti tucionalidad deducidos por esa provincia y por Cram S.A.
y, en consecuencia, revocó la sentencia de la instancia anterior
que había declarado la nulidad de las resoluciones 271-DPPAyRN-
2007 y 239-DPPAyRN-2009 de la Dirección Provincial de Políticas
Ambientales y Recursos Naturales, mediante las cuales se había
autorizado el desmonte de 1470 hectáreas en la finca "La Gran
Largada" ubicada en la localidad de Palma Sola, departamento
Santa Bárbara, de la Provincia de Jujuy.

Para decidir de esa forma, el a quo señaló que resul-
taba ineludible acreditar la existencia o inminencia de un daño
ambiental para que fuera procedente la vía seleccionada. Sobre
tal aserto, consideró abusiva la declaración de nulidad de los
actos administrativos que autorizaron el desmonte, en tanto la
sentencia de primera instancia no se había expedido sobre la
acredi tación del daño y el impacto negativo de la actividad
cuestionada.
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Sostuvo el superior tribunal que las observaciones
que obran en las actas de fiscalización que sirvieron de antece-
dente para el dictado de los actos aciministrativos carecen de
entidad suficiente para declarar su nulidad, ya que -según mani-
festó- los cuestionamientos anotados por el personal técnico im-
portaron simples sugerencias o recomendaciones dirigidas a miti-
gar o evitar daños que pudieran surgir como consecuencia de la
ejecución del desmonte, pero no constituían obstáculos para au-
torizar la deforestación.

Agregó que el fallo de la anterior instancia no se
ajustaba a la realidad de los hechos y que, bajo tales circuns-
tancias, la nulidad de los actos aciministrativos resultaba ab-
surda.

Finalmente, señaló que el terreno sobre el cual se
había autorizado el desmonte se encontraba ubicado en la zona
verde o categoría 111 del Ordenamiento Territorial de Masas Bos-
cosas, única categoría de terrenos que permite la realización de
desmontes.

2°) Que contra este pronunciamiento la actor a inter-
puso recurso extraordinario que, al ser denegado, motivó la pre-
sente queja.

3°) Que aun cuando el juzgamiento del caso imponga al
Tribunal la reconsideración de puntos de hecho o de derecho lo-
cal ajenos a la jurisdicción extraordinaria, en el caso ello no
es óbice a la procedencia del recurso interpuesto, porque resul-
ta necesario para no desconocer el derecho federal aplicable,
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CSJ 318/2014 (50-M)/CS1
RECURSO DE HECHO
Mamani, Agustín pío y otros cl Estado Provincial
- Dirección Provincial de Políticas Ambientales
y Recursos Naturales' y la Empresa Cram S.A. si
recurso.

cuya frustración sería de otra manera inevitable (conf. doctrina
de Fallos: 192:104).

4°) Que asiste razón a la recurrente en cuanto afirma
que el a qua no consideró las constancias de la causa que daban
cuenta de la existencia de irregularidades relevantes en torno
al procedimiento de evaluación de impacto ambiental, como así
también en el trámite anterior al otorgamiento de las autoriza-
ciones.

También correctamente afirma que la sentencia apelada
modificó la pretensión al exigir acreditación o inminencia del
daño ambiental, cuando en rigor la actora demandó la nulidad de
los actos administrativos que autorizaron los desmontes. Con
ello, además, desconoció en forma expresa la aplicación del
principio precautorio que rige la materia.

5°) Que en este punto cabe recordar que el principio
precautorio es uno de los principios fundamentales de la políti-
ca ambiental. Así, la ley 26.331 -que establece los presupuestos
mínimos de protección ambiental de los bosques nativos- enumera
como uno de sus obj etivos "[h] acer prevalecer los principios
precautorio y preventivo,
(artículo 3°, inciso d).

manteniendo bosques nativos ( ... ) "

De su lado, la Ley General del Ambiente 25.675, esta-
blece que el principio precautorio'supone que "[c]uando haya pe-
ligro de daño grave o irreversible la ausencia de información o
certeza científica no deberá utilizarse como razón para poster-
gar la adopción de medidas eficaces, en función de los costos,
para impedir la degradación del medio ambiente" (artículo 4°).
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En este sentido, este Tribunal ha tenido oportunidad
de enfatizar la importancia y gravitación que reviste el princi-
pio precautorio en el precedente "Salas, Dinou, publicado en Fa-
llos: 332: 663. Allí, estableció que "...el principio precautorio
produce una obligación de previsión extendida y anticipatoria a
cargo del funcionario público. Por lo tanto, no se cumple con la
ley si se otorgan autorizaciones sin conocer el efecto, con el
propósito de actuar una vez que esos daños se manifiesten (...) La
aplicación de este principio implica armonizar la tutela del am-
biente y el desarrollo, mediante un juicio de ponderación razo-
nable. Por esta razón, no debe buscarse oposición entre ambos,
sino complementariedad, ya que la tutela del ambiente no signi-
fica detener el progreso, sino por el contrario, hacerlo más
perdurable en el tiempo de manera que puedan disfrutarlo las ge-.,
neraciones futuras U (considerando 2°) .

Tamb"ién esta Corte en "CruzU (Fallos: 339: 142) ha se-
ñalado que en materia ambiental el caso debe ser analizado desde
una moderna concepción de las medidas necesarias para la protec-
ción del medio ambiente, pues el citado artículo 4° de la Ley
General del Ambiente introduce los principios de prevención del
daño y de precaución ante la creación de un riesgo con efectos
desconocidos y por tanto imprevisibles.

6°) Que, por lo tanto, procedería revocar la senten-
cia apelada en lo que ha sido materia del recurso y devolver los
autos para que el Superior Tribunal de Justicia de la Provincia
de Jujuy pronuncie una nueva sentencia con arreglo a lo expues-
to. Pero, por las circunstancias a las que se hará referencia en

J

el curso de este pronunciamiento, este Tribunal hará uso de la
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facultad que le confiere el artículo 16, segunda parte,. de la
ley 48 para declarar la nulidad de las resoluciones cuestionadas
(confr. Fallos: 189:292).

7°) Que las irregularidades del procedimiento de eva-
luación de impacto ambiental que caracterizaron este pedido de
desmonte revisten carácter de suficiente gravedad para justifi-
car la nulidad de las autori zaciories. En primer término, una
aprobación condicionada o tal como lo justifica el fallo del su-
perior tribunal "con sugerencias o recomendacionesu no se ajusta
al marco normativo aplicable.

Esta Corte ha establecido, en oportunidad de fallar
el caso "Mendozau (Fallos: 329:2316), que en cuestiones de medio
ambiente, cuando se persigue la tutela del bien colectivo, tiene
prioridad absoluta la prevención del daño futuro. Para ello, co-
mo se sostuvo en "Martínezu (arg. Fallos: 339: 201) cobra espe-
cial relevancia la realización de un estudio de impacto ambien-
tal previo al inicio de las actividades, que no significa una
decisión prohibitiva, sino antes bien una instancia de análisis
reflexivo, realizado sobre bases científicas y con participación
ciudadana.

En efecto, los estudios de evaluación de impacto am-
biental y su aprobación deben ser previos a la ejecución de la
obra o actividad, al tiempo que no se admite que la autorización
estatal se expida en forma condicionada (ley 26.331, artículos
18, 22 Y ss; ley 25.675, artículos 11 y 12).

En ese mismo sentido, en el citado caso "CruzU la
Corte dejó sin efecto la sentencia que había omitido el análisis
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de las normas aplicables al caso que, por un lado, exigían la
emisión de la declaración de impacto ambiental en forma previa
al inicio de las obras y por el otro, disponían en forma expresa
que la administración debía aprobar o rechazar los estudios pre-
sentados, pero no incluían la potestad de admitir tales evalua-
ciones en forma condicionada.

Las resoluciones cuestionadas en el caso omiten la
mención de las observaciones que surgen de las inspecciones pre-
vias realizadas en el predio (fs. 166/168, 177/178, 182/184,
196/197 Y 199 del expediente administrativo), y que -entre otros
aspectos- dan cuenta de la existencia de sectores colinados con
una pendiente superior a 9%, un bañado que no figura en el plano
presentado con el estudio de impacto ambiental, la necesidad de
replanteo del plano de ubicación, dimensiones de lotes y corti-
nas y la especificación de zonas de reserva, la necesidad de
proponer medidas de mitigación, la delimitación de nuevos lotes
y pendientes y advierten sobre el peligro de erosión si no se
respetan las cortinas de los cursos de agua.

8 o) Que, en segundo término la autorización de des-
monte comprende una superficie mayor a la detallada en el estu-
dio de impacto ambiental.

Resulta claro y manifiesto que se autorizó el desmon-
te de una cantidad de hectáreas superior a las comprendidas en
el estudio de impacto ambiental -380 hectáreas según la resolu-
ción 271-DPPAyRN-2007 más las 1090 hectáreas de la resolución
239-DPPAyRN-2009, lo que suma en total 1470 hectáreas frente a
las 1200 hectáreas obj eto del estudio de impacto ambiental-.
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También de la prueba reunida surge que únicamente se fiscaliza-
ron 600 hectáreas, lo cual significa que ni siquiera se inspec-
cionó el 50% del área originalmente solicitada para el desmonte,
además de hacerlo sin contar con planos, subdivisiones, medidas
exactas, ni determinaciones reales de las pendientes superiores
al 2%.

9 o) Que, finalmente, no surge de las constancias de
la causa que se hayan celebrado las audiencias púplicas antes
del dictado de las resoluciones cuestionadas, sino que únicamen-
te existe prueba de la publicación realizada en el Boletín Ofi-
cial provincial, en oportunidad del dictado de la resolución
239-DPPAyRN-2009.

Al respecto, la Constitución Nacional asegura a todos
los habitantes el derecho a gozar de un ambiente sano y el acce-
so a la información ambiental (artículo 41). De su lado, la Ley
General del Ambiente 25.675 establece que toda persona tiene de-
recho a ser consultada y a opinar en procedimientos administra-
tivos que se relacionen con la preservación y protección del am-
biente (artículo 19); al tiempo que para concretar ese derecho,
la norma regula el deber de las autoridades para institucionali-
zar procedimientos de consultas o audiencias públicas como ins-
tancias obligatorias para la autorización de actividades que
puedan tener efectos negativos sobre el ambiente (artículo 20),
haciendo especial énfasis en la participación ciudadana en los
procedimientos de evaluación de impacto ambiental y en los pla-
nes y programas de ordenamiento ambiental del territorio (artí-
culo 21) .
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Asim~smo, la ya mencionada ley de presupuestos míni-
mos en materia de bosques nativos señala -en forma específica
para la materia objeto de estas actuaciones- que para los pro-
yectos de desmonte, la autoridad de aplicación de cada jurisdic-
ción deberá garantizar el cumplimiento estricto de las disposi-
ciones de la Ley General del Ambiente antes referidas (artículo
26) .

En consonancia con ello, las normas de la Provincia
de Jujuy fijan como principio de política ambiental el "...fomento

de la participación de los habitantes de la provincia en las ac-

tividades de protección, conservación y defensa del ambiente"

(artículo 12, inciso 1); también aseguran la debida difusión de
los estudios de impacto ambiental mediante "audiencias públicas.

con el objeto de someter el proyecto a consulta de la comunidad

involucrada" (artículo 45; ambas citas de la Ley General de Me-
dio Ambiente, 5063). La norma reglamentaria de la provincia ins-
trumenta la audiencia pública previa a la emisión del dictamen
de factibilidad ambiental como forma para canalizar la partici-
pación ciudadana Cartículo 22 del decreto 5980/2006)-.

10) Que con el cuadro de situación descripto se con-
cluye que los actos administrativos impugnados exhiben una clara
contradicción frente a los antecedentes de hecho y derecho que
precedieron su dictado, pues se apartan ostensiblemente de las
constancias obrantes en las actuaciones administrativas. En con-
secuencia, corresponde declarar la nulidad de las resoluciones
271-DPPAyRN-2007 y 239-DPPAyRN-2009 mediante las cuales la Di-
rección de Políticas Ambientales y Recursos Naturales de la Pro-
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vincia de Jujuy otorgó las autorizaciones de desmonte cuestiona-
das.

Por ello, habiendo dictaminado el señor Procurador Fiscal,
se hace lugar a la queja, se declara formalmente procedente el
recurso extraordinario, y se declara la nulidad de las resolu-
ciones 271-DPPAyRN-2007 y 239-DPPAyRN-2009 de la Dirección Pro-
vincial de Políticas Ambientales y Recursos Naturales de la Pro-
vincia de Jujuy (artículo 16, segunda parte, de la ley 48). Con
costas (art. 68 del Código Procesal Civil y Comercial de la Na-

DI81-11-

/
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Agréguese la queja al principal. Notifíquese y, oportuna-

~

remí a-e-e--:--

~~-- ---------~-

mente,
ción) .
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-//-DENCIA PARCIAL DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON CARLOS FERNANDO
ROSENKRANTZ

Considerando:

1 0) Que el Superior Tribunal de Justicia de la Pro-
vincia de Jujuy, por mayoría, rechazó la demanda de nulidad de
las resoluciones 271-DPPAyRN-2007 y 239-DPPAyRN-2009 dictadas
por la Dirección Provincial de Políticas Ambientales y Recursos
Naturales mediante las cuales dicho organismo había autorizado,
respectivamente, el desmonte de 380 y 1090 hectáreas, a reali-
zarse en la finca denominada "La Gran Largada", propiedad de la
empresa Cram S.A., ubicada en la localidad Palma Sola, departa-
mento Santa Bárbara. De ese modo, el tribunal superior dejó sin
efecto la sentencia de la anterior instancia que había hecho lu-
gar a la demanda y ctnulado las citadas resoluciones.

2°) Que contra este pronunciamiento, la actora inter-
puso recurso extraordinario y, luego de su rechazo por el tribu-
nal superior, se presentó directamente ante esta Corte.

3 0) Que, para revocar el fallo recurrido y rechazar
la d~manda, el tribunal superior sostuvo que resultaba absurda
la declaración de nulidad de los actos administrativos sin que
el juzgador se hubiera expedido sobre la acreditación del daño
ambiental y del impacto negativo de la acti vI:dad en la zona.
Agregó que las supuestas "graves irregularidades" en que se
había fundado el tribunal de la anterior instancia para declarar
las nulidades no eran tales, sino que se trató de simples suge-
rencias o recomendaciones dirigidas a mitigar o evitar daños que
pudieran surgir, pero que en modo alguno eran obstáculo para la
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deforestación. Por último, recordó que se trataba de bosques co-
rrespondientes a una zona verde o de categoría 111, según el Or-
denamiento Territorial de Masas Boscosas.

4°) Que al interponer el recurso extraordinario y
también posteriormente al hacer su presentación directa ante es-
ta Corte, la parte actora ha sostenido que la sentencia del tri-
bunal superior debe ser descalificada por arbitraria principal-
mente porque se aparta de la pretensión de nulidad efectivamente
planteada en la demanda que no se fundó en la existencia de daño
ambiental.

5°) Que en el escrito de demanda que dio inicio a las
actuaciones, luego de describirse el trámite de los expedientes
administrativos en que se dictaron las resoluciones impugnadas,
con mención de las fallas o irregularidades que se detectan en
ellos, la parte actora afirma que "la Autoridad Administratd..va
omite convocar a audiencia pública y aprueba la factibilidad am-
biental de un proyecto cuyo Estudio de Impacto Ambiental no
había sido sometido al control ciudadano como exige la ley". Es-
te punto es desarrollado en sucesivos capítulos IV.A.2, IV.A.3,
IV.A.4, IV.A.5 del escrito, en los cuales se sostiene que las
resoluciones violan el derecho de la comunidad a ser consultada
mediante audiencias públicas no solo con carácter previo a las
autorizaciones de desmonte (fs. 440/444 vta.), sino también a la
aprobación del Plan de Ordenamiento Territorial para la Protec-
ción de los Bosques Nativos (fs. 444 vta./445 y 447/452).

6 0) Que, como se puso de resalto anteriormente, la
sentencia apelada no solo resuelve revocar el pronunciamiento
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recurrido, sino también rechazar la demanda. Sin embargo, como
resulta de los considerandos precedentes, los motivos expuestos
en el fallo dictado por el tribunal superior están dirigidos ex-
clusivamente a refutar las consideraciones que sirvieron de sus-
tento al pronunciamiento de primera instancia y resultan ajenos
al principal argumento de la demanda para solicitar la nulidad
de los actos administrativos que aprobaron los desmontes que,
como se ha visto, está referido a la nula implementación de
algún mecanismo de participación de la comunidad afectada.

Mayor relevancia adquiere la omisión señalada, si se
tiene en cuenta que la sentencia dictada por el tribunal de in-
ferior instancia había declarado que, si bien a su entender la
legislación nacional -y tampoco la provincial- establecían una
obligación inflexible de realizar audiencias públicas como las
solicitadas en la demanda, el derecho de la comunidad a ser con-
sultada e informada, garantizado por el ordenamiento jurídico
nacional y provincial, no había sido atendido por las autorida-
des con la mera publicación en el Boletín Oficial de las carac-
terísticas principales del proyecto y del lugar en que podía
consultarse el estudio de impacto ambiental (cfr. fs. 1306/1311
del expediente principal, o fs. 52/57 del recurso de queja y fs.
241/242 del expediente administrativo B-229.276/10) .

7°) Que, de acuerdo con coincidentes y numerosas de-
cisiones de esta Corte, no debe ser aceptado como acto jurisdic-
cional válido la sentencia que omite toda consideración de una
cuestión oportunamente propuesta en la causa y que resulta con-
ducente para la solución del litigio. En especial, así lo ha re-
suelto respecto de sentencias dictadas por tribunales de alzada
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que, como en el caso, dejan sin efecto el fallo apelado y deci-
den el pleito soslayando, sin fundamento para ello, puntos opor-
tunamente alegados por la parte que había triunfado en la ins-
tancia anterior (cfr. Fallos: 234:307; 247:111; 253:463;
256:434; 265:201; 268:48; 266:246, y más recientemente, Fallos:
308:656; 324:1429; 327:3925).

Por ello, oído el sefior Procurador Fiscal, se hace lugar a
la queja, se declara formalmente procedente el recurso extraor-
dinario y se dej a sin efecto la sentencia apelada. Con costas
(art. 68 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).
Vuelvan los autos al tribunal de origen para que se dicte un
nuevo pronunciamiento con arreglo a lo resuelto. Agréguese la
queja al principal. Notifíquese y, oportunamente, remítase.
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Recurso de queja interpuesto por Agustín Pío Mamani y otros, actores en autos,
representados por la Dra. María José Castillo.

Tribunal de origen: Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Jujuy.

Tribunal que intervino con anterioridad: Sala II del Tribunal Contencioso Ad-
ministrativo de la Provincia de Jujuy.
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CSJ 714/2016/RH1 
Majul, Julio Jesús c/ Municipalidad de Pueblo 
General Belgrano y otros s/ acción de amparo 
ambiental. 

&/ma de Atida (4 hl P}Ifari142 

 

Buenos Aires, 14 de julio de 2mq , 

   

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora 

en la causa Majul, Julio Jesús c/ Municipalidad de Pueblo 

General Belgrano' y otros s/ acción de amparo ambiental", para 

decidir sobre su procedencia. 

Considerando: 

10) Que Julio José Majul, con domicilio en la ciudad 

de Gualeguaychú, Provincia de Entre Ríos, interpuso acción de 

amparo ambiental colectivo, a la que posteriormente adhirieron 

otros vecinos (legajo de adhesiones, agregado a la queja), 

contra la Municipalidad de Pueblo General Belgrano, la empresa 

"Altos de Unzué" -en adelante, la empresa- y la Secretaría de 

Ambiente de la Provincia de Entre Ríos, con el objeto de 

prevenir un daño inminente y grave para toda la comunidad de las 

ciudades de Gualeguaychú y de Pueblo General Belgrano y las 

zonas aledañas; de que cesen los perjuicios ya producidos y se 

los repare (fs. 7 y 10), en razón de las obras vinculadas al 

proyecto inmobiliario "Amarras de Gualeguaychú" -que trataría de 

un barrio náutico con unos 335 lotes residenciales, más 110 

lotes residenciales con frentes náuticos, más complejos 

multifamiliares de aproximadamente 200 unidades y un hotel de 

unas 150 habitaciones-. Afirmó que el proyecto se encuentra en 

el Municipio de Pueblo General Belgrano -es decir, en la ribera 

del Río Gualeguaychú, lindero al Parque Unzué, en la margen del 

río perteneciente al Municipio de Pueblo General Belgrano, justo 

enfrente a la Ciudad de Gualeguaychú-. 
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Dijo que la zona había sido declarada área natural 

protegida por la Ordenanza Yaguarí Guazú y por la Ordenanza 

Florística del Parque Unzué (nros. 8914/1989 y 10.476/2000, 

respectivamente). Sostuvo que la empresa había comenzado sin las 

autorizaciones necesarias tareas de desmonte -destruyendo montes 

nativos y causando daños a la flora y al ambiente- en la zona 

del Parque Unzué, de levantamiento de enormes diques causando 

evidentes perjuicios futuros a la población de Gualeguaychú y 

amenazando seriamente a los habitantes de las zonas cercanas al 

Río Gualeguaychú• pues seguramente se verán inundados en cuanto 

repunte la altura del río, en razón de los terraplenes erigidos. 

Alegó, que el proyecto se emplaza dentro del valle de 

inundación del Río Gualeguaychú, que forma parte del curso de 

agua y le permite evacuar los importantes caudales que pueden 

sobrevenir en épocas de creciente. 

Continuó diciendo que la empresa no había presentado 

un proyecto sanitario ni plan de manejo de residuos, ni de 

tratamiento de desechos cloacales propios. Afirmó que existiría 

un impacto negativo al ambiente y afectaría al "Parque Unzué" 

por el gran movimiento vehicular para conectar al barrio 

"Amarras" con la ciudad de Gualeguaychú. 

Sostuvo que la Municipalidad de Gualeguaychú había 

solicitado en sede administrativa la suspensión de los efectos 

del acto administrativo mediante el cual se otorgó aptitud 

ambiental al barrio. Afirmó que pretende en esta acción no solo 

la suspensión de los efectos del acto que aprobó el proyecto, 

sino que se lo declare nulo de nulidad absoluta en razón de ser 
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contrario a los arts. 41, 43, 75 incs. 17 y 19 de la 

Constitución Nacional y arts. 56 y 83 de la Constitución de la 

Provincia de Entre Ríos. Por último, solicitó que se ordenara a 

la Municipalidad de Pueblo General Belgrano que no autorice la 

obra. Agregó que había iniciado la presente acción en razón de 

la "inacción de las autoridades pertinentes" (fs. 2). 

Posteriormente, a fs. 10, amplió demanda. Aclaró que 

dirigía su demanda contra la empresa Altos de Unzué S.A. para 

que interrumpiera las obras del proyecto y que reparara, a su 

costo, lo ya hecho que constituye "un mal irreversible para 

nuestra comunidad", en especial la ribereña; contra la 

Municipalidad de Pueblo General Belgrano, porque es la 

responsable de la autorización que califica de ilegal, para que 

se construya el emprendimiento "Amarras de Gualeguaychú" y 

contra la Provincia de Entre Ríos -Secretaría de Ambiente- para 

que no autorice el proyecto, en especial para que se declare 

nula la resolución 264/2014 que autoriza a la empresa a 

continuar la obra. 

2°) Que el juez de primera instancia (fs. 12/13) tuvo 

por promovida la acción de amparo ambiental colectivo y citó 

como tercero a la Municipalidad de San José de Gualeguaychú. 

El Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de 

Entre Ríos (fs. 462/463) declaró la nulidad de esa resolución 

(fs. 12/13) y de todo lo actuado a partir de ella, en razón de 

que fue dictada bajo normas de una ley de amparo derogada, y 

devolvió las actuaciones al tribunal de origen a fin de que, por 



quien correspondiera, se regularizara el proceso con arreglo a 

la ley vigente. 

3°) Que el actor volvió a ampliar la demanda y mejoró 

su fundamentación (fs. 496/511). Expresó que pretendía que se 

declarara nula la resolución 340/2015 de la Secretaría de 

Ambiente provincial en razón de que se otorgó a la empresa 

-según la cual continuaba con la obra- un certificado de aptitud 

ambiental infundado y de carácter condicionado. También advirtió 

que la Municipalidad de Gualeguaychú había presentado un recurso 

de apelación jerárquico contra dicho acto, en el expediente 

administrativo 1420837, pendiente de resolución por parte del 

Ministerio de Producción de Entre Ríos. 

Afirmó que los trabajos de movimientos de tierra y 

terraplenes, que había realizado la empresa, generaron graves 

impactos en el cauce del Río Gualeguaychú y en sus zonas de 

anegación. Destacó que el principal río de esta cuenca es el 

Gualeguaychú y que es el segundo en importancia en la provincia. 

Dijo que las zonas litorales son, por definición, espacios 

bastantes frágiles y complicados. Debido a que son el intermedio 

entre ecosistemas distintos. Agregó que hay un mecanismo de 

regulación de inundaciones de recarga de acuíferos, por ello las 

prácticas de buen urbanismo "Desaconsejan el avance sobre los 

humedales, que son las morfologías propias de las zonas 

costeras" (fs. 499 vta.). Sostuvo que las inconveniencias del 

proyecto "Amarras de Gualeguaychú" nacían precisamente de ocupar 

una parte del territorio cuya función natural es amortiguar 

parte del agua esparcida sobre ella durante las crecidas del Río 

Gualeguaychú, absorbiendo millones de metros cúbicos de agua por 
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la estructura natural permeable del humedal no inundado 

permanentemente. 

Afirmó que había promovido la acción de amparo 

ambiental colectivo en su carácter de "afectado" (arts. 41 y 43 

de la Constitución Nacional), y solicitó que se convirtiera en 

un proceso colectivo con fundamento en los precedentes de 

Fallos: 337:1361 y 332:111 ("Kersich" y "Halabi") en razón de 

en 

y 

de 

del 

que estaban 

equilibrado 

Secretaría 

protección 

precautorio  

juego los derechos a gozar de un  ambiente sano y 

Afirmó que la 

sus deberes de 

el principio 

establecido por la Ley General del Ambiente (Ley 

25.675J y por el art. 83 de la Constitución de la Provincia de 

Entre Ríos. Solicitó, además, una medida cautelar con el objeto 

de que se suspendan las obras. 

Dijo que la propia empresa reconoció en su "Plan de 

manejo Ambiental" la pérdida de cobertura vegetal, la alteración 

del comportamiento de los patrones de fauna, la afectación del 

paisaje y la modificación del cauce del río. Sostuvo que el 

Estudio de Impacto Ambiental que había presentado la empresa no 

cumplía con lo establecido por la ley 25.675 y el decreto 

provincial 4977/09 pues es insuficiente y lo que importaba no 

era la presentación del Estudio de Impacto Ambiental, sino que 

fuese controlado por el Estado -Evaluación de Impacto 

Ambiental-. 

40) Que el juez en lo civil y comercial n°  3 del 

Poder Judicial de la Provincia de Entre Ríos tuvo por promovida 
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la acción de amparo ambiental y admitió otorgar el trámite de 

proceso colectivo, citó como tercero a la Municipalidad de 

Gualeguaychú y, finalmente, hizo lugar a la medida cautelar (fs. 

512). 

Posteriormente se presentaron Altos de Unzué S.A., la 

Municipalidad de Pueblo General Belgrano y la Provincia de Entre 

Ríos (Secretaría de Ambiente) y contestaron demanda. A fs. 

595/607 se presentó la Municipalidad de Gualeguaychú en su 

carácter de citada como tercero. 

El juez de primera instancia (fs. 634/676), en 

síntesis, hizo lugar a la acción colectiva de amparo ambiental y 

ordenó el cese de obras. Condenó solidariamente a la firma 

"Altos de Unzué S.A.", a la Municipalidad de Pueblo General 

Belgrano y al Superior Gobierno de la Provincia de Entre Ríos a 

recomponer el daño ambiental en el término de noventa días y 

designó a la Dirección de Medio Ambiente de la Ciudad de 

Gualeguaychú para controlar dicha tarea. Declaró la 

inconstitucionalidad del art. 11 del decreto 7547/1999 y, en 

consecuencia, la nulidad de la resolución 340/2015 de la 

Secretaría de Medio Ambiente de la Provincia de Entre Ríos. 

5°) Que el Superior Tribunal de Justicia de la 

Provincia de Entre Ríos hizo lugar a los recursos de apelación 

interpuestos por la Municipalidad de Pueblo General Belgrano, 

Altos de Unzué S.A. y la Provincia de Entre Ríos, revocó la 

sentencia del juez de primera instancia Y, en consecuencia, 

rechazó la acción de amparo. 
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Para así decidir, los jueces sostuvieron que si bien 

el actor no había sido parte en las actuaciones administrativas, 

este reconoció que la Municipalidad de Gualeguaychú había 

realizado la denuncia en sede administrativa con anterioridad a 

la interposición de la acción de amparo. Interpretaron que "al 

ser lo planteado por el actor un reclamo reflejo al deducido por 

el tercero citado en autos -Municipalidad de Gualeguaychú- en el 

ámbito administrativo, resulta clara e inequívocamente 

inadmisible la vía del amparo, debiendo continuar en sede 

administrativa el conflicto que aquí se genera" (fs. 789 vta.). 

Agregó que existía un procedimiento administrativo en 

el cual poseía competencia específica la autoridad 

administrativa y en el que se estaban evaluando los temas 

técnicos que incumben a la materia ambiental. Además, resaltó 

que el Gobernador de la Provincia de Entre Ríos había dictado el 

decreto 258/2015, que gozaba de presunción de legitimidad, por 

el que suspendió la resolución 340/2015 -mediante la cual se 

había otorgado el certificado de aptitud ambiental 

condicionado-. Sostuvo que, •en consecuencia, no existía un 

peligro inminente que autorizara a obviar la vía administrativa 

ya iniciada. 

Concluyó que el amparo era inadmisible con fundamento 

en el. art. 30, incs. a y b, de la ley provincial 8369 de 

Procedimientos Constitucionales, a fin de evitar una doble 

decisión sobre asuntos idénticos. 
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6°) Que contra esa decisión, el actor interpuso 

recurso extraordinario cuya denegación origina la presente 

queja. 

Afirma que el fallo es equiparable a sentencia 

definitiva pues ocasiona un perjuicio de tardía o muy 

dificultosa reparación ulterior, afectando derechos básicos a la 

salud y al agua potable. Aduce que existen daños ya producidos 

que afectan al ambiente. 

Sostiene que el tribunal desconoce los hechos, las 

pruebas y los daños producidos y denunciados -por su parte, por 

los vecinos y por la Municipalidad de Gualeguaychú (fs. 597/607 

y 687/690)- y no tuvo en cuenta la protección del derecho a un 

ambiente sano y equilibrado, ni a la preservación de la cuenca 

del Río Gualeguaychú y del valle de inundación. 

Dice que la sentencia es arbitraria en razón de que 

el tribunal ha decidido prescindiendo las reglas de la lógica, 

de manera contraria a la ley y a los derechos involucrados, con 

grave afectación de lo dispuesto en los arts. 16, 17, 18, 31, 41 

y 43 de la Constitución Nacional, 8°  de la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos, 1°  del Pacto Internacional de los 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 1975 y 240 del 

Código Civil y Comercial de la Nación, y en lo que establece la 

ley 25.675 General del Ambiente. 

Además, argumenta que el a quo omitió ejercer el 

control de razonabilidad y legalidad de la actuación de los 

otros poderes del estado y reitera que se han producido daños 

irreversibles, casi imposibles de recomponer, como la 
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desaparición de especies arbóreas, del bosque y del humedal 

(valle de inundación y sus consecuencias), la alteración del 

curso natural del río y el gran movimiento de tierras, lo cual 

evidencia un desprecio, además, al paisaje. Agrega que mantener 

la primacía de la vía administrativa importa un exceso ritual 

manifiesto "donde se advierte un poder administrador 

complaciente e incapaz de someter a derecho a un privado a los 

mínimos estándares ambientales" (fs. 807) que fue lo que lo 

impulsó a acudir a la instancia judicial a fin de obtener una 

tutela judicial efectiva. Dice que no se tuvo en cuenta el 

principio precautorio. 

Agrega que el a quo consideró que el objeto del 

amparo no solo busca la paralización de las obras sino también 

la recomposición del ambiente al estado de hecho anterior. 

Señala que el caso tiene gravedad institucional 

puesto que lo que aquí se resuelva servirá de modelo para fijar 

las pautas de otros proyectos en la zona. 

7°) Que el recurso extraordinario resulta formalmente 

admisible pues, si bien es cierto que a efectos de habilitar la 

instancia extraordinaria aquel debe dirigirse contra una 

sentencia definitiva o equiparable a tal, calidad de la que 

carecen -en principio- las que rechazan la acción de amparo pero 

dejan subsistente el acceso a la revisión judicial a través de 

la instancia ordinaria (Fallos: 311:1357; 330:4606), esta Corte 

ha sostenido que ello no obsta para admitir la procedencia del 

recurso federal cuando lo resuelto causa un agravio de difícil o 
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imposible reparación ulterior (Fallos: 320:1789; 322:3008; 

326:3180). 

Surge que en el caso, se llevaron a cabo acciones 

para la construcción del barrio que dañaron al ambiente, que por 

su magnitud podrían ser de difícil o imposible reparación 

ulterior. 

En primer lugar, del Estudio de Impacto Ambiental 

-EIA en adelante-, realizado por la consultora "Ambiente y 

Desarrollo" -de enero de 2012- (conforme fs. 2/216 del agregado 

a la queja "Copias certificadas del expediente administrativo de 

la Secretaría de Ambiente de la Provincia", al que se hará 

referencia en este considerando, excepto que se aclare que se 

trata de otro expediente administrativo agregado), surge que 

citan la "Reserva de los Pájaros y sus Pueblos Libres" (fs. 45) 

-dicha reserva fue creada por la ley provincial 9718 que en el 

artículo 10  "Declara área natural protegida a los Humedales 

del Departamento Gualeguaychú"-. Sin embargo, también se 

desprende del EIA que "el proyecto [sito en el Departamento de 

Gualeguaychú] se realizará sobre una zona de humedales" (fs. 27) 

y que "[los] (movimientos de suelo), la construcción de talud 

vial (Construcción de terraplenes), y el relleno de celdas con 

material refulado, alterarían las cotas de la morfología 

original del terreno. Se trata de impactos permanentes e 

irreversibles" (fs. 148). Es decir, del mismo EIA presentado por 

la empresa surge que se realizarían trabajos en un humedal 

-dentro de un área natural protegida- y que se generarían 

impactos permanentes e irreversibles. 
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Por otra parte, desde la presentación del EIA en sede 

administrativa en octubre de 2012 hasta su aprobación mediante 

resolución 340/2015 de julio de 2015, la empresa realizó 

trabajos de magnitud en el predio. En efecto, sin perjuicio de 

las denuncias de los vecinos ante la Secretaría de Ambiente de 

la provincia -y demás organismos- en los que solicitaban la 

interrupción de la obra por violación a normas ambientales (fs. 

322/323 vta.; 378; 391/392; 400 y 875), resulta que la empresa 

realizaba movimientos de suelo pues lo constató la propia 

Secretaría (fs. 334) en algunos casos durante períodos en donde 

se encontraba suspendido el proyecto (conf. resolución 586/2013 

-fs. 362/365-). Cabe agregar que el Director de la Dirección de 

Desarrollo Sustentable de la Municipalidad de Gualeguaychú envió 

a la Secretaría de Ambiente Sustentable de la provincia un acta 

de constatación y fotografías-informando la ejecución de obras y 

movimientos de suelo a gran escala (fs. 652/656). 

Asimismo, el Informe de la Secretaría de Desarrollo 

de la Municipalidad de Gualeguaychú (original incorporado al 

"Legajo Documental Municipalidad de Gualeguaychú", n°  5916, fs. 

46/54) evidencia las graves transformaciones en el área en el 

transcurso del tiempo y cómo se desarrolló un impacto negativo 

en el ambiente. En efecto, en la imagen de junio de 2004 la 

Municipalidad expresa que "era un monte denso mixto de 

algarrobos, ñandubay, coronillos, talas, chañar y espinillos, 

etc." (fs. 761), en la imagen de enero de 2012 "se observa el 

desmonte total del predio", en la imagen de marzo de 2013 "se 

observa la intervención realizada sobre el terreno a raíz de la 

ejecución del proyecto" (fs. 752), en las últimas cuatro 
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imágenes fotográficas (fs. 754/756) aflora que el relleno del 

emprendimiento "aumentará la mancha de inundación sobre el área 

urbana de la ciudad de Gualeguaychú". En resumen, del informe 

citado se pueden constatar las graves transformaciones en el 

área durante el transcurso del tiempo y la alteración negativa 

al ambiente en el valle de inundación. 

En ese contexto, el Director de la Dirección de 

Hidráulica de la Provincia de Entre Ríos, Ingeniero Gietz, envío 

dos oficios -septiembre de 2014- (fs. 620/623, uno dirigido a la 

Secretaría de Ambiente de la provincia y el otro a la Secretaría 

de Estado de la Producción) en donde compartió el informe del 

Ingeniero en Recursos Hídricos José Luis Romero, del cual surgía 

que existe una afectación en el valle de inundación -humedal-. 

Del informe del Ingeniero Romero (fs. 623/628, informe original 

a fs. 613/618 del expediente administrativo 1416477 del Gobierno 

de Entre Ríos) surge, en síntesis, que "la construcción de la 

obra implicaría una sobreelevación del nivel del río en el tramo 

de aguas arriba de la obra que] en zona de desarrollo urbano, 

pueden ser en algún momento la diferencia entre inundarse y no 

inundarse" (fs. 624). 

A esta altura, vale recordar que los dictámenes 

emitidos por organismos del Estado en sede administrativa sobre 

daño ambiental agregados al proceso tienen la fuerza probatoria 

de los informes periciales (conf. art. 33, de la ley 25.675). 

En conclusión, de las constancias agregadas a la 

causa, emerge que aún antes de la aprobación del EIA (resolución 

340/2015) la empresa llevó a cabo acciones que dañaron al 
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ambiente y que por su magnitud, podrían ser de imposible o muy 

difícil reparación ulterior. 

8°) Que asimismo corresponde habilitar el remedio 

federal pues se verifica una excepción a la regla dispuesta por 

esta Corte según la cual los pronunciamientos por los que los 

superiores tribunales provinciales deciden acerca de los 

recursos de orden local no son, en principio, susceptibles de 

revisión por medio de la apelación federal por revestir carácter 

netamente procesal. En tal sentido, procede la excepción cuando 

lo resuelto por los órganos de justicia locales no constituye 

una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las 

circunstancias de la causa (Fallos: 330:4930 y 333:1273), o se 

realiza un examen de los requisitos que debe reunir la apelación 

con inusitado rigor formal que lesiona garantías 

constitucionales (Fallos: 322:702; 329:5556; 330:2836). 

En el caso, el superior tribunal local, al rechazar 

la acción de amparo en razón de que existía "un reclamo reflejo" 

deducido con anterioridad por la Municipalidad de Gualeguaychú 

en sede administrativa, omitió dar respuesta a planteos del 

actor conducentes para la solución del caso, tendientes a 

demostrar que la acción de amparo era la vía adecuada para la 

tutela de los derechos invocados. 

En primer lugar, el tribunal local no tuvo en cuenta 

que en la pretensión del actor por vía de amparo, además del 

cese de las obras, se había solicitado la recomposición del  

ambiente (fs. 7, 10 y 496 vta, del expediente principal); 

mientras que la Municipalidad de Gualeguaychú -en sede 
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administrativa- informó avances de la obra y manifestó su 

oposición (fs. 315/317, 652/656, 660/663, 731/739 del agregado a 

la queja "Copias certificadas del expediente administrativo de 

la Secretaría de Ambiente de la Provincia"; y fs. 2/65 "Legajo 

Documental Municipalidad de Gualeguaychú") y, finalmente, 

solicitó la interrupción de las obras y un nuevo Estudio de 

Impacto Ambiental (fs. 906/910 vta, del agregado a la queja 

"Copias certificadas del expediente administrativo de la 

Secretaría de Ambiente de la Provincia"). Es decir, la 

pretensión del actor en la acción de amparo -más allá de que no 

había actuado en sede administrativa- es más amplia -en razón de 

que solicitó la recomposición del ambiente- que la de la comuna 

en sede administrativa y, en consecuencia, no resulta un 

"reclamo reflejo" como sostuvo el tribunal local. 

Además, el razonamiento expuesto por los jueces del 

superior tribunal de que existía un "reclamo reflejo" 

interpuesto con anterioridad por la comuna de Gualeguaychú, 

resulta contrario a lo establecido por el segundo párrafo del 

art. 30 de la ley 25.675 (Ley General del Ambiente, de orden 

público y de aplicación en todo el territorio nacional -art. 

30-) que establece que deducida una demanda de daño ambiental 

colectivo por alguno de los titulares señalados -en el caso, el 

afectado, Majul-, no podrán interponerla los ,restantes, lo que 

no obsta a su derecho a intervenir como terceros. Esto es lo que 

sucedió en el caso no solo cuando la Municipalidad de 

Gualeguaychú intervino como tercero en el presente juicio (conf. 

fs. 595/607), sino cuando expresó que existían diferencias entre 
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su planteo en sede administrativa con la pretensión del actor 

(fs. 825/825 vta.). 

En conclusión, tal como afirma el recurrente, el 

tribunal superior al dar primacía a la vía administrativa y, en 

consecuencia, rechazar el amparo ambiental, incurría en un 

exceso ritual manifiesto y vulneró el derecho a una tutela 

judicial efectiva. 

9°) Que por otra parte, el actor sostuvo que los 

magistrados del superior tribunal habían omitido valorar los 

hechos y los distintos elementos probatorios que eran 

conducentes para la solución de la causa y, además, que existió 

un obrar complaciente de la administración que causó un impacto 

negativo en el ambiente. En efecto, de los expedientes 

administrativos, tal como se detalló en el considerando 7°, se 

evidencia una alteración negativa al ambiente, incluso antes de 

la aprobación condicionada del Estudio de Impacto Ambiental 

(resolución 340/2015). Vale destacar que el tribunal superior, 

al valorar la citada resolución -y el decreto 258/2015 que 

suspendió sus efectos-, omitió considerar, que los estudios de 

evaluación de impacto ambiental y su aprobación deben ser 

previos a la ejecución 'de la obra o actividad, al tiempo que no 

se admite que la autorización estatal se expida en forma 

condicionada (conforme arts. 2 y 21 del decreto provincial 

4977/2009 -conforme art. 84 de la Constitución de la Provincia 

de Entre Ríos-, y arts. 11 y 12 de la ley 25.675 y Fallos: 

339:201 y 340:1193). 
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10) Que cabe recordar que si bien la acción de amparo 

no está destinada a reemplazar los medios ordinarios para la 

solución de controversias, su falta de utilización no puede 

fundarse en una apreciación meramente ritual e insuficiente de 

las alegaciones de las partes, toda vez que la citada 

institución tiene por objeto una efectiva protección de derechos 

más que una ordenación o resguardo de competencias (Fallos: 

320:1339 y 2711; 321:2823; 325:1744; 329:899 y 4741). En ese 

sentido, los jueces deben buscar soluciones procesales que 

utilicen las vías más expeditivas a fin de evitar la frustración 

de derechos fundamentales (Fallos: 327:2127 y 2413; 332:1394, 

entre otros). 

En tal contexto, no puede desconocerse que en asuntos 

concernientes a la tutela del daño ambiental, las reglas 

procesales deben ser interpretadas con un criterio amplio que, 

sin trascender el límite de la propia lógica, ponga el acento en 

su carácter meramente instrumental de medio a fin, que en esos 

casos se presenta como una revalorización de las atribuciones 

del tribunal al contar con poderes que exceden la tradicional 

versión del juez espectador (Fallos: 329:3493). 

En efecto, el tribunal superior omitió considerar 

normas conducentes tendientes a demostrar que la acción de 

amparo era la vía adecuada para la tutela de los derechos 

invocados (art. 43 de la Constitución Nacional y 56 de la 

Constitución de la Provincia de Entre Ríos; y art. 62 de la ley 

provincial 8369 -amparo ambiental-). Además, omitió considerar 

el derecho a vivir en un ambiente sano (art. 41 de la 

Constitución Nacional y 22 de la Constitución de la Provincia de 
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Entre Ríos) y que el Estado garantiza la aplicación de los 

principios de sustentabilidad, precaución, equidad 

intergeneracional, prevención, utilización racional, 

progresividad y responsabilidad (art. 83 de la Constitución de 

la Provincia de Entre Ríos). 

En particular, no tuvo en cuenta que la provincia 

tiene a su cargo la gestión y el uso sustentable de las cuencas 

hídricas y "los sistemas de humedales que se declaran libres de 

construcción de obras de infraestructura a gran escala que 

puedan interrumpir o degradar la libertad de sus aguas y el 

desarrollo natural de sus ecosistemas asociados"  (art. 85 de la 

Constitución de la Provincia de Entre Ríos). 

Que, cabe destacar que esta Corte afirmó que la 

cuenca hídrica es la unidad, en la que se comprende al ciclo 

hidrológico en su conjunto, ligado a un territorio y a un 

ambiente en particular (Fallos: 340:1695). La cuenca hídrica es 

un sistema integral, que se refleja en la estrecha 

interdependencia entre las diversas partes del curso de agua, 

incluyendo, entre otras, a los humedales. 

Que los humedales son las extensiones de 

marismas, pantanos y turberas, o superficies cubiertas de aguas, 

sean estas de régimen natural o artificial, permanentes o 

temporales, estancadas o corrientes, dulces, salobres o saladas, 

incluidas las extensiones de agua marina cuya profundidad en 

marea baja no exceda de seis metros (conforme la Convención 

Relativa a los Humedales de importancia internacional 

especialmente como hábitat de aves acuáticas, firmada en Ramsar 
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el 2 de febrero de 1971, modificada según el Protocolo de París 

del 3 de diciembre de 1982 y las enmiendas de Regina del 28 de 

mayo 1987, a las que la República Argentina adhirió mediante 

leyes 23.919 y 25.335). 

El documento "Valoración económica de los humedales" 

(Oficina de la Convención de Ramsar de 1997), define los 

distintos tipos de humedales y, específicamente, a los fluviales 

como "tierras anegadas periódicamente como resultado del 

desbordamiento de los ríos (por ejemplo, llanuras de inundación, 

bosques anegados y lagos de meandro)". Entre sus funciones se 

destaca la de "control de crecidas/inundaciones" ya que 

almacenan grandes cantidades de agua durante las crecidas y 

reducen el caudal máximo de los ríos y, por ende, el peligro de 

inundación aguas abajo. Entre muchas otras funciones, conviene 

destacar la de "protección de tormentas", "recarga de acuíferos" 

y "retención de sedimentos y agentes contaminantes" (fs. 

128/131). 

En cuanto a la actualidad de los humedales 

"(incluyendo ríos y lagos) cubren solamente el 2,6% de la 

tierra, pero desempeñan un papel desproporcionadamente grande en 

la hidrología por unidad de superficie. La mejor estimación de 

la pérdida global reportada de área natural de humedales debido 

a la actividad humana oscila por término medio entre el 54 y el 

57%, pero la pérdida puede haber alcanzado incluso el 87% desde 

el año 1700, con una tasa 3,7 veces más rápida de pérdida de 

humedales durante el siglo XX y principios del siglo XXI, lo que 

equivale a una pérdida de entre el 64 y el 71% de la extensión 

de humedales desde la existente en 1900 (Davidson, 2014)" (WWAP 
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Programa Mundial de las Naciones Unidas de Evaluación de los 

Recursos Hídricos, ONU-Agua. 2018. Informe Mundial de las 

Naciones Unidas sobre el Desarrollo de los Recursos Hídricos 

2018: Soluciones basadas en la naturaleza para la gestión del 

agua. París, UNESCO, páginas 20/21). 

En conclusión, resulta evidente la necesidad de 

protección de los humedales. En este sentido, el art. 12 de la 

ley 9718 -que declaró "Área Natural Protegida" a los humedales 

del Departamento de Gualeguaychú, en donde se sitúa el proyecto 

de barrio-, ordenó su comunicación a la Unión para la 

Conservación •de la Naturaleza (UICN) y al Comité Ramsar de 

Argentina, entre otros organismos. 

13) Que, en esta línea, corresponde recordar que el 

paradigma jurídico que ordena la regulación del agua es eco-

céntrico, o sistémico, y no tiene en cuenta solo los intereses 

privados o estaduales, sino los del mismo sistema, como bien lo 

establece la Ley General del Ambiente (Fallos: 340:1695). 

En efecto, al tratarse de la protección de una cuenca 

hídrica y, en especial, de un humedal, se debe valorar la 

aplicación del principio precautorio (art. 40  de la ley 25.675). 

Asimismo, los jueces deben considerar el principio in dubio pro 

natura que establece que "en caso de duda, todos los procesos 

ante tribunales, órganos administrativos y otros tomadores de 

decisión deberán ser resueltos de manera tal que favorezcan la 

protección y conservación del medio ambiente, dando preferencia 

a las alternativas menos perjudiciales. No se emprenderán 

acciones cuando sus potenciales efectos adversos sean 



desproporcionados o excesivos en relación con los beneficios_ 

derivados de los mismos" (Declaración Mundial de la Unión 

Internacional para la Conservación de la Naturaleza -UICN-, 

Congreso Mundial de Derecho Ambiental de la UICN, reunido en la 

Ciudad de Río de Janeiro en abril de 2016). 

Especialmente el principio In Dubio Pro Agua, 

consistente con el principio In Dubio Pro Natura, que en caso de 

incerteza, establece que las controversias ambientales y de agua 

'deberán ser resueltas en los tribunales, y las leyes de 

aplicación interpretadas del modo más favorable a la protección 

y preservación de los recursos de agua y ecosistemas conexos 

(UICN. Octavo Foro Mundial del Agua. Brasilia Declaration of 

Judges on Water Justice. Brasilia, 21 de marzo de 2018). 

En conclusión, el fallo del superior tribunal 

contraría la normativa de referencia; en especial el art. 32 de 

la Ley General del Ambiente 25.675 -que establece que el acceso 

a la jurisdicción por cuestiones ambientales no admitirá 

restricciones de ningún tipo y especie- y los principios In 

Dubio Pro Natura e In Dubio Pro Agua. Todo lo cual, conspira 

contra la efectividad en la defensa del ambiente que persigue el 

actor en el caso. 

14) Que, en tales condiciones, lo resuelto por el 

superior tribunal de la provincia afecta de modo directo e 

inmediato el derecho al debido proceso adjetivo (art. 18 de la 

Constitución Nacional) en razón de que consideró que la acción 

de amparo no era la vía, y no valoró que el objeto de dicha 

acción era más amplio que el reclamo de la Municipalidad de 
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Gualeguaychú en sede administrativa y que se había producido una 

alteración negativa del ambiente -aún antes de la aprobación del 

Estudio de Impacto Ambiental-; por lo que corresponde su 

descalificación como acto jurisdiccional en los términos de la 

doctrina de esta Corte sobre arbitrariedad de sentencias 

(Fallos: 325:1744). 

Por ello, de conformidad con lo dictaminado por la señora 

Procuradora Fiscal, se hace lugar a la queja, se declara 

formalmente procedente el recurso extraordinario y se deja sin 

efecto la sentencia apelada. Con costas (art. 68 del Código 

Procesal Civil y Comercial de la Nación). Vuelvan los autos al 

tribunal de origen para que, por quien corresponda, se dicte un 

nuevo pronunciamiento. Agréguese la queja al principal. 

Notifíquese y, oportunamente, remítase. 

 

JUA CARLOS MAQUEDA 

 

f 

HO CIO ROSATTI 
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Recurso de queja interpuesto por Julio Jesús Majul, actor en autos, 

representado por el doctor Mariano J. Aguilar. 

Tribunal de origen: Superior Tribunal de Justicia de Entre Ríos, Sala de 
Procedimientos Constitucionales. 

Tribunal que intervino con anterioridad: Juzgado de Primera Instancia en lo 
Civil y Comercial n°  2, de Gualeguaychú. 
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Para acceder al dictamen de la Procuración General de la Nación ingrese a: 
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. (RECURSO DE HECHO) 

A fs. 1/7 (d,,,l expediente principal, al que me 

referiré en adelante), J\:lio José Majul, con domicilio en la 

ciudad de Gualeguaychú, Provincia de Entre Ríos, dedujo acción 

de amparo ambíental colectivo, con el grupo de vecinos que luego 

adhirió a la demanda (v. legajo de adhesiones agregado al 

expediente RHl) , a fin de prevenir un daño inminente a la 

comunidad de los municipios de Gualeguaychú y de Puerto General 

Belgrano y de las zonas aledañas, para que cesen los perjuicios 

ya producidos y que la empresa Altos de Unzué S.A., o quien sea 

responsable, interrumpa las obras vinculadas al proyecto 

inmobiliario "Amarras del Gualeguaychú", puesto que la empresa 

ha comenzado a realizar (desde 2012), sin las autorizaciones 

necesarias, tareas de desmonte en la zona del Parque Unzué, 

movimiento de terrenos y levantamiento de enormes diques, para 

construcciones de viviendas o similares, con la intención de 

instalar un barrio privado náutico de alto impacto arr~iencal, de 

110 hectáreas aproximadamente, a orillas del río Gualeguaychú, 

lindando con el Parque Unzué, en una zona que ha sido declarada 

área natural protegida por la Ordenanza Yaguarí Guazú y por la 

Ordenanza Florística de la Municipalidad de Gualeguaychú. , 
Señaló que dirige su demanda contra la Municipalidad 

de Pueblo General Belgrano, la empresa ".Pünarras del 
Gualeguaychú" o la que resulte responsable del emprendimiento 

inmobiliario "Al tos de Unzué", y la Provincia de Entre Ríos -

Secretaría de Ambiente-. 

Indicó que el proyecto "Amarras". se emplaza dentro 

del valle de inundación del río Gualeguaychú, que forma p,,~·te 

del propio cauce del río y le permite evacuar los importantes 
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caudales en épocas de creciente y es, por lo tanto, el 

reaseguro que tiene el rio y quienes viven en su ecosistema, 

para lograr mantener el agua dentro de su propio cauce, aun en 

épocas de crecidas. 

Adujo que el proyecto carece de total previsión, en 

cuanto la empresa no ha presentado un proyecto sanitario, ni un 

plan de manejo de residuos, ni de tratamiento de desechos 

cloacales propios. 

Advirtió que, asimismo, la Municipalidad de 

Gualeguaychú solicitó en sede administrativa "la suspensión de 

los efectos del acto administrativo" por el cual se le otorgó la 

aptitud ambiental al barrio "Amarras", dado los perjuicios 

irreparables que ocasionaria a los habitantes de la región la 

continuidad del proyecto. 

Subrayó que igualmente esta presentación pretende no 

sólo la suspensión de ese acto administrativo sino también que 

se declare su nulidad absoluta, por ser contrario a los arts. 

41, 43, 75 incs. 17 y 19 de la Constitución Nacional y 56 Y 83 

de la Constitución Provincial y sus concordante s y, además, 

solicita que la empresa repare, a su costo, lo ya hecho y que 

constituya un mal irreversible para la comunidad, en especial la 

ribereña al río. 

Por último, requirió que se ordene a la Municipalidad 

de Pueblo General Belgrano que no autorice la obra. 

A fs. 10 amplió la demanda. Aclaró q~e dirige su 

pretensión contra la empresa Altos de Unzué S.A., para que 

interrumpa las obras del proyecto y repare, a su costo, lo ya 

",,,cho y que constituya un mal irreversible para su comunidad, en 

especial, la ribereña al río; la Municipalidad de Pueblo General 

l.grano, porque es la responsable de la autorización que 

~a de ilegal, para que se construya el emprendimiento 
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Provincia de Entre Ríos -

Secretaría de Ambiente- para que no autorice, en modo alguno, el 

proyecto y lo declare inviable, "en especial para que se declare 

nula la resolución número 264, del 23 de junio de 2014" ( ... ) "que 

es la que adopta la empresa dueña del proyecto inmobiliario para 

continuar su obra". 

A fs. 12/13, el juez interviniente tuvo por promovida 

la acción, suspendió las obras y citó como tercero al pleito a 

la Municipalidad de San José de Gualeguaychú. 

A fs. 462/463, el Superior Tribunal de Justicia de la 

Provincia de Entre Rios declaró la nulidad de dicha resolución y 

de todo lo actuado a partir de ella, puesto que fue dictada bajo 

las normas de una ley de amparo derogada, y devolvió las 

actuaciones al tribunal de origen, a fin de que, por quien 

corresponda, se regularice el proceso con arreglo a la ley 

vigente. 

A fs. 496/511, el actor volvió a ampliar la demanda y 

mejoró su fundamentación. Al referirse al objeto y a los 

demandados de la acción, indicó que pretendia que "en especial 

se declare nula la resolución n° 340 del 23/6/14, de la 

Secretaría de Ambiente provincial, que es la que adopta la 

empresa dueña del proyecto inmobiliario para continuar con su 

ilegal obra", puesto que es la que otorgó "un certificado de 

aptitud ambiental" de carácter "condicionado" sin 

fundamentación. También advirtió que la Municipalidad de 

Gualeguaychú presentó un "recurso de apelación jerárquica" 

contra dicho acto, en el expediente administrativo N° 1420837, 

pendiente de resolución por el Ministerio de la Producción de 

Entre Ríos. 

Agregó que promovió esta acción en carácter de 

"afectado" (cf. arts. 41 y 43 de la Constitución Nacional), y 
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solici tó que se convierta la acción en un "proceso colectivo" I 

con fundamento en los precedentes de V. E. "Kersich" y "Halabi" 

(Fallos: 337:1361 y 332:111, respectivamente) puesto que estaban 

en juego los derechos a gozar de un ambiente sano y equilibrado 

y de acceso al agua potable. Asimismo, peticionó el dictado de 

una medida cautelar, bajo caución juratoria, para que se ordene 

la suspensión de las obras que realiza la empresa Altos de Unzué 

S.A. en dicha zona. 

Arguyó que el alto impacto ambiental del proyecto se 

desprende del propio reconocimiento que hace la empresa en su 

"Plan de Manejo Ambiental"(PMA), respecto de la pérdida de 

cobertura vegetal y la alteración del comportamiento de los 

patrones de fauna que producirá, y de la presentación de la 

Municipalidad de Gualeguaychú en sede administrativa, en cuanto 

al uso y a la gestión de las aguas del ric Gualeguaychú, a la 

modificación de su cauce, la elevación de los terraplenes de la 

zona del loteo y las zonas de inundación. 

Además, advirtió que la empresa no ha presentado un 

"estudio de impacto ambiental" como lo impone la ley nacional 

25.675 General del Ambiente y el decreto provincial 4777/09, 

puesto que su presentación sólo constituye una mera opinión que 

no cumple con las exigencias de la legislación vigente, y que 

tampoco se efectuó la evaluación de impacto ambiental por los 

organismos estatales correspondientes. 

-II-

A fs. 512, el Juez en lo Civil y Comercial N° 3 tuvo 

por promovida la acción de amparo ambümtal deducida por el 

actor, citó a la Municipalidad de Gua¡eguaychú, en los términos 

del arto 87, inc. l° del Código Procesal Civil y Comercial de la 

Nación, y admitió la pretensión procesal de otorgar trámite 
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colecti vo a la acción, por lo que ordenó la publicación de 

edictos por tres días en los diarios locales e hizo lugar a la 

medida cautelar solicitada. 

A fs. 525/550, 570/590, 614/618 se presentaron Altos 

de Unzué S.A., la Municipalidad de Pueblo General Belgrano y la 

Provincia de Entre Ríos (Secretaría de Ambiente) , 

respectivamente, y contestaron la demanda. 

A fs. 595/607, se presentó la Municipalidad de 

Gualeguaychú, en su carácter de citada como tercero en los 

términos del are. 87, inc. l°, del Código Procesal Civil y 

Comercial de la Nación y adhirió al reclamo del actor. 

Con posterioridad, a fs. 634/676, el magistrado hizo 

lugar a la acción de amparo colectivo y ordenó el cese de las 

obras que se encuentra realizando Al tos de Ur:zué S .A. en el 

predio de su propiedad denominado "Amarras del Gualeguaychú" . 

Condenó solidariamente a Altos de Unzué S.A., a la Provincia de 

Entre Ríos y a la Memicipalidad de Pueblo General Belgrano a 

recomponer el daño ambiental producido, en el término de 90 

días, con costas, bajo apercibimiento de transformar dicha 

obligación en una indemnizatoria. Designó a la· Dirección de 

Medio Ambiente de la Municipalidad de Gualeguaychú para 

controlar la tarea. Declaró la inconstitucionalidad delart. 11 

del decreto 7547/99 y la nulidad de la resolución 340 de la 

Secretaría de Medio Ambiente de la Provincia de Entre Ríos, y 

también resolvió otras cuestiones. 

Contra dicho pronunciamiento, la Municipalidad de 

Pueblo General Belgrano, Altos de Unzué S.A. y la. Provincia de 

Entre Ríos interpusieron recursos de a.pelación ante el Superior , 
Tribunal de Justicia provincial (fs ~ 682, 683 y 685 

respectivamente) . 
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A fs. 784/791, el Superior Tribunal hizo lugar a los 

recursos de apelación interpuestos por los demandados, revocó la 

sentencia de fs. 634/676 y, en consecuencia, rechazó la acción 

de amparo promovida por el actor. 

Para así decidir¡ señaló que ya existía un 

procedimiento administrativo iniciado por la Municipalidad de 

Gualeguaychú, con anterioridad al presente juicio y pendiente de 

resolución, con similar objeto, que versa sobre el mismo 

problema ambiental y en el que se SOl ici té que se revoque el 

acto administrativo por el cual se le otorgó la aptitud 

ambiental al proyecto (recurso de apelación jerárquico contra la 

resolución 340/15) . 

Además adujo que, como el Gobernador de la Provincia 

de Entre Rios dictó el decreto 258/15, que goza de legitimidad y 

que suspende los efectos de la resolución 340/15, no existe un 

peligro inminente que autorice a soslayar la via administrativa 

ya iniciada. 

Concluyó, entonces, que el mnparo es inadmisible, con 

fundamento en el art. 3 o, incs. a y b, de la ley 8369 de 

Procedimientos Constitucionales provincial, a fin de evitar una 

doble decisión sobre asuntos idénticos. 

-III-

Disconforme con tal decisión, el actor interpuso el 

recurso extraordinario federal, a fs. 801/810 del expediente 

principal que, al ser denegado, dio origen a la queja en examen. 

En primer lugar, señala que el fallo es equiparable a 

una sentencia definitiva pues ocasiona un perjuicio de tardía o 

muy dificultosa reparación ulterior, afectando, derechos humanos 

básicos a la salud y al agua potable. 
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Asimismo, indica que el tribunal desconoce los 

hechos, la prueba y los daños ocurridos y alegados, que fueron 

denunciados también por la Municipalidad de Gualeguaychú en sus 

presentaciones de fs. 597/607 Y 687/690, desatendiendo la 

protección del derecho a un ambiente sano y equilibrado, a la 

preservación de la cuenca, del rio, Gualeguaychú y del valle de 

inundáción. 

Aduce que la sentencia es arbitraria, puesto que el 

tribunal ha decidido pI'escindiendo de las reglas de la lógica, 

de manera contraria a la ley y a los derechos involucrados, con 

grave afectación de lo dispuesto en los arts. 16, 17, 18, 31 Y 

41 Y 43 de la Constitución Nacional; 8° de la Convenció", 

Americana de Derechos Humanos, l° del Pacto Internacional de los 

Derechos Económicos, Scciales y Culturales, 1975 y 235 inc. c, 

del Código Civil y Comercial de la Nación, y en la ley 25.675 

General del Ambiente. 

Además, omi'tió ejercer el control de razonabilidad y 

legalidad en la actuación de los otros poderes del estado y 

reitera que se hayan producido daños irreversibles, casi 

imposibles de recomponer, como la desaparición de especies 

arbóreas, del bosque, y del ::J.umedal, la alteración del curso 

natural del río .. y el 9"!an movimiento de tierr.as, lo eua: 

evidencia un desprecio pcr, el paisaje, al margen de una tutela 

judicial efectiva. 

Tampoco, consideró que el objeto del amparo deducido 

no sólo busca la paralización de las obras sino también la 

recomposición del ambiente al estado de hecho anterior. 

Señala que el caso tiene gravedad institucional 

puesto que lo que aquí se resuelva servirá de modelo para fi] ar 

las pautas de otros proyectos en la zona. 
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-IV-

En primer lugar corresponde verif':'car si en autos se 

encuentra habilitada la instancia de excepclOn del arto 14 de la 

ley 48. 

En tal sentido, para >,coceda el recurso 

extraordínario Li resolución apelada de:Oe ser definitiva o 

equiparable a esa categoria. Al respecto, si bien las decisiones 

~ue rechazan la acción de ampare pero dej an s1..:bsistente el 

acceso a la revisión judiclal a través de la i~stancia ordinaria 

nc lo son (doctrina de Fallos: 311:1357; 330:4606), dicho 

principio no es absoluto, ya que cede Gua!1do las resoluciones 

impugnadas causen un agravio que, por su magnitud y 

circunstancias de hec!lo, pueda ser de tardía, insuficiente o 

imposible reparación ulterior (Fallos: 320:1789; 322:3008; 

323:337; 326:3180). 

Ello ocurre en el sub lite pues de las constancias de 

la causa, en especial, de la resolución 340/15 de la Secretaría 

de Ambiente de la p . . _rOVlnCla de Entre Rios, que otorga el 

certificé'Cc de apti tuc ambiental cO:1dicionado a la empresa, y 

de.l. decreto 258 que J.a suspende, surge que las demandadas 

estarían en condiciones de llevar a cabo operaciones o acciones 

que podrían resultar susceptibles de producir un daño al medio 

ambiente, a. la salud y al acceso al agua potable que, debido a 

su magnitud y a las circunstancias de he~ho, sea irreversible. 

En efecto, se desprende de los considerandos de dicho 

acto que el Consejo Regulador de Usos de Fuentes de Agua 

(CORUFA) aprobó el pedido de uso recreativo del agua sujeto a 

las sugeren~ias y condiciones técnicas de la Dirección de 

Hidráulica de la provincia y al cumplimiento del procedimiento 

formal correspondiente; que por lncu¡;¡pli,uento de lo establecido 

en el decreto 4977/09 de Impacto Ambiental, se suspendió el 
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proyecto por resoiución 191/14 de la Secretaría de Ambiente 

provincial por 180 días; y que para que el certificado de 

aptitud ambiental mantenga su vigencia la empresa debía 

presentar: el Plan dé Contingencias y Evacuación de acuerdo a lo 

solicítado por la Dirección Provincial de Hidráulica, el 

proyecto ejecu-civo de tratamiento de efluentes, el desarrollo 

del Plan de Forestación compensatoria y el Estudio de Impacto 

Ambiental del suministro eléctrico. 

Asimismo, en el presente caso corresponde habilitar 

el remedio federal pues se verifica una excepción a la regla 

dispuesta por la doctrina de la Corte Suprema, según la cual los 

pronunciamientos por los que los superiores tribunales 

provinciales deciden acerca de. los recursós de orden local no 

son, en principio, susceptibles de revisión por medio de la 

apelación federal por revestir carácter netamente procesal. En 

tal sentido, procede la excepción cuando lo resuelto por los 

órganos de justicia locales no constituye derivación razonada 

del derecho vigente con arreglo a las circunstancias de la causa 

(Fallos: 330: 4930 y 333: 1273), o se realiza un examen de los 

requisi tos que debe reunir la apelación con inusitado rigor 

formal que lesiona garantias constitucionales (Fallos: 322: 702; 

329:5556; 330:2836), como se verifica en el sub examine. 

Así lo creo, toda vez que el Superior Tribunal 

provincial, al rechazar el reI11edio federal por ausencia de 

sentencia definitiva, no consideró los agravios vertidos por el 

apelante en su recurso. En, especial, el recurrente sostuvo que 

los magistrados del Superior Tribunal habían omitido valorar los 

hechos y los distintos elemen-cos probatorios obrantes en la 

causa, que podrían haber sido conducentes para su solución. 

diversos 

En efecto, 

expedientes 

señaló que aquéllos no evaluaron los 

administrativos agregados al proceso 
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referidos al emprendimiento "Amarras del Gualeguaychú", 

sustanciados ante los diferentes organismos provinciales, entre 

ellos, la Secretaria de Ambiente y la Dirección de Hidráulica, y 

tampoco el recurso de apelación jerárquico iniciado por la 

Municipalidad de Gualeguaychú contra 1<3. resolución 340/15 de la 

Secretaría de ..Ambiente ante e2.. i1inlS~er~() dE' Produ.cción. 

El superior tribunal provincial además omitió el 

aná.lisis de las nonnas aplicables al caso que, por un lado, 

exigen la emisión de la declaración de impacto ambienta';' en 

forma previa al inicio de las obras y por el otro, al disponer 

de forma expresa que la administración debe aprobar o rechazar 

los estudios presentados, se limi ",=an a conferirle facultades 

regladas en este aspecto, que no incluyen la potestad de admitir 

tales evaluaciones en forma condicional (arts. 11 y 12 de la ley 

25.675 y sentencia in re CSJ 1314/2012 (48-M)/CSl, Recurso de 

Hecho, "Martinez, Sergio Raúl c/ l'.gua Rica LLC Suco Argentina y 

su propietaria Yamana Gold Inc. y otros s / acción de amparo", 

del 2 de marzo de 2016) . 

Entiendo que ante la seriedad de los planteos 

introdt;.cidos por el actor, vinculados a la omisión del examen de 

asuntos susceptibles de tener una inflclencia decisiva para la 

di.lucidación del pleito, se imponía su consideración por el 

ten.Dunal apelado. 

Dicho lo expuesto, vale recordar. que si bien la 

acción de amparo no está destinada .a reemplazar los medios 

ordinarios para la solución de controversias, su exclusión no 

puede fundarse en una apreciación meramente ritual e 

insuficiente de las alegaciones de las partes, toda vez que la 

citada institución tiene por objeto una efectiva protección de 

derechos más que una ordenación o resguardo de competencias 

(Fallos: 320:1339 y 2711; 321:2823; 325:1744; 329:899 y 4741) . 
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En el caso particular, en el que las cuestiones en 

debate involucran los derechos humanos de todos los habitantes a 

la salud, al acceso al agua potable y a gozar de un ambiente 

sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que .las 

actividades productivas satisfagan las necesidades presentes, 

sin compromete.r. las de '.as generaciones futuras 

Constitución Naclonal), era exigible el máximo 

prudencia en la verificación de los recaudos 

(art. 

grado 

para 

41, 

de 

la 

admisibilidad de la vía de amparo, a fin de garantizar el acceso 

a la justicia de los afectados ICf. dictámenes de este 

l'1inisterio Público er!'ltidos en las causas C.154, L.XLIX, "Cruz 

Felipa y otros cl l'1inera Alumbrera Limited y otro sI 
sumarísimo", del 5 de diciembre de 2013). 

Tampoco paede desconocerse que en asuntos 

concernientes a la tutela del daño ambiental, las reglas 

procesales deben ser interpretadas con un criterio amplio que, 

sin trascender el límite de su propia lógica, ponga el acento en 

su carácter meramente instrumental de medio a fin, y que en esos 

casos se presenta una revalorización de las atribuciones del 

tribunal al cont.ar con poderes que. exceden la 1:radicional 

versión del juez espectador (Fallos: 329:3493). 

Asimismo, .es importante señalar que en cües1:iones de 

medio ambiente, cuando se persigue la tutela del bien colectivo, 

tiene prioridad absoluta la prevención del daño futuro (Fallos: 

329: 2316). En ese sen1:ido, la realización de un estudio de 

:'mpacto ambiental previo al inicio de las actividades no 

significa una decisión prohibitiva del emprendimiento en 

cuestión sino, antes bien, una instancia de análisis reflexivo, 

realizado sobre bases científicas y con participación cludadana. 

En tales condiciones, entiendo que el pronunciamiento 

apelado -que omite expedirse sobre aspectos oportunamente 
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planteados y conducentes para la s·olución del caso- exhibe 

defectos de fundamentación que afectan de forma directa e 

inmediata las garantías constitucionales que se dicen 

vulneradas. 

-v-
Por lo expuesto, opino que corresponde declarar 

é.dmisible la queja, procedente el recurso extraordinario, 

revocar la sentencia apelada y devolver las actuaciones al 

tribunal de procedencia a fin de que se dicte una nueva ajustada 

c. derecho. 

Buenos Aires, o.A 

ES ::OPIA 

L Subsecretari Letradl 
P,curaCl6n Gene I ele la Naclcn 
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Buenos Aires, 4 de Jun)9 de 2049 

Vistos los autos: "Barrick Exploraciones Argentinas S.A. y 

otro c/ Estado Nacional s/ acción declarativa de 

inconstitucionalidad", de los que 

Resulta: 

I) Que Barrick Exploraciones Argentinas S.A. y 

Exploraciones Mineras Argentinas S.A. iniciaron una acción 

declarativa ante el Juzgado Federal de San Juan, solicitando que 

se declare la nulidad, y en subsidio la inconstitucionalidad, de 

la ley 26.639 que estableció el Régimen de Presupuestos Mínimos 

para la Preservación de los Glaciares y el Ambiente Periglacial 

(de aquí en adelante "Ley de Glaciares"). 

Para fundar su pedido de nulidad, las concesionarias 

del emprendimiento minero binacional "Pascua Lama" cuestionaron 

el procedimiento legislativo que dio lugar a la sanción de la 

Ley de Glaciares. Alegaron que la Cámara de Senadores, al 

conocer por reenvío el proyecto de ley al que había dado origen, 

no podía suprimir un artículo que la Cámara de Diputados había 

agregado en su calidad de revisora. Sostuvieron que la 

eliminación de esa disposición del proyecto de ley redundaba en 

la nulidad de la norma en su totalidad; en ese marco plantearon 

la inconstitucionalidad del artículo 177 del Reglamento de la 

Cámara de Senadores. En subsidio, plantearon la 

inconstitucionalidad de los artículos 2°  ("definición"), 3°  

("inventario"), 50 ("realización del inventario"), 6°  

("actividades prohibidas"), 7°  ("evaluación de impacto 

ambiental"), y 15 ("disposición transitoria") de la Ley de 
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Glaciares por considerar que sus textos suscitaban tres 

agravios. 

Adujeron en primer término que sus previsiones 

configuraban un exceso en el ejercicio de las competencias 

federales de regulación de los presupuestos mínimos de 

protección del ambiente, y que por ende su dictado violaba el 

dominio originario de la Provincia de San Juan sobre los 

recursos naturales que se encuentran en su territorio (artículos 

41 y 124 de la Constitución Nacional). En segundo lugar, 

argumentaron que la Ley de Glaciares colisionaba con el Tratado 

de Integración y Complementación Minera celebrado con la 

República de Chile (B.O. 30 de marzo de 2000), una norma de 

superior jerarquía legal. Finalmente, sostuvieron que los 

referidos artículos de la ley 26.639 violaban su derecho 

adquirido a la exploración y explotación minera protegido por 

los artículos 14 y 17 de la Constitución Nacional. Explicaron 

que la Ley de Glaciares obligaba a los emprendimientos mineros 

que al momento de su sanción ya se encontraran en ejecución 

sobre glaciares y periglaciares a someterse a una nueva 

auditoría y que de ello podría derivarse una medida adicional de 

protección ambiental, el cese o el traslado. La nueva regulación 

afectaba de este modo los derechos adquiridos de exploración y 

explotación minera obtenidos a través de la aprobación por parte 

de la Secretaría de Minería de la Provincia de San Juan de su 

informe de impacto ambiental (resoluciones SEM 121/2006 y SEM 

203/2009). 

II) Que la Provincia de San Juan solicitó intervenir 

en el proceso como litisconsorte activo (fs. 133/216). Coincidió 
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con las actoras en cuanto pretendían que se declare la nulidad 

de la Ley de Glaciares por haber sido sancionada al margen del 

procedimiento legislativo que establece la Constitución 

Nacional. También en cuanto alegaron que las señaladas 

disposiciones -a las que agregó los artículos 90  ("autoridad de 

aplicación") y 10 ("funciones")- violan los artículos 41 y 124 

de la Constitución Nacional. 

Explicó que el artículo 41 deslindó la competencia en 

materia ambiental entre el Estado Federal y las provincias de 

forma tal que el Congreso Nacional únicamente puede regular los 

presupuestos mínimos, pero no puede dictar "una ley ordinaria 

que regule la totalidad de la materia" (fs. 166). Sostuvo que la 

Ley de Glaciares define el ambiente glaciar y periglacial de 

forma demasiado amplia y prohíbe de manera absoluta ciertas 

actividades como la minería. De esta interpretación, la 

Provincia de San Juan concluyó que el Estado Nacional excedió 

los presupuestos mínimos, y "no ha dejado espacio alguno" para 

la legislación local (fs. 166 vta.). 

Respecto del artículo 124 de la Constitución Nacional 

entendió que el Estado Nacional tiene prohibido disponer o 

gestionar recursos que pertenecen a las provincias sin su 

consentimiento. En su concepto, la Ley de Glaciares colisiona 

con los artículos 113, 117 y 118 de la Constitución provincial e 

interfiere por lo tanto con la forma en que ella ha resuelto 

gestionar sus recursos naturales mediante la confección de un 

inventario provincial de glaciares en el marco de la ley 8144 de 

protección de glaciares locales y de su decreto reglamentario 

899/2010. 
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Que el juez federal de San Juan dictó una medida 

cautelar por la cual suspendió la aplicación de los artículos 

2°, 3°, 5°,. 6°, 7°  y 15 de la Ley de Glaciares para el ámbito 

del emprendimiento "Pascua Lama" al suponer que la Ley de 

Glaciares creaba "un estado de intranquilidad e incertidumbre 

para los representantes de las empresas actoras que verían 

afectado el patrimonio y los derechos adquiridos". Más tarde, el 

juez aceptó la intervención de la provincia y se declaró 

incompetente (fs. 102/106, 110, 221/223). 

Que esta Corte Suprema de Justicia de la Nación 

resolvió declarar su competencia originaria, ordenó el traslado 

de la demanda al Estado Nacional y revocó la medida cautelar 

dictada por el juez federal. Para hacerlo, consideró que esa 

decisión suspendía la aplicación de la ley con un fundamento 

contradictorio, pues por un lado sostenía que la Ley de 

Glaciares contenía "una definición amplia, imprecisa" que creaba 

el señalado "estado de intranquilidad e incertidumbre"; pero por 

el otro lado suspendía su aplicación lo que neutralizaba 

precisamente "los procedimientos establecidos por la propia ley 

para generar la precisión que requiere e/ peticionante" (fs. 

416/419 y 477/480). 

Que al contestar demanda el Estado Nacional 

sostuvo "de manera preliminar" que el planteo de las actoras 

resultaba abstracto porque sus derechos subjetivos no habían 

sido vulnerados. No existía -afirmó- un acto concreto de 

ejecución de la Ley de Glaciares que las afecte; ello impedía la 

intervención del Poder Judicial (fs. 973/1040, en especial fs. 

973 vta./977 vta.). Explicó que las demandantes no aportaron 
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ningún elemento que "permita inferir la vinculación existente 

entre la tacha de inconstitucionalidad que formulan y su 

situación concreta" (fs. 975 vta.). Para demostrar la mera 

"especulación teórica" que traducía la demanda, hizo notar que 

al tiempo en que contestaba la demanda la actividad minera de 

las concesionarias se encontraba en pleno desarrollo (fs. 975 

vta.). 

Respecto de la vía elegida, alegó que la acción 

declarativa no era la vía procedente ya que no se reunían los 

recaudos para su admisibilidad. Desde su perspectiva, la falta 

de concreción de un agravio discernible en la demanda obturaba 

lógicamente también la procedencia de la acción declarativa. En 

suma, concluyó que las litisconsortes no podían acreditar un 

caso justiciable toda vez que la mera entrada en vigencia de la 

ley y la creación de un órgano de aplicación no les generaba 

ningún perjuicio (fs. 979 vta.). 

Seguidamente contestó los planteos de fondo de la 

demanda. Señaló que el cuestionamiento de nulidad en base a los 

defectos alegados en el proceso legislativo de sanción de la Ley 

de Glaciares no podía prosperar, pues ese procedimiento es ajeno 

a las facultades jurisdiccionales de los tribunales. Resaltó que 

ello era notorio en el caso, ya que los senadores habían 

evaluado y resuelto de manera fundada la eliminación de un 

artículo. Observó además que el artículo suprimido del proyecto 

de ley implicaba prohibiciones más gravosas para las 

concesionarias que aquellas restricciones obrantes finalmente en 

el texto aprobado. Indicó que en el trámite legislativo la 

Cámara de Senadores había aprobado las modificaciones a su 



proyecto, a excepción del artículo eliminado, con la misma 

mayoría que lo había hecho la cámara revisora. Por último, alegó 

que ese artículo, que constituía además una disposición 

transitoria, no alteraba el espíritu del proyecto de ley 

aprobado en ambos recintos (fs. 993/997). 

En cuanto a la inconstitucionalidad de las normas 

señaladas de la Ley de Glaciares, la demandada alegó que ellas 

constituyen el presupuesto mínimo ambiental y que no violan la 

autonomía provincial, por lo que se encuentran al amparo de los 

artículos 41, 124 y 75 inciso 12 de la Constitución Nacional. En 

este sentido, explicó cómo el artículo 11 de la ley 26.639 

resguarda la jurisdicción local para establecer las sanciones a 

su incumplimiento, y que la norma no configura una prohibición 

absoluta y persecutoria de la actividad minera sino que se 

limita a restringir la actividad económica que pueda afectar el 

recurso hídrico protegido dependiendo del lugar en el que se 

emplace y atendiendo a la previa determinación de la autoridad 

de aplicación. Agregó que no puede configurarse la violación a 

un derecho adquirido cuando el propio Código de Minería dictado 

al amparo del artículo 75, inciso 12, de la Constitución 

Nacional prevé que las explotaciones deben sujetarse a las 

reglas de conservación del ambiente (fs. 979 vta./1040). 

VI) Que las actoras contestaron los respectivos 

traslados conferidos con motivo de la defensa preliminar 

concerniente al carácter abstracto de la demanda. 

Indicaron que al tratarse de una acción declarativa 

no se requiere la existencia de un daño concreto sino de un 
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peligro cierto e inminente de que este se producirá. Observaron 

que de haberse configurado un perjuicio, habrían solicitado una 

reparación en lugar de una declaración de inconstitucionalidad. 

Remarcaron que la provincia ya había confeccionado su propio 

inventario de glaciares el cual había sido remitido al Estado 

Federal "a fin de adelantar el cumplimiento del inventario que 

el ente nacional debe efectuar de acuerdo a la ley de 

presupuestos mínimos" (fs. 1122) y solicitaron que el Estado 

Nacional informara acerca del estado de avance de ese 

relevamiento. Por su parte, la Provincia de San Juan contestó 

que experimentaba un daño actual en tanto la mera sanción de la 

Ley de Glaciares configura un avance de la Nación sobre 

facultades propias de la provincia (fs. 1129). 

Que posteriormente, el Tribunal solicitó al 

Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sustentable de la Nación que 

indicara cuál era el grado de realización del Inventario 

Nacional de Glaciares ordenado en el artículo 3°  de la ley 

26.639 (fs. 1163). El referido ministerio informó que el 

cronograma para la confección del inventario preveía tres 

niveles de relevamiento y que para ese entonces el primer nivel 

se encontraba en la fase inicial (fs. 1168, 1172 y decreto 

reglamentario 207/2011). Respecto de las diferentes sub-cuencas 

correspondientes a los ríos Jáchal y San Juan en la Provincia de 

San Juan, manifestó que se encontraban en un estado avanzado 

pero aún pendiente de revisión técnica (fs. 1184). 

Que el Estado Nacional informó que mediante 

resolución 358/2018 del entonces Ministerio de Ambiente Y 

Desarrollo Sustentable se había culminado y publicado el Primer 
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Inventario Nacional de Glaciares de la República Argentina (fs. 

1203/1244). 

IX) Que finalmente las concesionarias presentaron un 

escrito en el que ampliaron los fundamentos relativos a la 

existencia del caso judicial; realizaron asimismo distintas 

consideraciones a raíz de la culminación del Inventario Nacional 

de Glaciares (fs. 1246/1259 vta.). 

Considerando: 

1°) Que corresponde tratar en primer término el 

cuestionamiento al procedimiento legislativo que dio lugar a la 

sanción de la Ley de Glaciares. 

2°) Que la jurisprudencia de este Tribunal ha 

reconocido límites a las cuestiones justiciables, y ha sido muy 

prudente al momento de controlar el procedimiento o trámite 

parlamentario de las leyes formales. En el caso "Cullen c/ 

Llerena" (Fallos: 53:420), dictado en el año 1893, afirmó que el 

departamento judicial no podía contestar ni sobre el fondo ni 

sobre la forma de las deliberaciones en las que el Congreso 

había ejercido una atribución política, pues constituía "una 

regla elemental de nuestro derecho público, que cada uno de los 

tres altos poderes que forman el Gobierno de la Nación, aplica é 

interpreta la Constitución por sí mismo, cuando ejercita las 

facultades que ella les confiere". 

Varias décadas más tarde, específicamente respecto 

del procedimiento de formación y sanción de leyes, al considerar 

el caso "Soria de Guerrero" (Fallos: 256:556) esta Corte remarcó 
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los límites a los que sujeta su intervención a fin de no 

transgredir el principio republicano de división de poderes, 

afirmando que "las facultades jurisdiccionales del Tribunal no 

alcanzan, como principio, al examen del procedimiento adoptado 

en la formación y sanción de las leyes, sean ellas nacionales o 

provinciales", por lo que no constituye cuestión justiciable lo 

atinente al procedimiento adoptado por el Poder Legislativo para 

la formación y sanción de las leyes, salvo "el supuesto de 

demostrarse la falta de concurrencia de los requisitos mínimos e 

indispensables que condicionan la creación de la ley". Este 

criterio fue posteriormente ratificado por diversos 

pronunciamientos (Fallos: 321:3487, "Nobleza Piccardo"; y 

323:2256, "Famy1"). 

La doctrina de "Soria de Guerrero" apunta a controlar 

el cumplimiento de los aspectos constitutivos del procedimiento 

legislativo, en el entendimiento de que toda otra cuestión que 

precede la existencia formal de la ley constituye un ámbito del 

debate político en el que participan el Congreso y el Presidente 

de la Nación. El Poder Judicial interviene solamente para 

verificar que se hayan cumplido los requisitos mínimos e 

indispensables para que exista la ley, correspondiendo a quien 

alegue tal defecto demostrar -tal la terminología de "Soria de 

Guerrero" en el considerando 3°- en qué medida no se darían los 

requisitos mínimos e indispensables señalados. 

3°) Que en el sub judice, las litisconsortes 

sostuvieron que la infracción constitucional se configuró 

cuando, al sancionar la Ley de Glaciares, el Senado eliminó uno 

de los artículos del proyecto de ley y aprobó las restantes 

-9- 



modificaciones que Diputados había introducido en su calidad de 

cámara revisora. De esta forma -sostienen- se habría violado la 

prohibición de que la cámara de origen -al tratar el proyecto 

por reenvío- introduzca "nuevas adiciones o correcciones a las 

realizadas por la Cámara revisora" (artículo 81 de la 

Constitución Nacional). 

Una aproximación literal al tenor del artículo 

constitucional en cita evidencia que el texto no contempla 

expresamente la hipótesis de la introducción de "supresiones o 

eliminaciones" por la Cámara de origen, lo que exige ponderar si 

tales actos se encuentran incluidos entre los vedados, 

consistentes en la incorporación de "nuevas adiciones o 

correcciones". 

Descartada la hipótesis de "incluir nuevas adiciones" 

-que por su naturaleza no resulta aplicable al presente, ya que 

el Senado eliminó en el caso una cláusula introducida por 

Diputados-, cabría considerar si la veda genérica de 

"correcciones" ("alteración o cambio que se hace en las obras 

escritas o de otro género, para quitarles defectos o errores, o 

para darles mayor perfección", conforme el diccionario de la 

Real Academia Española) constituiría una categoría general 

abarcativa de las potenciales "eliminaciones" ("acción o efecto 

de quitar o separar algo, prescindir de ello", conforme la misma 

fuente), que -en cuanto tales- también se encontrarían 

prohibidas por la Norma Suprema. Dicho de otro modo: se trata de 

interpretar si "introducir nuevas correcciones" constituiría una 

categoría general, dentro de la cual quedaría comprendida, y por 

lo tanto también vedada, no solo la suma de elementos a la norma 
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y su modificación, sino también la potencial "supresión de 

alguna adición" que hubiera sido introducida por la cámara 

revisora. 

Una línea de exégesis literal y formal permitiría 

concluir que, al vedar que la Cámara de origen pueda introducir 

correcciones a las realizadas por la Cámara revisora, el texto 

constitucional prohíbe toda alteración o modificación del 

proyecto aprobado, independientemente de su magnitud, contenido 

o carácter, ya sea por agregar pautas, cambiarlas o bien 

eliminarlas, sin que se admitan excepciones, grados o matices. 

En esta línea de análisis, la aprobación brindada por la Cámara 

de origen a las modificaciones introducidas por la revisora 

debería ser in totum. 

Otra línea de exégesis, de carácter contextual, 

sostiene que -a los efectos de establecer su sentido y alcance 

en el marco de la doctrina que emerge de "Soria de Guerrero"-

los textos legales no deben ser considerados aisladamente sino 

correlacionándolos con los que disciplinan la misma materia, 

como un todo coherente y armónico, como partes de una estructura 

sistemática considerada en su conjunto y teniendo en cuenta la 

finalidad perseguida por aquellos (Fallos: 244:129; 302:804; 

315:2157; 330:3426; 331:2550; 338:962, 1156, entre muchos 

otros). En esta línea de análisis, el tratamiento legislativo 

dado por la Cámara de origen a las modificaciones introducidas 

por la revisora, analizadas que sean las circunstancias del 

caso, podría considerarse razonable y, por tanto, reputarse 

válida la norma sancionada. 
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4°) Que desde antaño esta Corte ha sostenido, como 

titular del Departamento Judicial del Gobierno Federal, que sus 

altas responsabilidades le imponen considerar las respuestas 

institucionales aprobadas por los otros Poderes de la Nación en 

el ámbito de sus atribuciones respectivas, dado que la 

obligación de dar respuesta jurisdiccional razonablemente 

fundada a las partes no puede llevar al juez a sustituir con su 

criterio u opinión la voluntad de los poderes representativos 

("Apaza León, Pedro Roberto" -Fallos: 341:500- voto del juez 

Rosatti). Ello así pues "en todo Estado soberano el poder 

legislativo es el depositario de la mayor suma de poder y es, a 

la vez, el representante más inmediato de la soberanía..." 

(Fallos: 180:384; 182:411; 318:1154, voto de los jueces 

Petracchi y Bossert; 328:2056, voto del juez Maqueda) "[E]s e/ 

genuino representante del pueblo y su carácter de cuerpo 

colegiado la garantía fundamental para la fiel interpretación de 

la voluntad general..." (Fallos: 201:249, 269). Es que en el 

debate legislativo se traduce de forma más genuina la 

participación de todas las voces sociales y se consolida la idea 

fundamental de participación y decisión democrática, 

afianzándose de este modo el valor epistemológico de la 

democracia deliberativa. Por ello, esta Corte ha sostenido que 

las manifestaciones de los miembros informantes de las 

comisiones de las Honorables Cámaras del Congreso (Fallos: 

33:228; 100:51; 114:298; 115:186; 328:4655) y los debates 

parlamentarios (Fallos: 114:298; 313:1333) constituyen una 

valiosa herramienta para desentrañar la interpretación auténtica 

de una ley. 
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De ahí que la interpretación auténtica brindada por 

ambas Cámaras del Congreso, con más razón cuando ha recibido 

expreso tratamiento en el debate legislativo, pueda excluir de 

los sentidos posibles del texto aquellos que -según considera el 

legislador- no debieron haberse incluido, siempre que ello 

resulte razonable en los términos del artículo 28 de la Norma 

Suprema. 

5°) Que aplicando los criterios reseñados, cabe 

considerar que la innovación introducida por la Cámara de origen 

al tratar el proyecto remitido por la Cámara revisora, versaba 

sobre una de las disposiciones finales de la ley, ordenando que 

"en las áreas potencialmente protegidas por la presente ley, no 

se autorizará la realización de nuevas actividades hasta tanto 

no esté finalizado el inventario y definidos los sistemas a 

proteger. Ante la solicitud de nuevos emprendimientos, el 

IANIGLA (Instituto Argentino de Nivología, Glaciología y 

Ciencias Ambientales) priorizará 1a realización del inventario 

en el área en cuestión". 

Al momento de sancionar la Ley de Glaciares, se 

discutió en el Senado si la supresión de un artículo del 

proyecto revisado vulneraba el artículo 81 de la Constitución 

Nacional. Para descartar la objeción constitucional, la mayoría 

que aprobó la sanción de la ley 26.639 en esas condiciones se 

sustentó: 

a) en la existencia de una norma parlamentaria que aprobó 

un texto específico,  "acordado entre ambas Cámaras en 1995 en 

sentido similar al que la Constitución prevé para el veto 

parcial: es decir que el presidente de la República puede vetar 
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total o parcialmente un proyecto. De la misma manera, se acordó 

entre ambas Cámaras que la Cámara de origen podía aceptar, total 

o parcialmente, lo que la Cámara revisora hubiera modificado. 

Esto, incluso, fue incorporado expresamente en el Reglamento del 

Senado, en su artículo /77." (Secretario Estrada, p. 120 de la 

versión taquigráfica de las sesiones del 29 y 30 de septiembre 

de 2010). En la misma dirección, se expuso: "quiero señalar que 

esto no se trata solamente de la interpretación de algún debate, 

de algún senador o de algún antecedente que hubiera por allí 

sino que tiene que ver con una interpretación que las dos 

cámaras hicieron en el año 1995 y por la cual se suscribió un 

acta por sus autoridades" (Senador Sanz, p. 207 de la versión 

taquigráfica de las sesiones del 29 y 30 de septiembre de 2010); 

y 

b) en la práctica parlamentaria:  "estamos haciendo algo que 

hemos hecho de manera reiterada en esta Cámara. Muchas veces 

hemos excluido artículos que venían de la Cámara de Diputados. 

Hay antecedentes suficientes al respecto" (Senador Pichetto, p. 

206 de la versión tabigráfica de las sesiones del 29 y 30 de 

septiembre de 2010). 

El citado artículo 177 del reglamento de la Cámara de 

Senadores de la Nación ordena que "...Cuando un proyecto de ley 

vuelve al Senado como Cámara de origen con adiciones o 

correcciones, ésta puede aprobar o desechar la to¿alidad de 

dichas adiciones o correcciones, o aprobar algunas y desechar 

otras, no pudiendo en ningún caso introducir otras 

modificaciones que las realizadas por la Cámara revisora...". 
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El antecedente de la norma fue un acuerdo celebrado 

el 26 de octubre de 1995 entre ambas cámaras del Congreso 

Nacional "a fin de compatibilizar la interpretación del 

procedimiento previsto en el artículo 81 de la Constitución 

nacional" (Práctica Parlamentaria, •editado por el Instituto de 

Capacitación Parlamentaria de la Honorable Cámara de Diputados 

de la Nación, Buenos Aires, 1999, p. 275). En esa acta se acordó 

que cuando un proyecto de ley volvía a la Cámara de origen con 

adiciones o correcciones introducidas por la Cámara revisora, 

aquella podía aprobar algunas adiciones y desechar otras, mas no 

podía introducir nuevas modificaciones. 

En consecuencia, la reglamentación específica y la 

práctica parlamentaria se orientan en el sentido de convalidar 

lo actuado por la Cámara de origen, en la medida en que tal 

intervención no peca de irrazonable. Conviene recordar que "El 

acierto o error, el mérito o la conveniencia de las soluciones 

legislativas, no son puntos sobre los que al Poder Judicial 

quepa pronunciarse, solo casos que trascienden ese ámbito de 

apreciación para internarse en el campo de lo irrazonable, 

inicuo o arbitrario habilitan la intervención de los jueces" 

(Fallos: 340:1480, entre muchos otros). 

En mérito a lo dicho, es dable concluir que la 

eliminación realizada por el Senado no resulta de entidad tal 

que implique la falta de concurrencia de los requisitos mínimos 

e indispensables que condicionan la creación de la ley. 

6°) Que, sin perjuicio de ello, debe observarse que 

el control judicial requerido solo hubiese podido prosperar en 

la medida en que existiese una causa contenciosa. 
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En efecto, constituye inveterada doctrina de este 

Tribunal que sus pronunciamientos se encuentran condicionados a 

la presentación de "casos justiciables". Esta condición se 

configura cuando concurren dos recaudos: por una parte, debe 

tratarse de una controversia que persigue la determinación del 

derecho debatido entre partes adversas, fundado en un interés 

específico, directo, o inmediato atribuible al litigante; por 

otra, la causa no debe ser abstracta en el sentido de tratarse 

de un planteo prematuro o que hubiera devenido insustancial 

(Fallos: 307:2384, "Constantino Lorenzo", entre muchos otros). 

70) Que esta doctrina es aplicable a las acciones 

declarativas, dado que este procedimiento no tiene carácter 

simplemente consultivo, ni importa una indagación meramente 

especulativa (Fallos: 307:1379, "Santiago del Estero c/ Nación 

Argentina" reiterada en Fallos: 325:474; 326:4774, entre muchos 

otros). Su admisibilidad depende de que emerja un "caso" apto 

para la intervención de un tribunal de justicia, como ya sostuvo 

este Tribunal cuando por esta misma vía se impugnó la misma Ley 

de Glaciares (Fallos: 337:1540, "Cámara Minera de Jujuy"). Si 

bien no se requiere un daño efectivamente consumado, la acción 

declarativa tiene por finalidad precaver las consecuencias de un 

"acto en ciernes". Sobre la base de esta premisa, es necesario 

para la procedencia de acciones como la aquí entablada que: (i) 

medie actividad administrativa que afecte un interés legítimo; 

(ii) el grado de afectación sea suficientemente directo; y (iii) 

aquella actividad tenga concreción bastante (Fallos: 307:1379, 

"Santiago del Estero" ya citado, entre muchos otros). 



CSJ 140/2011 (47-B)/CS1 
ORIGINARIO  
Barrick Exploraciones Argentinas S.A. y otro c/ 
Estado Nacional s/ acción declarativa de 
inconstitucionalidad. 

(044 g99,0~, c17"..6. 

8°) Que la aplicación de la doctrina referida al 

"caso justiciable" lleva en el sub judice a rechazar el planteo 

de las actoras, en tanto no acreditaron interés jurídico 

suficiente respecto del perjuicio que podría acarrearles la 

eliminación de una cláusula que prohibía "nuevas actividades 

hasta tanto no esté finalizado el inventario y definidos los 

sistemas a proteger", limitando su cuestionamiento a la supuesta 

defensa de la mera legalidad, hipótesis que excede el marco de 

actuación del Poder Judicial (Fallos: 331:1364, "Zatloukal"). 

Esta Corte ya sostuvo en 1865 que si de la formulación de la 

petición no surge el agravio "no es una demanda, sino una 

consulta" (Fallos: 2:253, "Pérez"). 

En consecuencia, ante la falta de un agravio 

discernible respecto de una cuestión justiciable, cabe 

desestimar el planteo de inconstitucionalidad del trámite por el 

cual se aprobó la ley 26.639 y del procedimiento establecido en 

el artículo 177 del Reglamento de la Cámara de Senadores. 

9°) Que en atención al rechazo del planteo principal, 

corresponde seguidamente considerar la inconstitucionalidad que 

en subsidio se solicita en la demanda. Resulta entonces 

necesario individualizar cuál sería -y en qué consistiría- el 

"acto en ciernes" que se teme, no ya referido a la impugnación 

al procedimiento legislativo sino a la aplicación de la ley en 

sí. 

10) Que por las razones que a continuación se 

expondrán, cabe señalar que tampoco se acreditaron los 

requisitos de concreción del "acto en ciernes" que habilitan la 

procedencia de la acción declarativa respecto de este planteo 
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subsidiario. Ni las concesionarias ni la Provincia de San Juan 

probaron que concurriera un acto de ejecución de la norma que 

las afectara; en el caso de San Juan, tampoco explicó de qué 

forma la mera vigencia de la ley incidía en sus prerrogativas 

federales. 

11) Que por una parte, las concesionarias no 

individualizaron en ninguna de sus presentaciones un acto 

administrativo que aplicara las alegadas restricciones de la Ley 

de Glaciares (artículos 6°, 7°  y 15) a la concesión del 

emprendimiento minero Pascua Lama. De hecho, la ausencia de un 

"acto en ciernes" queda de manifiesto de los propios términos de 

la demanda en la que afirma que la Ley de Glaciares "habilita a 

la autoridad de aplicación a emitir actos administrativos que 

pongan en ejecución cualquiera de las normas cuestionadas de la 

ley, lo que podría abarcar y afectar amplias superficies de las 

concesiones mineras" (fs. 27 vta.). Para retomar las palabras de 

las actoras, no se está en presencia de un "acto en ciernes" 

sino de la "habilitación" legal para que -una vez cumplidas 

ciertas etapas que podrán concretarse o no- la autoridad de 

aplicación dicte el acto administrativo que pudiese corresponder 

de acuerdo a las alternativas que prevé la Ley de Glaciares. Por 

lo demás, esta conclusión no es novedosa en la jurisprudencia de 

este Tribunal en relación a la Ley de Glaciares. Ante la falta 

de realización del inventario, ya sostuvo en un precedente que 

la falta de precisión atinente a los recursos hídricos que 

quedarían protegidos obstaculizaba delinear el "acto en ciernes" 

que habilitaría la procedencia de una acción meramente 

declarativa (Fallos: 337:1540, "Cámara Minera de Jujuy"). 
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12) Que por otra parte, la Provincia de San Juan 

tampoco individualizó algún acto "en ciernes" del Estado 

Nacional dictado al amparo de la Ley de Glaciares que hubiera 

afectado sus prerrogativas provinciales. Esa carga resultaba 

necesaria porque el requisito de causa o controversia ha sido 

también aplicado a acciones declarativas en las que el Estado 

Nacional y alguna provincia han sido contrapartes. Así, en un 

supuesto en el que el Estado Nacional demandó a la Provincia del 

Neuquén para que se declarase la inconstitucionalidad de ciertos 

artículos de la constitución provincial referidos a la 

protección del ambiente, esta Corte sostuvo que el planteo 

resultaba improcedente "en la medida en que no se había 

demostrado la existencia de actividad alguna por parte de las 

autoridades provinciales que en forma actual ponga en peligro el 

derecho que se intenta ejercer" (Fallos: 333:487, considerando 

70). Se trataba -explicó el Tribunal- de un planteo abstracto de 

la Administración de Parques Nacionales porque no 

individualizaba ningún acto provincial que hubiera puesto en 

tela de juicio las facultades legales del Estado Nacional. 

Por aplicación de la misma regla atinente a la 

legitimación constitucional, este Tribunal sí consideró que se 

configuraba un caso judicial cuando el Estado Nacional acreditó 

la existencia de un acto administrativo de la Provincia del 

Neuquén por la que intimó al Estado Nacional a abstenerse de 

autorizar la pesca en el Parque Nacional "Laguna Blanca" (CSJ 

2517/2005 (41-A)/CS1, sentencia del 30 de diciembre de 2014). 

También resolvió que se encontraba acreditado la presencia de un 

"caso judicial" cuando la misma provincia planteó la invalidez 

de actos administrativos por los cuales el Estado Nacional había 
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registrado la personería jurídica de ciertas comunidades 

originarias (Fallos: 341:1148). 

13) Que a diferencia de aquellos supuestos, en el 

presente caso no se advierte algún "acto en ciernes" de las 

autoridades de aplicación de la norma que revelen los peligros 

denunciados. 

Frente a esta carencia, la invocación en abstracto 

por parte de la provincia de la regla que establece el dominio 

originario de sus recursos naturales (artículo 124) con el 

objeto de desvirtuar otra regla de igual jerarquía que establece 

el mandato al Estado Nacional de dictar los presupuestos mínimos 

ambientales para toda la Nación (artículo 41) genera una 

superflua e innecesaria tensión entre dos cláusulas 

constitucionales. 

Antes que buscar la confrontación de sus mandatos, 

los artículos 41 y 124 de la Constitución Nacional deben ser 

interpretados buscando adaptar la gestión de los recursos 

naturales a las directivas de la cláusula ambiental, para 

cumplir de la forma más fidedigna posible un mecanisnio propio 

del federalismo concertado que estableció el constituyente 

reformador de 1994. En ese marco, la tarea de concertación 

federal es primariamente de las autoridades políticas nacionales 

y provinciales, que deben conjugar intereses para potenciar el 

cumplimiento del texto constitucional, sin vaciar de contenido 

el modelo federal del Estado ni el proyecto ambiental de la 

Constitución. 

4 
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En este punto cabe recordar que el poder delegado a 

la Nación por las provincias de establecer los presupuestos 

mínimos ambientales no constituye una mera declaración teórica 

(Fallos: 329:2975), sino que el Estado Nacional recibió la 

facultad de instrumentar mediante ese tipo de leyes los medios 

para lograr el fin constitucional de "un ambiente sano, 

equilibrado, apto para el desarrollo humano" (artículo 41). 

14) Que al calibrar la densa y compleja tarea 

política que deben cumplir los actores del federalismo para 

coordinar eficazmente los intereses nacionales y provinciales en 

pos del mandato ambiental de la Constitución Nacional se 

advierte la inconveniencia de generar una prematura intervención 

judicial. 

De ahí la importancia de requerir que se acredite un 

acto (aunque sea en ciernes) que concretice la controversia para 

habilitar la intervención del Poder Judicial ante un potencial 

litigio entre el Estado Nacional y una provincia. De hecho, este 

Tribunal ya ha sostenido que en el marco del deslinde de 

competencias entre Nación y provincias -en un supuesto en el que 

se cuestionaban cláusulas ambientales de la constitución 

neuquina- la existencia de una "controversia" resulta "una 

exigencia" constitutiva de la vigencia del sistema federal, 

"dado el reconocimiento a la autonomía institucional que la 

Constitución Nacional acuerda a las provincias argentinas, y de 

la que el gobierno federal es garante" (Fallos: 333:487, 

considerando 10). 

De otra forma, se corre el riesgo de que con el 

ejercicio del control de constitucionalidad se intervenga en 



cuestiones de política ambiental que pueden ser resueltas por el 

diálogo federal antes que por la intervención de los jueces. 

15) Que a la luz de estas consideraciones, la 

colisión normativa entre derecho federal y derecho provincial 

por la mera vigencia de la Ley de Glaciares que plantea la 

Provincia de San Juan no alcanza para evidenciar cuál sería la 

incidencia de esa ley sobre la esfera de sus derechos y 

prerrogativas constitucionales. 

En efecto, la Ley de Glaciares prevé diferentes 

respuestas (que abarcan desde prohibiciones hasta el dictado de 

medidas adicionales de protección ambiental) y sujeta esos 

remedios a la decisión que adopten las autoridades de la norma 

sobre la base de condiciones previas (como la confección del 

Inventario Nacional de Glaciares y auditorías ambientales). La 

norma clasifica las actividades que podrían afectar los recursos 

hídricos protegidos de la siguiente forma: (I) nuevas 

actividades prohibidas, en el artículo 6°; (II) actividades 

prohibidas en ejecución, en el artículo 15; (III) actividades a 

evaluar; y (IV) actividades permitidas, ambas enumeradas en el 

artículo 7°. 

Según el tipo de actividad de que se trate, 'establece 

diferentes consecuencias. Para la segunda categoría, esto es las 

actividades prohibidas que al momento de la sanción de la ley ya 

se encontraban en ejecución, la Ley de Glaciares prevé que 

deberán someterse a una auditoría ambiental y "en caso de 

verificarse impacto significativo sobre glaciares o ambiente 

periglacial ... las autoridades dispondrán las medidas pertinentes 
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para que se cumpla la presente ley, pudiendo ordenar el cese o 

traslado de la actividad y las medidas de protección, limpieza y 

restauración que correspondan" (artículo 15). 

Resulta claro que en virtud del sistema previsto en 

la Ley de Glaciares, el desarrollo de su implementación exigirá 

de definiciones técnicas y de un esfuerzo hermenéutico por parte 

de otras autoridades. En esta instancia, un pronunciamiento del 

Tribunal sería prematuro y el resultado de una mera especulación 

teórica. 

1.6) Que conforme a lo evaluado en los considerandos 

10 a 15, debe concluirse que no hay inconstitucionalidad 

derivada del procedimiento de sanción de la ley cuestionada y 

que tampoco se acreditó una lesión a los derechos de los 

demandantes derivados de un acto de ejecución, aún en ciernes. 

17) Que sin perjuicio de ello, puede agregarse que 

cuando existen derechos de incidencia colectiva atinentes a la 

protección del ambiente -que involucran en los términos de la 

Ley de Glaciares, la posibilidad de estar afectando el acceso de 

grandes grupos de población al recurso estratégico del agua 

(artículo 1°)- la hipotética controversia no puede ser atendida 

como la mera colisión de derechos subjetivos. 

En efecto, la caracterización del ambiente como "un 

bien colectivo, de pertenencia comunitaria, de uso común e 

indivisible" (Fallos: 340:1695, "La Pampa, Provincia de c/ 

Mendoza, Provincia de" y 329:2316) cambia sustancialmente el 

enfoque del problema, que no solo debe atender a las 

pretensiones de las partes. La calificación del caso exige "una 
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consideración de intereses que exceden el conflicto bilateral 

para tener una visión policéntrica, ya que son numerosos los 

derechos afectados. Por esa razón, la solución tampoco puede 

limitarse a resolver el pasado, sino, y fundamentalmente, a 

promover una solución enfocada en la sustentabilidad futura, 

para lo cual se exige una decisión que prevea las consecuencias 

que de ella se derivan". El ambiente -ha dicho este Tribunal-

"no es para la Constitución Nacional un objeto destinado al 

exclusivo servicio del hombre, apropiable en función de sus 

necesidades y de la tecnología disponible, tal como aquello que 

responde a la voluntad de un sujeto que es su propietario" 

(Fallos: 340:1695, considerando 5°). 

Específicamente respecto del acceso al agua potable, 

ha dicho que es un derecho cuya tutela implica modificar una 

visión según la cual "la regulación jurídica del agua se ha 

basado en un modelo antropocéntrico, que ha sido puramente 

dominial al tener en cuenta la utilidad privada que una persona 

puede obtener de ella o bien en función de la utilidad pública 

identificada con el Estado_ El paradigma jurídico que ordena la 

regulación del agua es eco-céntrico, o sistémico, y no tiene en 

cuenta solamente los intereses privados o estaduales, sino los 

del mismo sistema, como bien lo establece la ley general del 

ambiente" (Fallos: 337:1361 y 340:1695). 

18) Que lo señalado en el considerando anterior es de 

particular relevancia en la medida en que la ley 26.639 

establece la "protección de los glaciares y del ambiente 

peri glacial con el objeto de preservarlos como reservas 

estratégicas de recursos hídricos para el consumo humano; para 
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la agricultura y como proveedores de agua para la recarga de 

cuencas hidrográficas; para la protección de la biodiversidad; 

como fuente de información científica y como atractivo 

turístico" (artículo 1°). Crea además el Inventario Nacional de 

Glaciares para "determinar los principales factores climáticos 

que afectan la evolución de las reservas estratégicas de 

recursos hídricos en el corto y largo plazo" e "identificar 

posibles impactos por la pérdida de las masas de hielo que 

podría tener sobre el manejo de los recursos hídricos y otras 

actividades humanas asociadas" (artículo 3°  y decreto 207/2011). 

La Ley de Glaciares puso al Instituto Argentino de 

Nivología, Glaciología y Ciencias Ambientales (IANIGLA) a cargo 

de la realización del señalado inventario (artículo 5°). En los 

estudios que precedieron a su elaboración, ese instituto 

evidenció la reducción de los glaciares en el sector 

cordillerano de nuestro país, advirtió las fluctuaciones 

frontales durante los últimos 120 años de distintos glaciares y 

señaló que, en la actualidad, el retroceso de los glaciares es 

un fenómeno generalizado en los Andes (Inventario Nacional de 

Glaciares y Ambiente Periglacial: Fundamentos y Cronograma de 

Ejecución. Documento preparado por el Instituto Argentino de 

Nivología, Glaciología y Ciencias Ambientales (IANIGLA). Unidad 

Ejecutora del Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y 

Técnicas (CONICET) en cumplimiento con lo establecido por la Ley 

26.639 de Presupuestos Mínimos para la Preservación de los 

Glaciares y del Ambiente Periglacial del 28 de Octubre de 2010, 

p. 14). 
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Que los múltiples objetivos que la Ley de 

Glaciares identifica para establecer la protección de las zonas 

de glaciares y periglaciares -entre las cuales vale nuevamente 

resaltar su función de reserva de agua para el consumo humano y 

el respeto de la biodiversidad (artículo 1°)- dan cuenta del 

alcance de la novedosa problemática ambiental que sus 

previsiones procuran afrontar. En efecto, el legislador conectó 

los efectos de ciertos procesos extractivos -más 

específicamente, la posible incidencia de la minería a gran 

escala en ciertas regiones del país- sobre la preservación y 

conservación de los glaciares como "reservas estratégicas" 

proveedoras de agua para el planeta (artículo 10 de la ley 

citada). Ante este tipo de mandas legislativas -y en la medida 

en que los derechos colectivos ambientales han de ser tomados en 

serio- forzosamente su operatividad abre novedosos ámbitos de 

deliberación política y responsabilidad jurídica insospechada 

pocas décadas atrás. De ahí la utilidad del diálogo constructivo 

al que alude -entre Nación y provincias- el concepto de 

federalismo concertado acuñado en la cláusula ambiental de la 

Constitución Nacional. 

Que esta lectura se inscribe en el consenso 

internacional que aprobó el Acuerdo de París en 2015, 

ratificado por la República Argentina en 2016, sobre 

calentamiento climático. 

En su texto se tuvo presente que para dar una 

respuesta "progresiva y eficaz a la amenaza apremiante del 

cambio climático" debía reconocerse la "importancia de evitar, 

reducir al mínimo y afrontar las pérdidas y los daños 
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relacionados con los efectos adversos del cambio climático, 

incluidos los fenómenos meteorológicos extremos y los fenómenos 

de evolución lenta, y la contribución del desarrollo sostenible 

a' la reducción del riesgo de pérdidas y daños (artículo 8°  del 

Acuerdo de París, 12 de diciembre de 2015, 21a Conferencia de 

las Partes (COP) de la Convención Marco de Naciones Unidas sobre 

Cambio Climático). 

21) Que, así, la perspectiva global emergente del 

derecho del cambio climático invita a reforzar la visión 

policéntrica propuesta para los derechos colectivos al tiempo 

que evidencia la dificultad del proceso bilateral tradicional 

para responder a la problemática ambiental. 

En ese sentido el Acuerdo de París también señala en 

sus considerandos la utilidad que puede revestir el concepto de 

"justicia climática" entendida como la perspectiva que intenta 

integrar una multiplicidad de actores par:a abordar de manera más 

sistémica la protección de los ecosistemas y la biodiversidad. 

Es por ello que frente a las previsiones de la Ley de 

Glaciares que apuntan a proteger derechos de incidencia 

colectiva -y de un carácter especialmente novedoso-, los jueces 

deben ponderar que las personas físicas y jurídicas pueden 

ciertamente ser titulares de derechos subjetivos que integran el 

concepto constitucional de propiedad, amparados en los términos 

y con la extensión que les reconoce el ordenamiento jurídico y 

la jurisprudencia de este Tribunal. Mas también deben considerar 

que ese derecho individual debe ser armonizado con los derechos 

de incidencia colectiva (artículos 14 y 240 del Código Civil y 

Comercial de la Nación) para asegurar que el ejercicio de la 



industria lícita sea sustentable (artículos 1°, 2°  y 4°  de la 

Ley General del Ambiente 25.675). Todo ello en consideración de 

los objetivos generales de bien común, COMO aquel que la 

comunidad internacional ha trazado para garantizar "modalidades 

de consumo y producción sostenibles" en la Agenda 2030 sobre 

Desarrollo Sostenible aprobado por la Organización de Naciones 

Unidas el 25 de septiembre de 2015 (A/RES/70/1 de la Asamblea 

General de las Naciones Unidas, objetivo 12). 

En suma, el juicio de constitucionalidad de un 

posible acto lesivo derivado de la ley 26.639 -acreditada que 

fuera la existencia de una causa judicial- debe ser analizado en 

el contexto de ponderación de los diversos derechos y bienes 

involucrados. 

22) Que cabe finalmente señalar que para que ello sea 

posible se requiere de una actividad por parte del Estado que 

traiga certeza a la resolución de las posibles controversias 

ambientales. Sin embargo, el Poder Ejecutivo incurrió en una 

demora de más de siete años en cumplir con el mandato específico 

del Congreso Nacional de confeccionar dentro del plazo cierto de 

180 días el Inventario Nacional de Glaciares para las zonas 

prioritarias (artículo 15 de la ley 26.639). La Ley de Glaciares 

se publicó en el Boletín Oficial el 28 de octubre de 2010, mas 

hubo de esperar hasta el 22 de febrero de 2016 para que el Poder 

Ejecutivo dictara el procedimiento técnico general de regulación 

del Inventario Nacional de Glaciares (resolución SAyDS 

1141/2015). Esta dilación en la puesta en funcionamiento de la 

ley cobra especial gravedad cuando el objetivo que tuvo en miras 

la voluntad legislativa fue la protección de bienes con un valor 
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ambiental, económico y social crítico para la población actual y 

las generaciones futuras. 

23) Que en síntesis de todo lo expuesto, la demanda 

iniciada por Barrick Exploraciones Argentinas S.A. Y 

Exploraciones Mineras Argentinas S.A. resulta inadmisible porque 

no demuestra que la Ley de Glaciares les cause un agravio 

discernible respecto de una cuestión justiciable. 

En efecto, el planteo referido a la violación del 

debido proceso legislativo exige recordar que la jurisprudencia 

de este Tribunal establece que no constituye cuestión 

justiciable lo atinente al procedimiento adoptado por el Poder 

Legislativo para la formación y sanción de las leyes, salvo el 

supuesto de incumplimiento de los requisitos constitucionales 

mínimos e indispensables que condicionan la creación de la ley. 

Para configurar la justiciabilidad de la cuestión, resultaba 

entonces dirimente acreditar el señalado incumplimiento, máxime 

cuando los actores reeditaban una cuestión que había sido 

tratada en el debate del Senado y desestimada a la luz del 

reglamento de esa cámara y de los antecedentes legislativos que 

señalaron los legisladores (considerandos 1° a 5°). Ello, sin 

perjuicio de observar que tampoco surge de la demanda la 

existencia de un agravio -en los términos en que lo exigen los 

presupuestos de admisibilidad de una acción declarativa- causado 

por un "acto en ciernes" ya sea respecto de la impugnación del 

procedimiento legislativo (considerandos 6°  a 8°) o respecto de 

la aplicación de la ley (considerandos 9°  a 11). 

Respecto de la Provincia de San Juan el planteo 

tampoco supera ese umbral. No individualizó ningún "acto en 
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ciernes" del Estado Nacional dictado al amparo de la Ley de 

Glaciares por el que se hubiera afectado sus prerrogativas 

provinciales. El artículo 41 -que establece las facultades 

federales de dictar los presupuestos mínimos ambientales- y el 

124 -que afirma el dominio originario de las provincias sobre 

sus recursos naturales- deben ser interpretados buscando la 

adaptación de la gestión de los recursos naturales para cumplir 

de la forma más fidedigna posible el proyecto ambiental de 

federalismo concertado que establece la Constitución Nacional. 

Esa tarea de interpretación constitucional es primariamente de 

las autoridades federales y provinciales, que deben conjugar 

intereses en el plano del debate político para potenciar el 

cumplimiento del texto constitucional, sin vaciar de contenido 

el modelo federal del Estado ni el proyecto ambiental de la 

Constitución (considerandos 12 a 16). Finalmente, cuando existen 

a la protección del 

la Ley de Glaciares, 

de grandes grupos de 

derechos de incidencia colectiva atinentes 

ambiente -que involucran en los términos de 

la posibilidad de estar afectando el acceso 

población al recurso 

controversia no puede 

estratégico del agua- la hipotética 

ser atendida como. la  mera colisión de 

derechos subjetivos, sino que debe ser abordada desde una 

perspectiva que integra de manera sistémica la protección de los 

ecosistemas y la biodiversidad (considerandos 17 a 22). 

Por ello, se resuelve: I) Rechazar la demanda interpuesta 

por Barrick Exploraciones Argentinas S.A. y Exploraciones 

Mineras Argentinas S.A., con costas. II) Rechazar la demanda 

interpuesta por la Provincia de San Juan, con costas en el orden 
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causado (artículo 10  del decreto 1204/2001). Notifíquese 

oportunamente, archívese. 
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-//-TO DEL SEÑOR PRESIDENTE DOCTOR DON CARLOS FERNANDO 

ROSENKRANTZ  

Resulta: 

I) A fs. 13/82, Barrick Exploraciones Argentinas S.A. 

y Exploraciones Mineras Argentinas S.A. (en adelante, "las 

concesionarias"), en su condición de titulares de concesiones 

para la exploración y explotación del sector argentino del 

proyecto binacional denominado "Pascua Lama", interpusieron una 

acción declarativa contra el Estado Nacional a fin de que se 

declarase la nulidad de la ley 26.639 que estableció el Régimen 

de Presupuestos Mínimos para la Preservación de los Glaciares y 

del Ambiente Periglacial (en adelante, la "Ley de Glaciares"). 

En subsidio, las concesionarias solicitaron la 

inconstitucionalidad de los artículos 2°, 3°, 5°, 6°, 7°  y 15 de 

la Ley de Glaciares. Asimismo, las actoras pidieron la concesión 

de una medida cautelar de no innovar que suspendiera la 

aplicación de la Ley de Glaciares. 

A los fines de fundar el pedido de declaración de 

nulidad de la Ley de Glaciares, las concesionarias cuestionaron 

el procedimiento legislativo que dio lugar a la sanción de dicha 

ley. Sostuvieron que la Cámara de Senadores, al conocer por 

reenvío el proyecto de ley que le había dado origen, no podía 

suprimir un artículo que la Cámara de Diputados había agregado 

en su calidad de Cámara revisora. Alegaron que el Senado solo 

podía —de acuerdo con el régimen previsto en el artículo 81 de 

la Constitución Nacional— (a) insistir en el proyecto original o 

(b) aprobar, sin modificaciones, el proyecto de la Cámara de 

Diputados. Sin embargo, según las actoras, el Senado ejerció una 

-33- 



opción que no está prevista en el artículo 81 de la Constitución 

Nacional y que, por ende, tornaría nula la Ley de Glaciares. 

También solicitaron que se declarara la inconstitucionalidad del 

artículo 177 del Reglamento del Senado por contradecir el 

artículo 81 de la Constitución Nacional, en el caso en que se 

afirmase que la sanción parcial referida encuentra fundamento en 

dicho artículo según el cual "_cuando un proyecto de ley vuelve 

al Senado como Cámara de origen con adiciones o correcciones, 

ésta puede aprobar o desechar la totalidad de dichas adiciones o 

correcciones, o aprobar algunas y desechar otras, no pudiendo en 

ningún caso introducir otras modificaciones que las realizadas 

por la Cámara revisora. En tal caso se omitirá la votación en 

general". 

En relación con el pedido de declaración de 

inconstitucionalidad de la Ley de Glaciares, las actoras 

sostuvieron que la referida ley configuraba un exceso en el 

ejercicio de las competencias federales de regulación de los 

presupuestos mínimos de protección del ambiente toda vez que, en 

violación del artículo 41 de la Constitución Nacional, no 

permite a las provincias la emisión de normativa ambiental 

complementaria más rigurosa. Además, indicaron que el artículo 

6°  de la Ley de Glaciares —que prohíbe ciertas actividades—

regula la gestión de los recursos naturales provinciales en 

violación del artículo 124 de la Constitución Nacional. 

Asimismo, las actoras alegaron que los artículos 

impugnados de la Ley de Glaciares violaban sus derechos de 

propiedad sobre sus concesiones mineras adquiridos bajo las 

normas del Código de Minería (artículo 17 de la Constitución 
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Nacional) y a trabajar y ejercer toda industria lícita (artículo 

14 de la Constitución Nacional). En este sentido, indicaron que 

la categórica e irrazonable prohibición establecida mediante el 

artículo 6°  de la Ley de Glaciares —en cuanto dispone la 

abrogación lisa y llana de una actividad lícita y la posibilidad 

de que se efectúen estudios y/o análisis que demuestren la 

inexistencia de impactos significativos— implica la manifiesta 

transgresión de la garantía constitucional de industria y 

trabajo. En relación con el artículo 15 de la Ley de Glaciares 

sostuvieron que obliga a las actividades mineras que, al momento 

de su sanción, se encontraren en ejecución sobre glaciares y 

periglaciares a someterse a una nueva auditoría y que, en el 

caso de verificarse impacto significativo sobre glaciares o 

ambiente periglaciar, podía ordenarse una medida adicional de 

protección ambiental, el cese o el traslado. Según las actoras, 

la nueva regulación afectaba de este modo los derechos 

adquiridos de exploración y explotación minera de Pascua Lama en 

los términos y condiciones del estudio de impacto ambiental 

aprobado por las autoridades provinciales competentes. 

Finalmente, las demandantes argumentaron que la Ley 

de Glaciares violaba sus derechos amparados por las 

disposiciones del Tratado de Integración y Complementación 

Minera, su Protocolo Complementario y, específicamente, el 

Protocolo Adicional que tienen jerarquía superior a las leyes de 

la Nación. En especial, indicaron que el artículo 6°  de la Ley 

de Glaciares, en cuanto discrimina la actividad de explotación 

minera, violaría el artículo 1° del tratado antes referido y los 

artículos 1°, 2° y 30  de su Protocolo Adicional. 
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A fs. 102/106 vta., el juez federal de San Juan 

resolvió hacer lugar a la medida cautelar solicitada por las 

actoras y dispuso la suspensión de los artículos 2°, 3°, 5°, 6°, 

7°  y 15 de la Ley de Glaciares para el ámbito del emprendimiento 

"Pascua Lama" de la Provincia de San Juan y a fs. 110, a pedido 

de las actoras, ordenó la citación de la Provincia de San Juan. 

A fs. 153/216, la Provincia de San Juán solicitó 

intervenir como litisconsorte activo y sostuvo que coincidía con 

los argumentos expuestos por la actora con fundamento 

sustancialmente en los artículos 41 y 124 de la Constitución 

Nacional, en la ley 25.675, en la Constitución provincial y en 

otras disposiciones locales. También sostuvo que, según las 

normas de derecho sustancial, pudo haber demandado directamente 

como actora o bien comparecido como tercero voluntario en los 

términos del artículo 90 del Código Procesal Civil y Comercial 

de la Nación. Indicó que, si pudo obrar de ese modo, podía 

participar como parte plena y litisconsorte principal en un 

proceso en el cual se dirime nada menos que las atribuciones 

constitucionales provinciales sobre preservación y protección 

del medio ambiente, la disposición y manejo de los recursos 

naturales y el ejercicio de su jurisdicción. Pidió, 'asimismo, 

que se declarara la competencia originaria de esta Corte y se 

concediera una medida cautelar de no innovar por medio de la 

cual se dispusiera la suspensión de la aplicación de la 

totalidad de las disposiciones de la Ley de Glaciaes. Para 

fundar su pedido, entendió que la Ley de Glaciares alteraba la 

jurisdicción local, afectaba la autonomía provincial y el 

sistema federal y conculcaba las facultades no delegadas de la 
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provincia y su competencia en materia de protección del medio 

ambiente y disposición de sus recursos naturales. 

En lo sustancial, la Provincia de San Juan coincidió 

con las actoras en cuanto a la pretensión de que se declarara la 

nulidad de la Ley de Glaciares por haber sido sancionada al 

margen del procedimiento legislativo que establece la 

Constitución Nacional. También en cuanto alegaron que las 

señaladas disposiciones de la Ley de Glaciares —a las que agregó 

los artículos 9°  ("autoridad de aplicación") y 10 ("funciones")—

violaban los artículos 41 y 124 de la Constitución Nacional. 

La provincia explicó que el artículo 41 de la 

Constitución Nacional deslindó la competencia en materia 

ambiental entre el Estado Federal y las provincias de forma tal 

que el Congreso Nacional únicamente puede regular los 

presupuestos mínimos pero no puede dictar "una ley ordinaria que 

regule la totalidad de la materia" (fs. 166). Sostuvo que la Ley 

de Glaciares no es de presupuestos mínimos sino de máxima 

normatividad y "no ha dejado espacio alguno" para la provincia 

para regular, complementar, desarrollar dicha materia en 

relación con su propia jurisdicción, recursos y territorio (fs. 

166 vta.). 

Respecto del artículo 124 de la Constitución 

Nacional, la Provincia de San Juan entendió que el Estado 

Nacional tiene prohibido disponer o gestionar recursos que 

pertenecen a las provincias sin su consentimiento. Según la 

provincia, la Ley de Glaciares colisiona con los artículos 113, 

117 y 118 de la Constitución de San Juan e interfiere, por lo 

tanto, con la forma en que la provincia ha resuelto gestionar 



sus recursos naturales a través de la confección de un 

inventario provincial de glaciares en el marco de la ley 8144 de 

protección de glaciares locales y de su decreto reglamentario 

899/2010. 

A fs. 221/223, el juez federal incorporó al 

Estado provincial al proceso en virtud de considerarlo 

litisconsorte principal en los términos de los artículos 90, 

inciso 2°  y 91, segundo párrafo, de la ley adjetiva (ver fs. 

222, segundo párrafo), declaró su incompetencia y ordenó la 

remisión de las actuaciones a esta Corte a los efecto de que se 

continuara con su trámite ante la instancia prevista en el 

artículo 117 de la Constitución Nacional. 

A fs. 364/391, el Estado Nacional solicitó que se 

revocara la medida cautelar concedida a fs. 102/106 vt:a. 

A fs. 416/419, esta Corte Suprema resolvió, entre 

otras cuestiones, declarar su competencia para conocer en esta 

causa por vía de la instancia originaria prevista en los 

artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional ,  y correr 

traslado al Estado Nacional de la demanda interpuesta y de la 

pretensión introducida por la Provincia de San Juan. A los fines 

de fundar su competencia originaria, esta Corte s9stuvo que 

correspondía reconocerle a la Provincia de San Juan "la 

condición de parte sustancial en virtud del interés directo que 

tiene en el litigio" (considerando 2°). 

A fs. 477/480, esta Corte Suprema —entre otras 

cuestiones— resolvió revocar por contrario imperio la medida 
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cautelar ordenada por el juez federal y dispuso su 

levantamiento. 

VIII) A fs. 973/1040, el Estado Nacional contestó la 

demanda. Sostuvo "de manera preliminar" que el planteo de las 

actoras resultaba abstracto porque sus derechos subjetivos no 

habían sido vulnerados ya que no existía un acto concreto de 

ejecución de la Ley de Glaciares a su respecto, lo que impedía 

la intervención del Poder Judicial (fs. 973/1040, en especial 

fs. 973 vta./977 vta.). Explicó que las demandantes no aportaron 

ningún elemento que "permita inferir la vinculación existente 

entre la tacha de inconstitucionalidad que formulan y su 

situación concreta" (fs. 975 vta.). Para demostrar la mera 

"especulación teórica" que traducía la demanda, hizo notar que 

al tiempo en que contestaba la demanda la actividad minera de 

las concesionarias se encontraba en pleno desarrollo (fs. 975 

vta. y 976). 

Respecto de la vía elegida, alegó que la acción 

declarativa no era la vía procedente ya que no se reunían los 

recaudos para su admisibilidad. Señaló que bastaba una lectura 

de la demanda para advertir que las litisconsortes no se veían 

afectadas por ninguna incertidumbre y el planteo evidenciaba 

solamente su disconformidad con el régimen establecido por la 

Ley de Glaciares. Agregó que, al no acreditarse tal estado de 

incertidumbre, no era posible alegar ningún perjuicio que se 

derivara de él. Finalmente, sostuvo que la accionante no había 

expresado los motivos por los cuales las otras vías procesales 

previstas por nuestro sistema legal no le resultaban aptas para 
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hacer valer los derechos que se le habrían lesionado (fs. 977 

vta. a 979 vta.). 

Seguidamente, el Estado Nacional contestó los 

planteos de fondo de la demanda. Señaló que el cuestionamiento 

de nulidad en base a los defectos alegados en el proceso 

legislativo de sanción de la Ley de Glaciares no podía 

prosperar, pues ese procedimiento era ajeno a las facultades 

jurisdiccionales de los tribunales. Resaltó que ello era notorio 

en el caso ya que los senadores habían evaluado y resuelto de 

manera fundada la eliminación de un artículo. Observó, además, 

que el artículo suprimido del proyecto de ley implicaba 

prohibiciones más gravosas para las concesionarias y para la 

provincia que aquellas restricciones obrantes finalmehte en el 

texto aprobado. Por ello, sostuvo que no se advertía cuál era el 

agravio real que pudieran tener las actoras si, en definitiva, 

el texto denunciado por ellas suponía una prohibición mayor a la 

contemplada en el texto aprobado. Indicó que, en el trámite 

legislativo, la Cámara de Senadores había aprobado las 

modificaciones a su proyecto —a excepción del artículo 

eliminado— con la misma mayoría que lo había hecho la cámara 

revisora. Por último, alegó que ese artículo —que constituía 

además una disposición transitoria— no alteraba el espíritu del 

proyecto de ley aprobado en ambos recintos (fs. 993/997 vta.). 

En cuanto a la inconstitucionalidad de las normas 

señaladas de la Ley de Glaciares, la demandada alegó que 

constituían el presupuesto mínimo ambiental y que no violaban la 

autonomía provincial. En este sentido, explicó que el artículo 

11 de la Ley de Glaciares resguarda la jurisdicción lócal para 
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establecer las sanciones a su incumplimiento y que la norma no 

configura una prohibición absoluta y persecutoria de la 

actividad minera sino que se limita a restringir la actividad 

económica que puede afectar el recurso hídrico protegido 

dependiendo del lugar en el que se emplace y atendiendo a la 

previa determinación de la autoridad de aplicación. Agregó que 

no podía configurarse la violación a un derecho adquirido cuando 

el propio Código de Minería dictado al amparo del artículo 75 

inciso 12 de la Ley Suprema prevé que las explotaciones deben 

sujetarse a las reglas de conservación del ambiente (artículo 

232 del Código de Minería entre otros citados, fs. 979 

vta./1040). 

A fs. 1116, esta Corte tuvo por contestada la 

demandá y resolvió, entre otras cuestiones, que se corriera 

traslado del planteo efectuado por el Estado Nacional relativo a 

la ausencia de caso, causa o controversia y de la documentación 

acompañada a las concesionarias y a la Provincia de San Juan. 

A fs. 1120/1126 vta., las concesionarias 

contestaron el traslado conferido con motivo de la defensa 

preliminar concerniente al carácter abstracto de la demanda. 

Indicaron que, al tratarse de una acción declarativa, no se 

requería la existencia de un daño concreto sino de un peligro 

cierto e inminente de que este se producirá. Observaron que, de 

haberse configurado un perjuicio, habrían solicitado una 

reparación del daño en lugar de una declaración de 

inconstitucionalidad. En ese sentido, sostuvieron que al momento 

de realizarse el Inventario Nacional de Glaciares (en adelante, 

el "ING") claramente existirá un "caso judicial" pero ya no será 



una acción meramente declarativa, pues ya nada habrá que 

declarar en ese momento en que el daño estará consumado si el 

Proyecto Pascua Lama queda ubicado en las zonas prohibidas por 

la Ley de Glaciares. Remarcaron que la provincia ya había 

confeccionado su propio inventario de glaciares que había sido 

remitido al Estado Federal "a fin de adelantar el cumplimiento 

del inventario que el ente nacional debe efectuar de acuerdo a 

la ley de presupuestos mínimos" (fs. 1122 vta.) y solicitaron 

que el Instituto Argentino de Nivología, Glaciología y Ciencias 

Ambientales (en adelante, el "IANIGLA") informara acerca del 

estado de avance de ese relevamiento. 

XI) A fs. 1128/1151, la Provincia de San Juan 

contestó el traslado ordenado por esta Corte. En relación con el 

planteo de ausencia de "caso", sostuvo que el perjuicio que 

experimentaba no era "conjetural" o "teórico" sino que era 

actual en tanto la mera sanción de la Ley de Glaciares configura 

un avance de la Nación sobre las facultades propias de la 

provincia. Sostuvo que se trataba de una de las típicas 

controversias reservada por la Constitución para el tratamiento 

originario de la Corte, esto es, la evidente colisión de 

derechos entre los Estados Provinciales y el Estado Nacional en 

el ejercicio de sus facultades constitucionales. Indicó que nada 

más concreto, cierto, tangible y actual que el avasallamiento en 

que incurrió el Estado Nacional al sancionar una ley que, en un 

excesivo ejercicio de facultades y arrogándose como propias 

atribuciones que no lo son, reglamenta disposiciones que 

conculcan facultades y derechos originarios e indelegables de la 

provincia que le garantizan el dominio de sus recursos naturales 
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y la posibilidad de establecer las pautas que considera 

razonables para el ejercicio del poder de policía en materia de 

medio ambiente dentro de una esfera que le es propia y 

excluyente. Alegó que los glaciares de todo tipo y terreno son 

recursos de dominio originario, inalienable e imprescriptible de 

la Provincia de San Juan (conf. artículos 124 de la Constitución 

Nacional y 113 de la Constitución provincial) y la competencia 

para regularlos y disponer de ellos no es de la Nación ni 

siquiera a título de "presupuestos mínimos" sino de la provincia 

en forma exclusiva y excluyente. Con posterioridad, reiteró sus 

argumentos relativos a la inconstitucionalidad de ciertos 

artículos de la Ley de Glaciares. 

Posteriormente, esta Corte solicitó al 

Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sustentable de la Nación que 

indicara cuál era el grado de realización del ING ordenado en el 

artículo 30  de la Ley de Glaciares (fs. 1163). El referido 

ministerio informó que el cronograma para la confección del 

inventario preveía tres niveles de relevamiento y que para ese 

entonces el primer nivel se encontraba en la fase inicial (fs. 

1168, 1172 y decreto reglamentario 207/2011). Respecto de las 

diferentes sub-cuencas correspondientes a los ríos Jáchal y San 

Juan en la Provincia de San Juan, manifestó que se encontraban 

en un estado avanzado pero aún pendiente de revisión técnica 

(fs. 1184). 

A fs. 1203/1244, el Estado Nacional informó 

que, mediante resolución 358/2018 del entonces Ministerio de 

Ambiente y Desarrollo Sustentable, se había publicado el Primer 

ING de la República Argentina. 



A fs. 1246/1259 vta., las concesionarias presentaron 

un escrito en el cual ampliaron los fundamentos relativos a la 

existencia de caso judicial expresados en el curso de este 

proceso. Sostuvieron que el Estado Nacional ya había 

confeccionado el ING y la provincia había cumplido con la 

auditoría del artículo 15 de la Ley de Glaciares y concluido que 

los proyectos Pascua Lama y Minera Veladero "no afectan ninguna 

de las geoformas protegidas, por lo que (_) las actividades de_ 

(su)_representada en nada afectan el ING". Sin embargo, 

indicaron que la existencia de caso judicial no depende, única 

ni exclusivamente, de que el IANIGLA haya confeccionado el ING, 

ni de cuáles sean los resultados de este (fs. 1247 vta.). 

Afirmaron que su demanda no se trata de una indagación meramente 

teórica, consultiva o especulativa dado que su mandante es una 

empresa minera, debidamente instalada en el país y con un 

proyecto actualmente en marcha y en plena ejecución, que "podría 

verse afectado en cualquier momento por el peligro 'en ciernes' 

que generan los artículos 2°, 6°  inc. c) y 7°  de la Ley de 

Glaciares" (fs. 1258). Alegaron que la confección del ING no 

modifica el planteo original dado que dicho inventario es un 

relevamientooregistro,unásuertede de una 

situación en un determinado momento, que determina dónde están 

actualmente los glaciares y las "geoformas periglaciares" 

(artículo 3°). Pero, para las concesionarias, "en modo alguno el 

ING es un valladar que ponga a mi parte a cubierto de los daños 

que podría experimentar en caso de que alguna autoridad, 

nacional o provincial, con fundamento en los términos vagos o 

imprecisos de la Ley de Glaciares, entendiera que mi parte está 
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llevando adelante la explotación minera en un lugar prohibido" 

(fs. 1258 vta.). 

Considerando que: 

10) A los fines de delimitar el thema decidendum es 

importante destacar que, en el estado procesal actual del 

expediente, este Tribunal debe resolver la defensa de falta de 

caso interpuesta por el Estado Nacional y que fue objeto del 

traslado ordenado a fs. 1116. 

2°) En relación con la defensa de falta de caso, 

corresponde señalar que tanto el planteo de nulidad como el de 

inconstitucionalidad de la Ley de Glaciares fueron ventilados 

por las actoras en el marco de una acción meramente declarativa 

interpuesta en los términos del artículo 322 del Código Procesal 

Civil y Comercial de la Nación. Por lo tanto, el control 

judicial requerido a esta Corte en autos solo puede ser ejercido 

en la medida en que se encuentren satisfechos los requisitos a 

los que se encuentra sujeta la procedencia de este tipo de 

acciones. 

3°) Como lo ha dicho de manera invariable esta Corte, 

la acción declarativa de certeza debe responder a una "causa" o 

"caso contencioso" (artículos 116, Constitución Nacional, 2°, 

ley 27), no pudiendo tener un carácter simplemente consultivo ni 

importar una indagación meramente especulativa (Fallos: 

307:1379; 325:474; 328:502; 341:289; voto de los jueces Highton 

de Nolasco y Rosenkrantz en Fallos: 341:101, entre muchos 

otros). El sometimiento riguroso del control judicial sobre las 

actividades ejecutiva y legislativa a la existencia de "un caso" 
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o "controversia judicial" se funda en la necesidad de preservar 

el principio de división de poderes, lo que excluye la 

posibilidad de dar trámite a pretensiones en las cuales la 

aplicación de las normas o actos de los otros poderes no hayan 

dado lugar a un litigio contencioso para cuyo fallo se requiera 

el examen del punto constitucional propuesto (Fallos: 325:474 y 

sus citas). 

4°) En el contexto de una acción declarativa como la 

que aquí se plantea, la configuración del caso judicial exige 

que la pretensión tenga por finalidad precaver las consecuencias 

de un "acto en ciernes" —al que se le atribuye ilegalidad o 

arbitrariedad manifiesta— y fijar las relaciones legales que 

vinculan a las partes en conflicto (Fallos: 307:1379; 310:606; 

325:474; 328:502, 3586; 330:3109; 340:1338; 341:289, entre 

otros). 

Desde esta premisa y después de subrayar que no se 

requiere un daño efectivamente consumado, esta Corte ha exigido 

como requisitos de procedencia de la vía procesal intentada: a) 

que medie actividad administrativa que afecte un interés 

legítimo; b) que el grado de afectación sea lo suficientemente 

directo; y c) que aquella actividad tenga concrecióh bastante 

(confr. Fallos: 307:1379; 325:474; 328:502, 3586; 340:1338, 

entre otros). 

5°) Es de destacar que la inexistencia de actividad 

administrativa no implica, de forma automática, la improcedencia 

de la acción declarativa. En efecto, la sitLiación de 

incertidumbre que afecta al ejercicio de un derepho puede 
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derivarse de un contexto normativo o administrativo que el 

peticionario puede tener legítimo interés en esclarecer de forma 

inmediata, sin estar obligado a propiciar o soportar un acto 

administrativo que concrete su agravio. Sin embargo, en casos de 

esta naturaleza es el actor quien debe acreditar que esa 

incertidumbre afecta de modo directo sus derechos, a través de 

la exposición de los presupuestos de la acción y la demostración 

de que concurren en el caso. Así, debe hacer manifiesta la 

existencia de una actividad o un contexto normativo que, en 

forma actual, ponga en peligro el o los derechos invocados o les 

cause lesión con concreción suficiente para justificar la 

actuación del Poder Judicial (confr. voto de los jueces Highton 

de Nolasco y Rosenkrantz en Fallos: 341:101, considerando 9°; 

disidencia del juez Rosenkrantz en Fallos: 341:1017 y sus 

citas). 

6°) Partiendo de estas premisas, corresponde analizar 

si, en autos, se presenta un caso contencioso entre el Estado 

Nacional y las concesionarias y/o entre el Estado Nacional y la 

Provincia de San Juan que habilite el ejercicio de la 

jurisdicción de esta Corte. Dicho análisis debe hacerse por 

separado teniendo en cuenta la diferente naturaleza de los 

agravios invocados por cada uno de los litisconsortes. 

7°) En relación con las concesionarias, resulta 

palmario que los requisitos a los que se encuentra supeditada la 

procedencia de una acción declarativa de certeza no se 

encuentran cumplidos en el sub lite. 

En primer lugar, las concesionarias no han probado 

actividad administrativa alguna de parte de las autoridades 
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nacionales que tenga concreción bastante y afecte de un modo 

suficientemente directo un interés legítimo suyo. En efecto, del 

expediente no resultan los extremos que las concesionarias 

debían demostrar, a saber: la lesión o amenaza que podría 

afectar en grado suficientemente concreto sus derechos. Por el 

contrario, nada parece perturbar —de acuerdo al relato de las 

actoras— el normal funcionamiento de su actividad minera. 

Más aun, la ausencia de un "acto en cierhes" surge 

evidente de los propios términos de los escritos presentados por 

las concesionarias a lo largo del expediente. 

En la demanda —que fue interpuesta con anterioridad a 

la confección del ING— las concesionarias sostuvierón que "la 

gran amplitud con que la LG define a los glaciares y al ambiente 

periglacial, en su artículo 2°, habilita a la autoridad de 

aplicación a emitir actos administrativos que pongan en 

ejecución cualquiera de las normas cuestionadas de la ley, lo 

que podría abarcar y afectar amplias superficies de las 

Concesiones Mineras sobre las cuales BEASA y EMASA poseen 

derechos mineros" (fs. 27 vta.). Luego de la realización del 

ING, las concesionarias modificaron su entendimiento acerca de 

la existencia de un "caso judicial". A fs. 1247 sostuvieron que 

—si bien los proyectos en ejecución en Pascua Lama y Veladero no 

afectan las geoformas protegidas por la Ley de Glaciares—

igualmente podrían verse afectadas en dos situaciones:, (i) en el 

caso de querer desarrollar nueva minería (fs. 1247 vta.) o (ii) 

en el supuesto que, en el futuro, "alguna autoridad, nacional o 

provincial, con fundamento en los términos vagos e imprecisos de 

la Ley de Glaciares, entendiera que mi parte estl llevando 
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adelante la explotación minera en un lugar prohibido" (fs. 1258 

vta.). 

Como puede apreciarse, las concesionarias se han 

agraviado del hecho de poder verse afectadas por la Ley de 

Glaciares en el caso de querer desarrollar nueva actividad 

minera o en el supuesto de que se modificara el ING y se 

entendiera que están desarrollando la explotación minera en un 

lugar prohibido. Como surge palmario, el agravio invocado por 

las concesionarias no pasa de ser un planteo meramente 

conjetural pues su concreción depende de hechos futuros 

contingentes. 

En segundo lugar, las concesionarias tampoco han 

demostrado que la mera vigencia de la Ley de Glaciares genere 

una situación de incertidumbre que afecte al ejercicio de sus 

derechos. Muy por el contrario, las concesionarias han 

reconocido que la vigencia de la Ley de Glaciares en nada 

impide, en la actualidad, el ejercicio de su actividad minera en 

las mismas condiciones de las que gozaban con anterioridad a la 

sanción de la referida norma. 

En conclusión, la inexistencia de un caso o 

controversia entre las concesionarias y el Estado Nacional 

impide que esta Corte se pronuncie respecto de los planteos de 

inconstitucionalidad y nulidad de la Ley de Glaciares. Se 

excedería en mucho la función encomendada al Poder Judicial si 

se diese trámite a la demanda interpuesta por las actoras en 

tanto es de absoluta evidencia que su examen exigiría emitir un 

pronunciamiento de carácter teórico, función que, como se señaló 

anteriormente, le está vedada a esta Corte ejercer (Fallos: 



325:474; 330:3777, voto de los jueces Highton de 

Rosenkrantz en Fallos: 341:101, entre otros). 

Nolasco y 

 

8°) A idénticas conclusiones, aunque por razones 

parcialmente diversas, cabe arribar en lo que concierne a la 

configuración de un caso o controversia entre el Estado Nacional 

y la Provincia de San Juan. 

De acuerdo con los términos propuestos en su escrito 

inicial, la pretensión de la Provincia de San Juan se encamina a 

precaver los efectos de un acto legislativo —la Ley de 

Glaciares— al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen 

constitucional federal, sobre la base de que el gobierno 

nacional habría invadido un ámbito de competencias del gobierno 

provincial. En efecto, la Provincia de San Juan planteó la 

artículos inconstitucionalidad de los 1°, 2°, 3°, 5°, 6°, 7°, 

8°, 9°, 10 y 15 de la referida ley con el fundamento de que, con 

su sanción, el Estado Nacional habría "alterado las 

jurisdicciones locales" en contra de la prohibición contenida en 

el artículo 41 de la Constitución Nacional y afectado los 

derechos originarios de la Provincia de San Juan sobre los 

recursos naturales presentes en su territorio en violación del 

artículo 124 de nuestra Constitución Nacional. Asimismo, la 

provincia alegó que ciertas previsiones de la Ley dá Glaciares 
1 

afectan el artículo 113 de la Constitución de San Juan que 

expresamente dispone que el Estado Nacional no podrá disponer de 

los recursos naturales de la provincia "sin el previo,acuerdo de 

ésta, expresado por ley". 
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De manera preliminar, cabe destacar que la Provincia 

de San Juan tiene legitimaCión activa para reclamar en juicio en 

defensa de su autonomía política (Fallos: 341:1148 y sus citas). 

Sin embargo, esta circunstancia no es suficiente para tener por 

habilitada la jurisdicción de los tribunales nacionales 

(artículos 116 de la Constitución Nacional y 2°  de la ley 27). 

Para ello también es necesario que los agravios que la provincia 

invoca tengan el nivel de concreción o madurez necesario para 

conformar un caso o causa contenciosa, extremo este que no se 

configura en autos. 

La Provincia de San Juan no ha invocado de forma 

sólida un "acto en ciernes" —al que se le atribuye ilegalidad o 

arbitrariedad manifiesta— que, en forma actual, afecte de manera 

directa las prerrogativas constitucionales que invoca. En 

efecto, la provincia no ha identificado actuación administrativa 

de parte del Estado Nacional dirigida a ella que, de modo 

suficientemente directo, incida sobre las prerrogativas 

constitucionales que intenta defender en su demanda. 

La Provincia de San Juan tampoco ha demostrado que el 

contexto normativo existente luego de la sanción de la Ley de 

Glaciares, por sí solo, le esté causando una lesión concreta o, 

al menos, le genere un riesgo cierto de padecerla si ello no es 

oportunamente conjurado por la actuación del Poder Judicial. En 

efecto, la provincia ha alegado, de forma muy genérica, que la 

mera sanción de la Ley de Glaciares configura un avance de la 

Nación sobre sus propias prerrogativas ya que conculcaría 

facultades y derechos originarios e indelegables que le 

garantizan el dominio de sus recursos naturales y la posibilidad 



de establecer las pautas que considera razonables para el 

ejercicio del poder de policía en materia de medio ambiente 

dentro de una esfera que le es propia y excluyente (fs. 

1128/1151). Sin embargo, la provincia no ha logrado demostrar, 

de forma concreta, el modo en que el avance que habría efectuado 

el Congreso Nacional afecta el ejercicio de atribuciones 

constitucionales que son propias y/o de algún modo impacta en 

las actividades de índole minera que se desarrollan en su 

territorio. Mas bien, en los términos propuestos por la 

provincia, su planteo resulta asimilable a una demanda de 

derogación genérica de la Ley de Glaciares que no puede ser 

considerada por este Tribunal sin exceder ampliamente la función 

de decidir causas establecida en el artículo 116 de la 

Constitución Nacional. 

Por ello, se resuelve: I) Rechazar la demanda interpuesta 

por Barrick Exploraciones Argentinas S.A. y Exploraciones 

Mineras Argentinas S.A., con costas. II) Rechazar la demanda 

interpuesta por la Provincia de San Juan, con costas en el orden 

causado (artículo 1°  del decreto 1204/2001). Notifíquese y, 

oportunamente, archívese. 

CARLOS FERNANDO ROSENKRANIZ 

vo-//- 
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-//-TO DE LA SEÑORA VICEPRESIDENTA DOCTORA DOÑA ELENA I. HIGHTON 

DE NOLASCO  

Resulta: 

I) A fs. 13/82, Barrick Exploraciones Argentinas S.A. 

y Exploraciones Mineras Argentinas S.A., en su condición de 

titulares de concesiones para la exploración y explotación del 

sector argentino del proyecto binacional denominado "Pascua 

Lama", interpusieron una acción declarativa de 

inconstitucionalidad, fundada en el artículo 322 del Código 

Procesal Civil y Comercial de la Nación, contra el Estado 

Nacional a fin de que se declare la nulidad de la ley 26.639 que 

estableció el "Régimen de Presupuestos Mínimos para la 

Preservación de los Glaciares y del Ambiente Periglacial" (en 

adelante, la "Ley de Glaciares"). En forma subsidiaria, las 

actoras solicitaron que se declare la inconstitucionalidad de 

los artículos 2°, 3°, 5°, 6°, 7°  y 15 de la Ley de Glaciares. 

Asimismo, requirieron la concesión de una medida cautelar de no 

innovar que suspendiera la aplicación de dicho cuerpo legal. 

Al fundar el pedido de declaración de nulidad, las 

concesionarias sostuvieron que la norma fue sancionada en 

violación del procedimiento legislativo establecido en el 

artículo 81 de la Constitución Nacional. Expresaron que la 

Cámara de Senadores suprimió un artículo que la Cámara de 

Diputados había agregado en su calidad de cámara , revisora, 

cuando solo estaba habilitada —de acuerdo con el régimen 

previsto en el referido artículo 81 de la Ley Fundamental— para 

insistir en el proyecto original, o bien aprobar, sin 

modificaciones, el proyecto de la Cámara de Diputados; 
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circunstancia que torna nula la Ley de Glaciares. Aclararon que 

en el caso de que se entendiera que tal proceder encuentra 

fundamento en el texto del artículo 177 del Reglamento del 

Senado que establece "...cuando un proyecto de ley vuelve al 

Senado como Cámara de origen con adiciones o correcciones, ésta 

puede aprobar o desechar la totalidad de dichas adiciones o 

correcciones, o aprobar algunas y desechar otras, no pudiendo en 

ningún caso introducir otras modificaciones que las realizadas 

por la Cámara revisora. En tal caso se omitirá la votación en 

general", solicitaron que se declare la inconstitucionalidad de 

dicha cláusula reglamentaria por contradecir el mencionado 

artículo 81 de la Constitución Nacional. 

En relación con el pedido de declaración de 

inconstitucionalidad de la ley, las actoras sostuvieron que los 

artículos impugnados conculcan sus derechos a trabajar y ejercer 

toda industria lícita y de propiedad sobre sus concesiones 

mineras (artículos 14 y 17 de la Constitución Nacional). A su 

vez, las concesionarias argumentaron que la Ley de Glaciares 

viola los derechos de las actoras amparados por las 

disposiciones del Tratado de Integración y Complementación 

Minera, su Protocolo Complementario y, específicamente, el 

Protocolo Adicional, que tienen jerarquía superior a las leyes 

de la Nación. 

Asimismo, las empresas actoras alegaron que la norma 

configura un exceso en el ejercicio de las competencias 

federales de regulación de los presupuestos mínimos de 

protección del ambiente, al no dejar margen a las provincias 

para la emisión de normativa ambiental complementaria (artículo 
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41 de la Constitución Nacional). Además, expresaron que su 

artículo 6°  viola el artículo 124 de la Constitución Nacional al 

regular —prohibiendo ciertas actividades— la gestión de los 

recursos naturales provinciales. 

A fs. 102/106 vta., el juez federal de San Juan 

resolvió hacer lugar a la medida cautelar solicitada por las 

actoras y dispuso la suspensión de los artículos •2°, 3°, 5°, 6°, 

7°  y 15 de la Ley de Glaciares para el ámbito del emprendimiento 

"Pascua Lama" de la Provincia de San Juan. A fs. 110, a pedido 

de las actoras, ordenó la citación de la Provincia de San Juan. 

A fs. 153/216, la Provincia de San Juan solicitó 

intervenir como litisconsorte activo y manifestó que compartía 

los argumentos expuestos por la actora con fundamento en los 

artículos 41 y 124 de la Constitución Nacional, en la ley 25.675 

General del Ambiente, en la Constitución provincial y en otras 

disposiciones locales. Requirió que se declare la competencia 

originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación y se 

conceda una medida cautelar de no innovar por medio de la cual 

se disponga la suspensión de la aplicación de la totalidad de 

las disposiciones de la Ley de Glaciares. Para fundar su pedido, 

afirmó que la Ley de Glaciares altera la jurisdicción local, 

afecta la autonomía provincial y el sistema federal y conculca 

las facultades de la provincia no delegadas, así como su 

competencia en materia de protección del medio ambiente y 

disposición de sus recursos naturales. 

En lo sustancial, la Provincia de San Juan coincidió 

con las actoras en cuanto pretenden que se declare la nulidad de 

la Ley de Glaciares por haber sido sancionada en violación del 



procedimiento que para la formación y sanción de las leyes 

establece la Constitución Nacional, y también en cuanto alegaron 

que las señaladas disposiciones de la ley —a las que agregó los 

artículos 90  y 10, sobre la autoridad de aplicación y sus 

funciones— violan los artículos 41 y 124 de la Constitución 

Nacional. 

La provincia explicó que el artículo 41 de la 

Constitución Nacional deslindó la competencia en materia 

ambiental entre el Estado Federal y las provincias de forma tal 

que el Congreso Nacional únicamente puede regular los 

presupuestos mínimos pero no puede dictar "una ley ordinaria que 

regule la totalidad de la materia" "pues existe un ámbito 

que pertenece a las provincias, el que es indisponible y 

exclusivo de ellas y sobre el que no se aplicará este principio 

de supremacía federal" (fs. 166). En esta inteligencia, sostuvo 

que la Ley de Glaciares "no es de presupuestos mínimos sino de 

máxima normatividad" y "no ha dejado espacio alguno a la 

provincia para regular, complementar, desarrollar dicha materia 

en relación a su propia jurisdicción, propios recursos y 

territorio" (fs. 166/166 vta.). 

En relación con la afectación del artículo 124 de la 

Constitución Nacional, la provincia indicó que el Estado 

Nacional tiene prohibido disponer o gestionar recursos que 

pertenecen a las provincias sin su consentimiento. Según expuso, 

la Ley de Glaciares colisiona con los artículos 113, 117 y 118 

de la Constitución de la Provincia de San Juan e interfiere con 

la forma en que la provincia ha resuelto gestionar sus recursos 

naturales a través de la confección de un inventario provincial 

-56- 



CSJ 140/2011 (47-B)/CS1 
ORIGINARIO 
Barrick Exploraciones Argentinas S.A. y otro c/ 
Estado Nacional s/ acción declarativa de 
inconstitucionalidad. 

(1,4 h ,„„t„,„,;„ a 

de glaciares en el marco de la ley 8144 local de protección de 

glaciares y de su decreto reglamentario 899/2010. 

A fs. 221/223, el juez federal incorporó al 

proceso a la provincia en virtud de considerarla litisconsorte 

principal en los términos de los artículos 90, inc. 2°  y 91, 

segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la 

Nación, declaró su incompetencia y ordenó la remisión de las 

actuaciones a esta Corte a los efectos de que se continúe con su 

trámite ante la instancia prevista en el artículo 117 de la 

Constitución Nacional. A fs. 364/391, el Estado Nacional 

solicitó que se revoque la medida cautelar concedida a fs. 

102/106. 

A fs. 416/419, esta Corte resolvió, entre otras 

cuestiones, declarar su competencia para conocer en esta causa 

por vía de la instancia originaria prevista en los artículos 116 

y 117 de la Constitución Nacional, y correr traslado al Estado 

Nacional de la demanda interpuesta por las concesionarias y de 

la pretensión introducida por la Provincia de San Juan. A fs. 

477/480, este Tribunal resolvió revocar por contrario imperio la 

medida cautelar ordenada por el juez federal y dispuso su 

levantamiento. 

A fs. 973/1040, el Estado Nacional contestó 

demanda. En primer lugar, sostuvo que el planteo de las actoras 

resultaba abstracto porque sus derechos subjetivos no habían 

sido vulnerados, ya que no existía un acto concreto de ejecución 

de la Ley de Glaciares a su respecto, lo que impedía la 

intervención del Poder Judicial. Entre otros argumentos, para 

demostrar la mera "especulación teórica" en que consistía la 



demanda, el Estado Nacional remarcó que la actividad minera de 

las concesionarias se encontraba en pleno desarrolló (fs. 975 

vta. y 976). Cuestionó la vía elegida, por cuanto, a su 

criterio, no se reunían los recaudos para su admisibilidad. 

Al responder los planteos de fondo, manifestó que el 

cuestionamiento de nulidad en base a los defectos alegados en el 

proceso legislativo de sanción de la Ley de Glaciares no podía 

prosperar por ser una cuestión ajena a las facultades 

jurisdiccionales del Poder Judicial. 

En cuanto al planteo de inconstitucionálidad, la 

demandada sostuvo que las normas cuestionadas constituyen el 

presupuesto mínimo para la preservación ambiental .y que no 

violan la autonomía provincial, por lo que guardan conformidad 

con los artículos 41, 124 y 75, inciso 12 de la Constitución 

Nacional. En este sentido, aseveró que dicha normativa no 

configura una prohibición absoluta y persecutoria de la minería, 

sino que se limita a restringir la actividad económica que pueda 

afectar el recurso hídrico protegido, según el lugarien que se 

emplace y de acuerdo a la previa determinación de la autoridad 

de aplicación. Agregó que no puede configurarse la afectación de 

un derecho adquirido al amparo del Código de Minera, cuando 

este mismo cuerpo normativo prevé que las explotaciones mineras 

deben sujetarse a las reglas de conservación del ambiente (fs. 

979 vta./1040). 

VII) A fs. 1116, esta Corte tuvo por contestada la 

demanda y resolvió, entre otras cuestiones, que se corriese 

traslado por el plazo de cinco días a las concesionarias y a la 
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Provincia de San Juan del planteo relativo a la ausencia de caso 

efectuado por el Estado Nacional y de la documentación 

acompañada por este. 

A fs. 1120/1126 vta., las concesionarias 

contestaron el traslado conferido. Indicaron que al tratarse de 

una acción declarativa no se requiere la existencia de un daño 

concreto, sino de un peligro cierto e inminente de que este se 

producirá. Expresaron que de haberse configurado un perjuicio 

habrían solicitado una reparación del daño en lugar de una 

declaración de inconstitucionalidad. Así, señalaron que si al 

momento de realizarse el Inventario Nacional de Glaciares el 

Proyecto Pascua Lama quedara comprendido en las zonas de 

actividad minera prohibida, el daño estaría consumado. 

A fs. 1128/1151 la Provincia de San Juan contestó 

el traslado ordenado por esta Corte. En relación con el planteo 

de ausencia de caso, sostuvo que el perjuicio que experimentaba 

no era "conjetural" o "teórico", sino actual, por cuanto la mera 

sanción de la Ley de Glaciares configura un avance de la Nación 

sobre las facultades propias de la provincia. Indicó que nada 

más concreto, cierto, tangible y actual que el avasallamiento en 

que incurrió el Estado Nacional al sancionar una ley que, en un 

excesivo ejercicio de facultades y arrogándose como propias 

atribuciones que no lo son, reglamenta disposiciones que 

conculcan facultades y derechos originarios e indelegables de la 

provincia. 

A fs. 1163 este Tribunal solicitó al Ministerio de 

Ambiente y Desarrollo Sustentable de la Nación que indicara cuál 

era el grado de realización del Inventario Nacional de Glaciares 
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ordenado en el artículo 3°  de la Ley de Glaciares. El ministerio 

informó que el cronograma para la confección del inventario 

preveía tres niveles de relevamiento y que para ese entonces el 

primero de ellos se encontraba en la fase inicial (fs. 1168, 

1172 y decreto reglamentario 207/2011) Respecto de la parte 

atinente a las diferentes sub-cuencas correspondientes a los 

ríos Jáchal y San Juan en la Provincia de San Juan, manifestó 

que se encontraba en un estado avanzado pero aún pendiente de 

revisión técnica (fs. 1184). 

XI) A fs. 1203/1244, el Estado Nacional informó que, 

*mediante resolución 358/2018 del entonces Ministerio de Ambiente 

y Desarrollo Sustentable, el 7 de junio de 2018 se había 

publicado el Primer Inventario Nacional de Glaciares de la 

República Argentina (en adelante, "Inventario Nacional de 

Glaciares" o "ING"). 

Como consecuencia de ello las concesionarias 

presentaron un escrito en el cual ampliaron los fundamentos 

relativos a la existencia de caso judicial expresados en el 

curso del proceso (fs. 1246/1259 vta.). 

Las empresas actoras indicaron que la existencia de 

caso judicial no depende, única ni exclusivamente, de que se 

haya confeccionado el ING, ni de cuáles sean sus resultados. 

Afirmaron que su demanda no configura una indagación meramente 

teórica, consultiva o especulativa, dado que se trata de una 

empresa minera con un proyecto actualmente en marcha y en plena 

ejecución que "podría verse afectado en cualquier momento por el 

peligro 'en ciernes' que generan los artículos 2°, 6°  inc. c) y 
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7°  de la Ley de Glaciares" (fs. 1258). Alegaron que la 

confección del ING no modifica el planteo original, ya que "en 

modo alguno el ING es un valladar que ponga a mi parte a 

cubierto de los daños que podría experimentar en caso de que 

alguna autoridad, nacional o provincial, con fundamento en los 

términos vagos o imprecisos de la Ley de Glaciares, entendiera 

que mi parte está llevando adelante la explotación minera en un 

lugar prohibido" (fs. 1258 vta.). 

Considerando: 

1°) Que de acuerdo al estado procesal en que se 

encuentra la causa, esta Corte debe primero decidir la defensa 

de falta de caso opuesta por el Estado Nacional (fs. 973/1040) 

que fue objeto de traslado a fs. 1116 y contestada por las 

concesionarias y por la provincia a fs. 1120/1126 y 1128/1151, 

respectivamente. Ello es así por cuanto de prosperar dicha 

defensa corresponderá el rechazo de las acciones planteadas en 

tanto que un pronunciamiento del Tribunal requiere que exista un 

caso o controversia. 

Esta tarea exige determinar si las cuestiones traídas 

a conocimiento de esta Corte por las actoras tienen el nivel de 

concreción o madurez necesario para conformar un caso o causa 

contenciosa, condición indispensable para habilitar la 

jurisdicción de los tribunales nacionales (artículo 116 de la 

Constitución Nacional y artículo 2°  de la ley 27) o si, en 

cambio, se trata de planteos generales o abstractos, asimilables 

al pedido de una opinión consultiva o a una demanda que, de 

admitirse, implicaría —en los hechos— derogar genéricamente la 

ley. El criterio útil para distinguir uno y otro tipo de 
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situaciones se vincula con la mayor o menor conexión entre los 

intereses o derechos que las actoras consideran afectados y las 

disposiciones a las que ellas atribuyen dicho perjuicio. 

2°) Que tanto las concesionarias como la Provincia de 

San Juan han canalizado sus cuestionamientos a la ley 26.639 

—que estableció el Régimen de Presupuestos Mínimos para la 

Preservación de los Glaciares y del Ambiente Periglacial— a 

través de una acción declarativa de inconstitucionalidad 

interpuesta en los términos del artículo 322 del Código Procesal 

Civil y Comercial de la Nación. En consecuencia, la verificación 

de la existencia de caso debe efectuarse en el marco del 

análisis de los requisitos a los que se encuentra supeditada la 

procedencia de este tipo de acciones. 

3°) Que, en primer lugar, es menester recordar que 

los casos contenciosos que habilitan la jurisdicción de los 

tribunales federales son aquellos en los que se persigue, en 

concreto, la determinación del derecho o prerrogativa debatidos 

entre partes adversas ante la existencia de •una lesión o, al 

menos, una amenaza inminente a dicho derecho o prerrogativa 

(conf. Fallos: 321:1352; 322:528, entre muchos otros). 

Respecto de la acción declarativa, este Tribunal 

tiene dicho que no debe tener carácter simplemente consultivo ni 

importar una indagación meramente especulativa, sino que debe 

siempre responder a una causa o caso contencioso y que, como 

regla, busca precaver los efectos de un "acto en ciernes", al 

que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen federal, a la 

par de fijar las relaciones legales que vinculan a las partes en 
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conflicto (Fallos: 307:1379; 310:606; 311:421; 333:1088, entre 

otros). 

Asimismo, en ciertos supuestos particulares, la norma 

legal cuestionada a través de una acción declarativa de 

inconstitucionalidad podría ser susceptible de provocar una 

afectación tangible en el ejercicio de un determinado derecho, 

sin que para ello sea necesaria la existencia de una actuación 

administrativa (ver en este sentido Fallos: 310:977, 2812 y 

322:1253, entre otros). Ello es así cuando por las 

características del planteo y de las normas impugnadas se impone 

concluir que no se trata de una petición con carácter 

"simplemente consultivo" o que importe una "indagación meramente 

especulativa" (Fallos: 333:1279, disidencia de las juezas 

Highton de Nolasco y Argibay y Fallos: 341:101). 

La afectación del ejercicio de un derecho individual 

puede derivarse, en efecto, de un contexto normativo o 

administrativo que el peticionario puede cuestionar o pretender 

esclarecer de forma inmediata, sin estar obligado a propiciar o 

soportar un acto administrativo que concrete su agravio. Ello 

puede darse, por ejemplo, cuando en el tiempo previo al acto 

administrativo que concretaría el agravio, el derecho que se 

busca proteger se encuentra de hecho negado (Fallos: 341:101). 

Ahora bien, ante la falta de una actividad 

administrativa que pruebe directamente el daño que la acción 

busca precaver, debe extremarse la carga argumentativa y 

probatoria que pesa sobre el peticionario. A él le corresponde 

demostrar en qué medida el contexto mencionado afecta sus 

intereses de modo diferenciado, directo y con concreción 
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suficiente para jústificar la actuación del Poder Judicial 

(Fallos: 333:1088 y 341:101). 

4°) Que a partir de estas premisas se tratarán los 

agravios de las concesionarias y de la provincia de manera 

separada en la medida en que sus cuestionamientos en torno a la 

nulidad e inconstitucionalidad de la Ley de Glaciares resultan 

diferentes, como lógica consecuencia de los distintos derechos y 

prerrogativas en los que fundan su pretensión. En el supuesto de 

las concesionarias, su principal planteo radica en la afectación 

a sus derechos de propiedad sobre sus concesiones mineras 

adquiridas bajo las normas del Código de Minería (artículo 17 de 

la Constitución Nacional) y a trabajar y ejercer toda industria 

lícita (artículo 14 de la Constitución Nacional). La provincia, 

por su parte, concentra sus argumentos en que la Ley de 

Glaciares no es de presupuestos mínimos sino de máxima 

normatividad, por lo que menoscaba sus atribuciones para 

regular, complementar y desarrollar la materia ambiental en 

relación a su propia jurisdicción, recursos y territorio 

(artículos 41 y 124 de la Constitución Nacional). 

5°) Que en primer lugar se examinará la excepción de 

falta de caso opuesta por el Estado Nacional con relación a las 

concesionarias. Se adelanta la conclusión de que respecto de 

ellas no se encuentran cumplidos los recaudos que permiten, con 

fundamento en los criterios antes expuestos, tener por 

acreditada la existencia de un caso o controversia en la medida 

en que nada parece perturbar —de acuerdo a sus propias 

manifestaciones— el normal funcionamiento de su actividad 

minera. 
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Para llegar a esta conclusión se deben tener en 

cuenta las argumentaciones vertidas por las concesionarias no 

solo en su escrito de demanda (fs. 13/82) y en su respuesta a la 

defensa preliminar opuesta por el Estado Nacional (fs. 

1120/1126), sino, principalmente, aquellas desarrolladas en la 

presentación espontánea que obra a fs. 1246/1259 vta, y que 

fuera realizada con posterioridad al dictado de la resolución 

358/2018 del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sustentable que 

aprobó el Inventario Nacional de Glaciares. 

En dicho escrito las concesionarias reconocen que sus 

proyectos mineros en ejecución en Pascua Lama y Veladero no se 

encuentran alcanzados por la prohibición que surge de las 

disposiciones impugnadas por cuanto no afectan las geoformas 

protegidas por la Ley de Glaciares (fs. 1247). Así, afirman que 

"la Provincia en lo que respecta a los Proyectos Lama y Mina 

Veladero ha cumplido con la auditoría del artículo 15 de la Ley 

Nacional de Glaciares concluyendo que los mismos no afectan 

ninguna de las geoformas protegidas, por lo que concluye que las 

actividades (...) en nada afectan el ING". Agregan que "los 

proyectos en ejecución Lama y Veladero (...) fueron reevaluados y 

no afectan geoformas protegidas" (fs. 1247 y vta.). 

Es decir, de las propias manifestaciones de las 

concesionarias surge el reconocimiento expreso de que el 

Inventario Nacional de Glaciares —realizado en el marco de la 

Ley Nacional de Glaciares— no abarca sus emprendimientos mineros 

en ejecución, afirmación que impone —desde esta perspectiva—

negar la existencia de caso o controversia que habilite a esta 

Corte a pronunciarse sobre sus planteos de nulidad e 
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inconstitucionalidad de la ley en cuestión. Resulta claro que 

las actoras no tienen agravio cuando ellas mismas afirman que 

sus explotaciones en curso no están alcanzadas por las 

prohibiciones que cuestionan. 

Por lo demás, tampoco las actoras han logrado 

argumentar con solidez y menos aún probar que la mera existencia 

del contexto normativo que impugnan —ante la ausencia de un acto 

administrativo que concrete su agravio— afecte sus intereses de 

modo diferenciado, directo y con concreción suficiente para 

justificar la actuación de esta Corte. 

En sus escritos, las concesionarias se limitan a 

afirmar que la sola existencia de la ley y del inventario les 

"impide acceder a una evaluación para demostrar la inexistencia 

de afectación [al medio ambiente]" (fs. 1248 vta.) lo que, según 

expresan, les afectaría de manera concreta y grave "el derecho a 

ser evaluadas ambientalmente por parte de la autoridad 

competente provincial en relación a nuevas actividades" (fs. 

1247 vta.). 

Su desarrollo argumental no resulta suficiente para 

tener por configurada una causa sin que medie un "acto en 

ciernes", en la medida en que su pretensión presenta 

características tales que la asimilan a una afectación de 

carácter hipotético. En efecto, las actoras se limitan a invocar 

la afectación a su derecho constitucional de ejercer toda 

industria lícita, pero no han siquiera alegado cómo dicho 

contexto normativo limitaría la ejecución de algún plan de 

expansión de sus actividades. Se trata, entonces, de una 
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solicitud meramente especulativa, en tanto no se han siquiera 

referido a la existencia de alguna actividad posible a llevarse 

a cabo en el futuro que pueda verse alcanzada por las 

prohibiciones de la ley (conf, doctrina de Fallos: 333:1088). 

Idénticas consideraciones cabe realizar con relación al 

argumento de que tendrían una lesión en el supuesto de que se 

modificara el Inventario Nacional de Glaciares en un futuro y se 

entendiera que están desarrollando la explotación minera en un 

lugar prohibido. 

Esta forma de plantear sus cuestionamientos prescinde 

claramente del requisito de caso, sin que la alegación de 

eventuales dificultades en la realización de futuros 

emprendimientos mineros motivadas en la mera existencia del 

plexo normativo que impugnan constituya fundamento suficiente 

como para transformar en cierto y actual un gravamen que solo se 

presenta como de naturaleza claramente conjetural (conf. 

doctrina de Fallos: 328:3586, entre otros). 

6°) Que a igual solución se arriba con relación al 

cumplimiento del requisito de caso o controversia respecto de la 

Provincia de San Juan. Sus cuestionamientos, en rigor, se 

centran en afirmar que la mayoría de las disposiciones de la Ley 

de Glaciares —por distintos fundamentos teóricos que explica—

resultan inconstitucionales por cuanto la Nación ha excedido con 

su dictado los presupuestos mínimos de protección y ha avanzado 

ilegítimamente sobre las competencias que la Constitución 

Nacional reconoce a las provincias en materia ambiental 

(artículo 41), así como sobre las atribuciones derivadas del 

dominio originario de sus recursos naturales (artículo 124). De 
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este modo, la provincia afirma que el Estado Nacional incurrió 

en dicha ilegitimidad al "sancionar una ley que, en un excesivo 

ejercicio de facultades y arrogándose como propias atribuciones 

que no lo son, reglamenta disposiciones que conculcan facultades 

y derechos originarios de la Provincia que le garantizan el 

dominio de sus recursos naturales y la posibilidad de establecer 

las pautas que considere razonables para hacer ejercicio del 

poder de policía en materia de medio ambiente dentro de una 

esfera que le es propia y excluyente" (fs. 1130). 

Más allá de estas genéricas afirmaciones, la 

provincia no ha invocado en sus escritos iniciales ni luego de 

la publicación del Inventario Nacional de Glaciares el 11 de 

junio de 2018, una aplicación actual —o en ciernes— de la ley 

que tenga concreción bastante y pudiere generarle un perjuicio 

real y concreto, susceptible de reparación en la actualidad. 

Tampoco de sus argumentaciones surge que exista alguna 

afectación a sus atribuciones o derechos que pueda derivarse del 

contexto normativo que impugna y que requiera, en las actuales 

circunstancias, ser esclarecido de forma inmediata. 

En efecto, en sus presentaciones, tras efectuar los 

referidos planteos constitucionales, la provincia se limita a 

señalar sin mayores especificaciones las características de la 

política provincial en materia de minería y su marco regulatorio 

local, los cuales podrían verse alterados por la ley nacional, y 

a destacar la importancia tanto de la existencia y desarrollo de 

las actividades mineras en su territorio como de la confección 

del inventario por parte de la autoridad provincial (fs. 190/202 

vta.). Sin embargo, en sus argumentos se refiere genéricamente a 
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sus proyectos mineros (fs. 179 vta./180), a la par que realiza 

especulaciones conjeturales cuando atribuye a la norma la 

posibilidad de generar "un clima de inversiones adverso con la 

consiguiente pérdida de recursos y trabajo que esto implica para 

las economías regionales" (fs. 1146). 

Por lo demás, con relación al inventario, de sus 

propias manifestaciones surge la inexistencia de agravio 

concreto y actual por cuanto reconoce que el Consejo Provincial 

de Coordinación para la Protección de los Glaciares junto con la 

Facultad de Ciencias Exactas, Físicas y Naturales y el Instituto 

de Geología de la Universidad Nacional de San Juan se encuentran 

confeccionando el relevamiento de los glaciares existentes en su 

territorio. 

En estos términos, la provincia presenta su planteo 

de un modo genérico y referido exclusivamente a una supuesta 

superposición normativa en perjuicio de sus facultades, al que 

define fundamentalmente como "violación de atribuciones 

competenciales" establecidas en la Constitución Nacional (fs. 

161) o como un problema "constitucional estructural" (fs. 1131), 

sin explicar cómo dicho conflicto normativo impacta en concreto 

en el ejercicio de sus atribuciones y en las actividades que 

está llevando a cabo. La cuestión delimitada de este modo no 

alcanza a configurar el requisito de causa o caso contencioso, 

por cuanto exigiría por parte de este Tribunal "tomar por sí una 

ley o cláusula constitucional y estudiarla en teoría", 

atribución que se le encuentra vedada (conf. doctrina de Fallos: 

311:2580, considerando 3°). 
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Una solución idistinta en esta causa —por lá modalidad 

en que ha sido planteada por la provincia— llevaría a que se 

lograsen por esta vía declaraciones genéricas de 

inconstitucionalidad, Con efectos erga omnes, extraños a la 

específica modalidad con que la Corte ha admitido este tipo de 

pretensiones declarativás (conf. doctrina de Fallos: 321:551). 

7°) Que por las razones expuestas, se concluye que 

las concesionarias Barrick Exploraciones Argentinas S.A. y 

Exploraciones Mineras ikgentinas S.A. y la Provincia de San Juan 

han formulado sus planteos de manera genérica y no han logrado 

invocar la existencia ele un caso o controversia judicial que 

habilite a este Tribunal a pronunciarse sobre el fóndo de la 

cuestión (artículo 116 'de la Constitución Nacional y 2°  de la 

ley 27). Una posición contraria que permitiese al Poder Judicial 

de la Nación expedilrse sobre la pretendida nulidad e 

inconstitucionalidad de la Ley Nacional de Glaciares en el marco 

de un conflicto meraménte hipotético resultaría técnicamente 

incorrecta por cuanto Violaría el principio de separación de 

poderes (conf. doctrina de Fallos: 12:372; 95:51 115:163, 

entre otros). 
1 

La organización del control constitucional sobre la 

base exclusiva de la 'protección de intereses de suficiente 

concreción e inmediatez como para suscitar una verdadeka causa o 

caso en justicia fue un' decisión consciente de quienes dieron 

su estructura al Poder Judicial Federal (Fallos: 30712384), en 

el entendimiento de que este requisito constituye al mismo 

tiempo el fundamento y límite de la jurisdicción propia de los 

tribunales nacionales eñ el marco de la distribución de poderes 
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entre las tres ramas en que se organiza el gobierno nacional 

(Fallos: 242:353; 322:528; 326:1007, 2931, entre muchos otros). 

Ello excluye, por ende, la posibilidad de dar trámite a 

pretensiones de una naturaleza semejante a la introducida en el 

sub lite (Fallos: 329:3184; 340:1025). 

Por ello, se resuelve: I) Rechazar la demanda interpuesta 

por Barrick Exploraciones Argentinas S.A. y Exploraciones 

Mineras Argentinas S.A., con costas. II) Rechazar la demanda 

interpuesta por la Provincia de San Juan, con costas en el orden 

causado (artículo 1°  del decreto 1204/2001). Notifíquese y, 

oportunamente, archívese. 

ELENA I. HIGHTON de NOLASCO 
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Parte actora: Barrick Exploraciones Argentinas S.A. (BEASA), representada por 
la Dra. Jimena del Valle Daneri y los Dres. Alberto B. Bianchi y Alberto 
Eduardo Bloise y Exploraciones Mineras Argentinas S.A. (EMASA), representada 
por la Dra. Jimena del Valle Daneri, con el patrocinio letrado del Dr. Alberto 
Eduardo Bloise. 

Los Dres. Mario Enrique Díaz, Fiscal de Estado de la Provincia de San Juan y 
Guillermo Horacio de Sanctis, en representación de la mencionada provincia. 

Parte demandada: Estado Nacional, representado por los Dres. Marcelo Adrián 
Bibini y Susana Beatriz Pérez Vexina. 

Dictaminó la señora Procuradora Fiscal: Laura M. Monti. 
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Se llama cambio climático a la modificación del clima con respecto al historial climático a 
una escala global o regional. Tales cambios se producen a muy diversas escalas de tiempo 
y sobre todos los parámetros meteorológicos: temperatura, presión atmosférica, 
precipitaciones, nubosidad, etc. En teoría, son debidos tanto a causas naturales (Crowley y 
North, 1988) como antropogénicas (Oreskes, 2004). 

 

El término suele usarse de manera poco apropiada, para hacer referencia tan solo a los 
cambios climáticos que suceden en el presente, utilizándolo como sinónimo de 
calentamiento global. La Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio 
Climático usa el término «cambio climático» solo para referirse al cambio por causas 
humanas: 

 

    Por "cambio climático" se entiende un cambio de clima atribuido directa o 
indirectamente a la actividad humana que altera la composición de la atmósfera mundial y 
que se suma a la variabilidad natural del clima observada durante períodos comparables. 

    Artículo 1, párrafo 2 

 

Recibe el nombre de «variabilidad natural del clima», pues se produce constantemente 
por causas naturales. En algunos casos, para referirse al cambio de origen humano se usa 
también la expresión «cambio climático antropogénico». 

 

Además del calentamiento global, el cambio climático implica cambios en otras variables 
como las lluvias y sus patrones, la cobertura de nubes y todos los demás elementos del 
sistema atmosférico. La complejidad del problema y sus múltiples interacciones hacen que 
la única manera de evaluar estos cambios sea mediante el uso de modelos 
computacionales que simulan la física de la atmósfera y de los océanos. La naturaleza 
caótica de estos modelos hace que en sí tengan una alta proporción de incertidumbre 
(Stainforth et ál., 2005) (Roe y Baker, 2007), aunque eso no es óbice para que sean 
capaces de prever cambios significativos futuros (Schnellhuber, 2008) (Knutti y Hegerl, 
2008) que tengan consecuencias tanto económicas (Stern, 2008) como las ya observables 
a nivel biológico (Walther et ál., 2002)(Hughes, 2001). 

 



 

Calentamiento Global: 

El calentamiento global es un término utilizado para referirse al fenómeno del aumento 
de la temperatura media global, de la atmósfera terrestre y de los océanos, que 
posiblemente alcanzó el nivel de calentamiento de la época medieval a mediados del siglo 
XX, para excederlo a partir de entonces. 

 

Todas las recopilaciones de datos representativas a partir de las muestras de hielo, los 
anillos de crecimiento de los árboles, etc., indican que las temperaturas fueron cálidas 
durante el Medioevo, se enfriaron a valores bajos durante los siglos XVII, XVIII y XIX y se 
volvieron a calentar después con rapidez. Cuando se estudia el Holoceno (últimos 11 600 
años), el Panel Intergubernamental del Cambio Climático (IPCC) no aprecia evidencias de 
que existieran temperaturas medias anuales mundiales más cálidas que las actuales. Si las 
proyecciones de un calentamiento aproximado de 5 °C en este siglo se materializan, 
entonces el planeta habrá experimentado una cantidad de calentamiento medio mundial 
igual a la que sufrió al final de la Glaciación wisconsiense (último período glaciar); según el 
IPCC no hay pruebas de que la posible tasa de cambio mundial futuro haya sido igualada 
en los últimos 50 millones de años por una elevación de temperatura comparable. 

 

El calentamiento global está asociado a un cambio climático que puede tener causa 
antropogénica o no. El principal efecto que causa el calentamiento global es el efecto 
invernadero, fenómeno que se refiere a la absorción por ciertos gases atmosféricos—
principalmente H2O, seguido por CO2 y O3—de parte de la energía que el suelo emite, 
como consecuencia de haber sido calentado por la radiación solar. El efecto invernadero 
natural que estabiliza el clima de la Tierra no es cuestión que se incluya en el debate sobre 
el calentamiento global. Sin este efecto invernadero natural las temperaturas caerían 
aproximadamente en unos 30 °C; con tal cambio, los océanos podrían congelarse y la vida, 
tal como la conocemos, sería imposible. Para que este efecto se produzca, son necesarios 
estos gases de efecto invernadero, pero en proporciones adecuadas. Lo que preocupa a 
los climatólogos es que una elevación de esa proporción producirá un aumento de la 
temperatura debido al calor atrapado en la baja atmósfera. 

 

El IPCC sostiene que: «la mayoría de los aumentos observados en la temperatura media 
del globo desde la mitad del siglo XX, son muy probablemente debidos al aumento 
observado en las concentraciones de GEI antropogénicas». Esto es conocido como la 



 

teoría antropogénica, y predice que el calentamiento global continuará si lo hacen las 
emisiones de gases de efecto invernadero. En el último reporte con proyecciones de 
modelos climáticos presentados por IPCC, indican que es probable que temperatura global 
de la superficie, aumente entre 1,1 a 6,4 °C (2,0 a 11,5 °F) durante el siglo XXI. 

 

Se han propuesto varias medidas con el fin de mitigar el cambio climático, adaptarse a él o 
utilizar geoingeniería para combatir sus efectos. El mayor acuerdo internacional 
respectivo al calentamiento global ha sido el Protocolo de Kyoto, el cual tiene como 
objetivo la estabilización de la concentración de gases de efecto invernadero para evitar 
una "interferencia antropogénica peligrosa con el sistema climático". Fue adoptado 
durante Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático y promueve 
una reducción de emisiones contaminantes, principalmente CO2. Hasta noviembre de 
2009, 187 estados han ratificado el protocolo. Estados Unidos, mayor emisor de gases de 
invernadero mundial, no ha ratificado el protocolo. 

 

Más allá del consenso científico general en torno a la aceptación del origen 
principalmente antropogénico del calentamiento global, hay un intenso debate político 
sobre la realidad, de la evidencia científica del mismo. Por ejemplo, algunos de esos 
políticos opinan que el presunto consenso climático es una falacia.  



 

RESPONSABILIDAD POR DAÑO AMBIENTAL 

 
Trataremos a continuación como esta elaborado el Régimen de responsabilidad por daño 
ambiental en la Argentina. Luego abordaremos de lleno cual serian los riesgos que puede 
tener el posible inversor minero tratando el tema de las responsabilidades que se desprende 
del análisis de la legislación Argentina sobre responsabilidad ambiental de la actividad 
minera. 
Las obligaciones ambientales, incorporadas a los procesos mineros, son una materia 
relativamente contemporánea. Nuestro país en concordancia con las experiencias 
internacionales, elaboró un marco legal moderno que articula las necesidades de la sociedad 
y los intereses de los productores mineros, promoviendo la actividad. 

La legislación minera vigente recepta y complementa los principios contenidos en el 
Artículo 41 de la Constitución Nacional, implementando un régimen jurídico cuya premisa 
es preservar el derecho de todos los habitantes a gozar de un ambiente sano y equilibrado 
en el desarrollo de las actividades económicas y procesos que la contienen. 
El sistema esta estructurado en base a una serie de medidas que responden por un lado,a la 
prevención del daño ambiental que se da en el ámbito administrativo y con caráceter previo 
y obligatorio para la instalalción de cualquier industria, y otras que hacen propiamente al 
sistema de responsabilidad de haberse efectivizado el daño. 

a) En el orden administrativo, por aplicación efectiva de la Ley Nº 24.585 se establecen 
instrumentos de Gestión Ambiental. Estos son: 
• El Informe de Impacto Ambiental (IIA) de presentación obligatoria por parte de los 
titulares de actividades mineras previo al inicio de las operaciones 
• La Declaración de Impacto Ambiental (DIA) que emite la Autoridad en aprobación del 
IIA correspondiente. 
La autoridad de Aplicación Provincial es quien ejerce el poder de gestión y contralor del 
régimen_ambiental_minero_a_nivel_provincial. Por ejemplo si la explotacion va a ser en 
San juan sería la autoridad determinada por San Juan. 
La misma, recibe el Informe de Impacto Ambiental, lo evalúa, aprueba por medio de la 
Declaración de Impacto Ambiental (DIA) el inicio de las actividades, controla su 
cumplimiento y sanciona con substanciación previa el incumplimiento de las obligaciones 
contraídas en el IIA aprobado. 
El informe de Impacto Ambiental debe incluir, por requisitos legales establecidos en el 
Código de Minería, debe contener al mínimo: 
• ubicación y descripción ambiental del área de influencia. 
• descripción del proyecto minero. 
• eventuales modificaciones sobre suelo, agua, atmósfera, flora y fauna, relieve y ámbito 
socio-cultural. 
• medidas de prevención, mitigación, rehabilitación, restauración o recomposición del 
medio alterado, según correspondiere. 
El régimen de la protección del ambiente y la conservación del patrimonio natural y 
cultural, alcanza a todas las personas físicas y jurídicas, públicas y privadas tanto 
nacionales como extranjeras que realicen actividades mineras propiamente dichas 
(exploración y explotación), actividades industriales derivadas y la disposición de residuos 



 

cualquiera sea su naturaleza vinculada directa o indirectamente con la actividad minera 
La responsabilidad por daño ambiental ya sea por acción u omisión debe ser considerada 
desde dos puntos de vista: 
• Responsabilidad Civil por Daño al Medio Ambiente. 
• Responsabilidad por cometer infracciones en detrimento del Medio Ambiente 
(incumplimiento de las disposiciones del Título XIII Sección 2da). 

b) Daño al Ambiente. 
b.1 Responsabilidad Civil. 
El sistema de responsabilidad civil, sin perjuicio de las responsabilidades penales, se ocupa 
de distribuir la carga de soportar el daño entre los distintos sujetos partícipes ya sea por 
acción u omisión que provocó al ambiente, según ciertas reglas establecidas por el Título: 

Las personas que realicen las actividades mineras ya indicadas serán responsables de todo 
daño ambiental que se produzca por el incumplimiento de lo establecido en Título XIII 
Sección Segunda, ya sea que el daño fuera causado en forma directa o por las personas que 
se encuentran bajo su dependencia, o por parte de contratistas o subcontratistas, o que lo 
cause el riesgo,vicio_de_la_cosa. El titular del derecho minero es responsable en forma 
solidaria en los casos citados de daño que ocasionen las personas por él habilitadas. 
Sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que establezcan las normas, todo el 
que causare daño actual o residual al patrimonio ambiental, estará obligado a mitigarlo, 
rehabilitarlo,_restaurarlo_o_recomponerlo_según_correspondiere. 

El principio de responsabilidad objetiva y sin culpa rige para los daños ambientales que 
provengan del riesgo o vicio de la cosa. En estos casos el minero puede eximirse de 
responsabilidad probando la culpa o falta de la víctima o de un tercero por el que no tenga 
obligación de responder. 
Fuera de los casos de responsabilidad objetiva y sin culpa el minero responderá por los 
daños ambientales si el damnificado prueba que este ha incurrido en dolo, culpa o 
negligencia, como así también será responsable del daño ambiental que tenga origen en un 
accidente o caso fortuito.  

b.2 Responsabilidad por infracciones. 
El Título XIII, Sección Segunda, en sus Artículos 264 y 265 establece las sanciones de las 
infracciones cometidas en oportunidad de incumplimiento de las disposiciones del mismo, 
siempre y cuando no estén comprendidas dentro del ámbito de responsabilidades penales. 
Las mismas son las siguientes: 
• Apercibimiento. 
• Multas, establecidas por la Autoridad de Aplicación conforme a las pautas dispuestas por 
el Artículo 243, (inc.e) del Código de Minería. 
• Suspensión del goce del certificado de Calidad Ambiental. 
• Reparación de los daños ambientales. 
• Clausura temporal, la que será progresiva en los casos de reincidencia. En caso de tres 
infracciones graves se procederá al cierre definitivo de la mina. 
• Inhabilitación. 
Procedimiento: La determinación de las sanciones establecidas es competencia de la 
Autoridad de Aplicación, quien la fijará en cada caso concreto, estableciendo su graduación 



 

de acuerdo a los tres parámetros fijados por el C.M y la N.C que son: la naturaleza de la 
infracción cometida, el daño derivado de ella y la existencia de infracciones anteriores, 
asegurando el proceso legal. 
Ante el incumplimiento de las exigencias establecidas en el Código y en la Normativa 
Complementaria (N.C), la Autoridad de Aplicación iniciará un informe sumario, 
determinando el curso de las acciones a seguir por la empresa titular del proyecto y 
estableciendo el plazo dentro del cuál deberá dar cumplimiento a las mismas, como así 
también iniciará las acciones penales si correspondiere (Art.Nº-24-N.C). 
El título establece que no se aceptarán las presentaciones de un IIA y por consiguiente se 
impedirá el inicio de las actividades mineras en la misma u otra jurisdicción, cuando el 
titular o cualquier tipo de mandatario o profesional de la empresa, estuviera inhabilitado o 
cumpliendo sanciones por violación del Título XIII Sección Segunda. 

Autor: Damian G Villa Abrille Abogado UBA 
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